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El  Consejo  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Universi- 
dad Francisco  Marroquín  ha  considerado  oportuno  pu 
blicar  la  Exposición  de  Motivos  del  Código  de  Comer 
cm'la  cual,  por  su  extencidn  y  por  la  importancia  de 
incorporarla  íntegramente  en  una  sola  publicación,  in- 
cluirá los  números  6,  7  y  8  en  una  edición  extraordina- 
ria de  la  revista  de  la  facultad. 


EXPOSICIÓN  DE  MOTIVOS  DEL 
CÓDIGO  DE  COMERCIO 

HONORABLE  CONGRESO  DE  LA 
REPÚBLICA: 

La  Comisión  de  Economía,  evacúa  en  esta 
oportunidad  su  dictamen  sobre  el  anteproyecto  de 
Código  de  Comercio  que  fuera  presentado  como  ini- 
ciativa del  Ejecutivo,  por  conducto  del  Ministerio  de 
Economía. 

En  primer  lugar,  esta  Comisión  expresa  su  pro- 
fundo reconocimiento  a  los  destacados  profesiona- 
les, abogados:  Ernesto  Viteri  Echeverría,  Arturo  Ya- 
quián  Otero,  Jorge  Skinner  Klée,  Edmundo  Vásquez 
Martínez  y  Armando  Diéguez  Pilón  y  al  contador 
público,  Carlos  Enrique  Ponciano,  miembros  de  la 
Comisión  que  redactó  el  anteproyecto  de  Código  de 
Comercio. 

Dichos  miembros  de  esa  comisión,  a  petición 
de  la  comisión  de  Economía,  prestaron  todo  su  con- 
curso valioso  en  la  elaboración  de  la  exposición  de 
motivos  y  en  la  revisión  del  anteproyecto  original, 
para  actualizarlo  con  la  legislación  vigente,  como  por 
ejemplo  la  Ley  de  Almacenes  Generales  de  Depósi- 
to y  en  introducirle  las  modificaciones  que  se  esti- 
maron convenientes  al  oir  a  los  diferentes  sectores 
que  se  beneficiarán  con  una  ley  moderna  de  la  na- 
turaleza del  Código  de  Comercio  por  cuya  emisión 
se  propugna. 

Debido  a  esta  colaboración,  se  ofrece  a  conti- 
nuación un  análisis  objetivo  de  los  alcances  e  impli- 
caciones del  anteproyecto,  así  como  un  esbozo  sec- 
cionado de  los  libros  y  capítulos  en  que  se  descom- 
pone este  importante  cuerpo,  con  vistas  a  conver- 
tirse en  ley  de  la  República. 

La  Comisión  de  Economía  presenta  este  pro- 
yecto de  Código  de  Comercio  y  su  correspondiente 
exposición  de  motivos,  sabiendo  que  durante  las 
diversas  etapas  de  su  elaboración  y  estudio,  fue 
objeto  de  consultas  con  profesionales  especialistas, 
asociaciones  y  personas  interesadas  en  estas  discipli- 
nas jurídicas;  también  sabemos  que  fue  revisado  du- 
rante el  IV  Congreso  Jurídico  Guatemalteco  y  usado 
como  material  de  estudio  en  un  cursillo  sobre  Dere- 
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cho  Mercantil,  impartido  en  la  Facultad  de  Ciencias 
Jurídicas  y  Sociales  de  la  Universidad  de  San  Carlos. 

En  el  seno  de  la  Comisión  se  recibieron  memo- 
riales de  varias  asociaciones  interesadas  en  aspectos 
particulares,  cuyas  opiniones  fueron  escuchadas  y 
se  incorporaron  al  proyecto  los  puntos  de  vista  afi- 
nes con  la  doctrina  que  lo  fundamenta. 

Por  ello  estamos  seguros  que  el  Congreso  de 
la  República  al  aprobar  el  presente  proyecto  de  ley, 
con  las  enmiendas  que  se  estimen  oportunas,  estará 
dotando  a  Guatemala  de  un  instrumento  que  faci- 
litará e  impulsará  su  desarrollo  económico. 


TITULO  PRELIMINAR 
Disposiciones  Generales 

La  Comisión  de  Economía  considera  que  el 
proyecto  deja  a  un  lado  los  anacrónicos  sistemas  de 
intentar  definir  el  negocio  mercantil  como  base  so- 
bre la  cual  descansa  la  ley  de  comercio  y  hacerla  un 
fuero  especial  del  comerciante.  El  artículo  1o. 
circunscribe  el  ámbito  de  aplicación  del  Código  de 
Comercio,  sometiendo  a  él  a  los  comerciantes  en  su 
actividad  de  tales,  los  negocios  jurídicos  mercantiles 
y  las  cosas  mercantiles.  A  falta  de  regulación  en  el 
Código  se  aplicará  el  derecho  común,  pero  inter- 
pretándolo y  ajusfándolo  a  los  principios  que  ins- 
piran el  Derecho  Mercantil,  los  cuales  son  esboza- 
dos someramente  al  tratar  de  la  obligación  mercan- 
til, aunque  esto  no  agota  el  tema,  pues  necesaria- 
mente ha  de  recurrirse  constantemente  a  la  doctri- 
na para  depurar  y  deslindar  cuanto  concierne  il  De- 
recho Mercantil. 

Se  definen  como  comerciantes,  a  los  que  en 
nombre  propio  y  con  fines  de  lucro  ejercen  activi- 
dades de  industria  en  producción,  transformación 
de  bienes,  de  prestación  de  servicios,  de  intermedia- 
ción en  las  actividades  anteriores,  de  banca,  seguros 
y  fianzas,  y  todos  los  auxiliares  de  dichas  activida- 
des. Respecto  a  las  sociedades  se  establece  un  cri- 
terio de  tipo  concreto,  estimándose  que  son  comer- 
ciantes todas  las  constituidas  bajo  forma  mer- 
cantil. 
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Las  cosas  mercantiles  típicas  son  los  títulos 
de  crédito,  la  empresa  mercantil  y  cuanto  la  inte- 
gra, y  la  propiedad  industrial  en  general. 

En  el  negocio  mixto  que  es  aquel  en  que  in- 
tervienen comerciantes  y  no  comerciantes,  se  debe- 
rán aplicar  las  disposiciones  de  este  Código,  siempre 
que  el  negocio  sea  de  los  regidos  por  el  mismo  Có- 
digo. 

Libro  I 
De  los  Comerciantes  y  sus  Auxiliares 

Título  I 
Comerciantes 

Capítulo  I 
Disposiciones  Generales 

Para  ser  comerciante  no  se  requiere  más  capaci- 
dad que  la  civil  para  contratar  y  obligarse.  Si  un  in- 
capaz adquiriese  una  empresa  mercantil,  se  establece 
la  intervención  judicial  para  determinar  si  la  empre- 
sa debe  continuar  o  liquidarse.  Salvo  lo  establecido 
en  leyes  especiales,  los  extranjeros  que  hayan  obte- 
nido autorización  del  Organismo  Ejecutivo  tienen 
igual  derecho  que  los  nacionales  para  ejercer  el  co- 
mercio. 

A  fin  de  evitar  equívocos  se  excluyen  del  ré- 
gimen mercantil  el  ejercicio  de  las  profesiones  libera- 
les, las  actividades  agrícolas  en  cuanto  a  cultivo  y 
transformación  de  los  productos  de  la  propia  em- 
presa y  la  artesanía  cuando  se  desemboque  en  esta- 
blecimiento para  la  venta  de  sus  productos. 

Las  sociedades  organizadas  en  forma  mercan- 
til son,  taxativamente,  la  colectiva,  la  comandita 
simple,  la  de  responsabilidad  limitada,  la  anónima  y 
la  comandita  por  acciones.  Debe  tenerse  siempre 
cuidado  de  no  desnaturalizar  la  función  de  la  socie- 
dad civil  que  conserva  el  Código  respectivo  en  sus 
artículos  del  1728  al  1789,  pues  dada  la  inconve- 
niente definición  del  primero  de  los  artículos  citados, 
si  el  objeto  de  la  sociedad  es  una  actividad  económi- 
ca del  tipo  especulativo  o  de  ejecución  de  actos  en 
masa,  tal  sociedad  quedará  sujeta  a  las  leyes  mercan- 
tiles. 
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El  ejercicio  del  comercio  conjuntamente  por 
cónyuges,  confiere  a  ambos  la  calidad  de  comer- 
ciantes, salvo  que  claramente  alguno  de  ellos  no 
sea  sino  un  mero  auxiliar  de  las  actividades  del  otro. 

Los  bancos,  las  compañías  de  seguros  y  de 
fianzas,  las  cooperativas,  las  mutualistas  y  otras  en- 
tidades especiales  semejantes,  se  rigen  por  sus  propias 
leyes,  pero  supletoriamente  les  es  aplicable  el  dere- 
cho mercantil  por  la  naturaleza  de  sus  actividades. 

Las  entidades  de  derecho  público  por  su  natu- 
raleza no  son  comerciantes,  pero  cuando  ejercen  ac- 
tividades mercantiles  quedan  sujetos  a  este  derecho. 

Capítulo  II 
De  las  Sociedades  Mercantiles 

Disposiciones  Generales 

Siguiendo  lo  que  es  ya  un  criterio  tradicional 
en  nuestra  legislación,  el  artículo  14  otorga  a  todas 
las  sociedades  debidamente  constituidas  e  inscritas 
en  el  Registro  Mercantil,  personalidad  jurídica  propia 
y  distinta  de  las  de  sus  socios.  Para  su  constitución 
queda  prohibida  la  comparecencia  como  Gestor  de 
negocios. 

La  solemnidad  de  la  escritura  pública  es  reque- 
rida por  el  artículo  16,  tanto  para  la  constitución 
de  la  sociedad,  como  para  toda  modificación  al  pac- 
to social  y  su  disolución.  Se  mantiene  el  criterio  de  la 
unanimidad  de  los  socios  para  toda  modificación  a 
la  escritura  constitutiva,  en  las  sociedades  no  accio- 
nadas, pero  se  permite  que,  mediante  pacto  expreso, 
se  elimine  la  unanimidad  y  se  pueda  modificar  el 
pacto  social  por  mayoría. 

En  vista  de  que  el  plazo  que  actualmente  otor- 
ga el  artículo  286  del  Código  de  Comercio  para  pre- 
sentar al  Registro  Mercantil  el  testimonio  de  la  es- 
critura social  o  de  sus  modificaciones  es  muy  breve 
se  amplió  el  mismo  hasta  un  mes. 

El  proyecto  cambia  sustancialmente  los  prin- 
cipios vigentes  del  Código  Civil  y  del  Código  de  Co- 
mercio en  cuanto  a  la  sociedad  entre  esposos,  ya  que 
el  artículo  19  la  permite,  sin  necesidad  de  un  tercer 
socio.  Asimismo  se  estipula  que  en  las  sociedades 
pueden  participar  los  extranjeros  y  las  sociedades 
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extranjeras  Constituye  una  innovación  la  disposi 
ción  que  establece  que  sólo  los  guatemaltecos  natu 
rales  pueden  adquirir  acciones  en  las  sociedades  ano 
nimas  que  se  dediquen  a  la  fabricación  de  bebidas 
alcohólicas  y  fermentadas. 

El  artículo  24  del  Proyecto  mantiene  el  prin 
cipio  de  que  el  plazo  de  las  sociedades  principia 
desde  su  inscripción,  y  como  una  novedad,  permite 
la  existencia  de  sociedades  constituidas  para  plazo  in 
definido  Debemos  recordar  que  el  Decreto-Ley 
número  473  que  regula  la  constitución  de  sociedades 
anónimas  aseguradoras,  exige  que  se  constituyan  por 
plazo  indefinido,  por  lo  que  al  hacer  extensivo  es 
te  beneficio  a  toda  clase  y  tipo  de  sociedades,  se  da 
un  paso  adelante 

Si  bien  se  mantienen  las  normas  del  Código  de 
Comercio  en  cuanto  a  la  prórroga  del  plazo  de  las  so 
ciedades,  el  Proyecto  en  su  artículo  25,  establece  pro 
cedimientos  para  prorrogar  extemporáneamente  el 
plazo  de  las  sociedades,  y  paralelamente  permite 
protestar  a  los  acreedores  de  los  socios  y  de  la  socie 
dad  y  a  los  socios  no  conformes  con  la  prórroga, 
dándoles  medios  de  ejercer  sus  derechos. 

Las  normas  actualmente  contenidas  en  el  ar 

tículo  448  del  Código  de  Comercio  actual,  en  cuanto 

a  aportaciones  no  dinerarias  a  las  sociedades  de  res 

ponsabilidad   limitada,  se   hacen  extensivas  a  todas 

las  sociedades   asegurando  asi  los  derechos  de  terce 

ros 

Igualmente,  se  establecen  normas  en  cuanto  a 

aportaciones  consistentes  en  créditos  o  en  acciones 

Se  mantiene  el  criterio  de  que  los  acreedores 
de  la  sociedad  deben  cobrarse  preferentemente  y 
en  primer  lugar  con  el  patrimonio  de  la  sociedad  y 
que  solo  después  de  agotado  éste,  pueden  ejercer  ac 
cíones  personales  contra  los  socios  colectivos. 

A  fin  de  definir  los  derechos  y  obligaciones  de 
los  nuevos  socios  que  ingresan  a  una  sociedad  ya 
existente,  se  establece  que  ellos  también  responden, 
según  la  forma  de  ésta,  por  todas  las  obligaciones  so 
cíales  contraídas  antes  de  su  ingreso 

El  artículo  32  impide  la  distribución  de  utih 
dades,  si  antes  no  se  ha  reintegrado  o  repuesto  el  ca 
pital  de  la  sociedad,  por  lo  menos,  a  su  cifra  nomi 
nal  Ello  implica  que  si  una  sociedad  tiene  pérdidas 
acumuladas,  debe  eliminar  la  pérdida,  sea  con  utili 
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dades  de  futuros  ejercicios  o  por  medio  de  reduc- 
ción de  su  capital,  antes  de  poder  distribuir  utilida- 
des. 

En  el  artículo  33  se  detallan  las  normas  suple- 
torias aplicables  a  la  distribución  de  utilidades  y 
pérdidas  entre  las  diferentes  clases  de  so- 
cios. Se  siguen  los  mismos  criterios  existentes  en  el 
Código  de  Comercio  vigente,  pero  en  forma  ordena- 
da y  coordinada. 

A  fin  de  evitar  o  por  lo  menos  limitar  la  distri- 
bución de  utilidades  no  reales,  se  concede  acción  a  la 
sociedad,  a  los  acreedores  sociales  y  a  los  socios  di- 
sidentes, para  exigir  a  los  administradores  de  la  socie- 
dad y  a  los  socios  que  las  hubieren  percibido,  el  re- 
integro de  utilidades  no  causadas,  repartidas  indebi- 
damente. 

La  constitución  de  la  reserva  legal  se  genera- 
liza a  toda  forma  de  sociedad,  inclusive  la  colectiva 
*(Apto.  36);  pero  a  diferencia  del     código   actual, 
se  permite    la  capitalización  de  la    reserva     legal, 
cada  vez  que  la  misma  exceda  del  15%     del  capi- 
tal (Arto.  37) Se  consideró  quelacapitalizacióndela 
reserva  no  debilita  la  sociedad  y  que,  en  todo  caso, 
la  sociedad  tiene  la  obligación  de  acumular  la  reserva 
en  forma  permanente  y  en  cada  ejercicio,  sin  que  se 
permita  limitarla  a  una  cifra  o  a  un  porcentaje  del  ca- 
pital. 

Los  derechos  de  los  socios  se  definen  en  el 
artículo  38  en  forma  ordenada.  El  inciso  b)  otorga 
a  los  socios  un  derecho  hasta  ahora  no  contemplado 
en  nuestra  legislación,  cual  es  el  de  promover  judicial- 
mente la  convocatoria  de  juntas  generales  o  asambleas 
generales,  cuando  los  administradores  no  lo  han  he- 
cho. 

Igualmente  el  artículo  39  detalla  las  prohibi- 
ciones a  que  están  sujetos  los  socios,  disposición 
que  se  complementa  con  el  artículo  40  que  permite 
la  exclusión  del  socio  que  viole  tales  prohibiciones. 

El  artículo  41  llena  una  laguna  existente  en 
nuestro  actual  Código,  pues  define  cómo  se  integra  la 
mayoría  en  juntas  generales  o  asambleas  generales, 
cuando  nada  dice  al  respecto  el  pacto  social. 

Se  abre  en  el  artículo  44  la  posibilidad  de  que 
los    administradores    de    cualquier   forma   de  socie- 
dad puedan  no  ser  socios.    De  esa  manera,  se  legali- 
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za  una  práctica  que  ha  dado  (ugar  a    varias    dudas 
en  las  sociedades  de  personas.    Sin  embargo!  en  las 
sociedades  no  accionadas,  la  elección  may'oritari a 
de  un  administrador  no  socio,  autoriza  a  los   djsi 
dentes  a  retirarse -de  la  sociedad  (artículo  58). 

Las  disposiciones  de  este  capítulo  son  aplica- 
bles a  todo  género  de  sociedades. 

Capítulo  III 
De  la  Sociedad  Colectiva 

La  regulación  que  el  proyecto  trae  para  la  so- 
ciedad colectiva  no  se  aparta  mucho  de  la  vigen- 
te. Siendo  la  sociedad  colectiva  una  de  las  formas 
tradicionales  de  sociedad  y  habiendo  perdido  mucho 
de  su  popularidad,  ello  no  es  de  extrañar. 

Como  novedades  del  Proyecto,  conviene  seña 
lar  que  la  responsabilidad  personal  de  los  socios  co- 
lectivos es  "subsidiaria"  (artículo  59),  dando  así 
plena  vigencia  a  los  preceptos  que  contiene  el  artícu 
lo  30  del  Proyecto  y  a  los  que  se  encuentran  actual 
mente  plasmados  en  el  artículo  300  del  Código  vi- 
gente. 

Se  otorga  a  los  socios  no  administradores  la 
facultad  de  designar  un  delegado  que  vigile  y  fisca 
lice  los  actos  de  los  administradores,  con  lo  que  se 
persigue  proteger  en  forma  más  justa  y  adecuada  los 
derechos  de  la  minoría  no  administradora. 

El  artículo  65  regula  la  convocatoria  a  juntas 
generales  de  socios  y  el  artículo  66  permite  eliminar 
el  requisito  de  la  convocatoria  previa  cuando  todos 
los  socios  concurran  por  sí  o  por  representantes,  ma- 
nifiesten su  consentimiento  a  celebrar  junta  y  aprue- 
ben la  agenda  por  unanimidad. 

Se  establecen  normas  relativas  a  la  representa- 
ción de  socios  en  juntas  generales. 

Capítulo  IV 
De  la  Sociedad  en  Comandita  Simple 

Esta  es  una  forma  de  sociedad  que  en  la  prác- 
tica es  casi  desconocida  y  que,  por  lo  tanto,  no  ha 
sufrido  evolución  tan  importante  como  las  formas 
más  modernas  y  atractivas  (sociedad  de  responsabi- 
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lidad  limitada  y  Sociedad  anónima) 

Básicamente,  se  reproducen  las  disposiciones 
del  Código  Vigente,  aunque  el  artículo  75  permite, 
como  caso  excepcional,  que  un  socio  comanditario 
pueda,  en  forma  temporal  y  bajo  determinadas  cir- 
cunstancias, administrar  la  sociedad  sin  incurrir  en 
responsabilidad  personal  permanente. 

Capítulo  V 
De  la  Sociedad  de  Responsabilidad  Limitada 

Se  mantienen  invariables  los  elementos  fun- 
damentales de  esta  forma  de  sociedad  bajo  nuestra 
actual  legislación  (limitación  de  responsabilidad,  apor- 
tación íntegra  y  efectiva  del  capital  inicial,  limita- 
ción del  número  de  socios). 

El  proyecto  en  su  artículo  80  permite  que  es- 
tas sociedades  puedan  girar  con  razón  social  -la  que 
se  forma  igual  como  lo  establece  el  Código  actual- 
pero  autoriza  que  alternativamente  se  puedan  desig- 
nar con  una  denominación.  De  esa  manera,  se  recono 
ce  legalmente  que  esta  forma  de  sociedad  no  es 
una  sociedad  de  personas  pura. 

También  como  una  variación  al  actual  Código, 
se  dispone  que  en  esta  Sociedad  no  podrá  haber  so- 
cio industrial. 

Nada  dice  el  Código  actual  acerca  de  la  mclu 

sión  en  la  razón  social  de  una  sociedad  de  responsa- 
bilidad limitada  del  nombre  de  una  persona  que  no 
es  socio  de  la  misma.  El  proyecto  en  su  artículo  84 
le  hace  responsable  hasta  por  el  monto  de  la  mayor 
de  las  aportaciones 

Capítulo  VI 
De  la  Sociedad  Anónima 

Sección  I 
Disposiciones  Generales 

La  vasta  y  singular  importancia  de  la  sociedad 
anónima  como  vehículo  de  gran  parte  de  la  vida  eco- 
nómica contemporánea,  obliga  a  unas  palabras  pre 
limmares  para  explicar  ciertos  criterios  que  funda- 
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mentan  esta  fracción  del  Código. 

La  Comisión  estimó,  tomando  en  cuenta  la 
trascendencia  de  la  sociedad  anónima,  que  debía 
disciplinarse  su  vida  sobre  cauces  lógicos,  congruen- 
tes entre  sí  y  que  facilitaran  la  creación  de  este  tipo 
de  sujeto  mercantil.  Sin  embargo,  se  suprimió  cual 
quier  tendencia  a  lo  puramente  teórico,  ya  que  lo 
deseable  es  que  las  bases  legales  sean  esencialmente 
prácticas  y  se  usaron  las  ensayadas  en  la  experien- 
cia de   otros  países,  adecuándolas  al  ámbito  local. 

El  Código  anterior,  a  este  respecto,  contiene  re 
glas  que  resultan  contradictorias  con  las  del  resto  de 
su  articulado,  ya  que  la  regulación  de  la 
sociedad  anónima,  figura  como  una  verdadera  in- 
crustación y  en  la  que  sin  ninguna  orientación  doctri- 
nal, se  dan  normas  que  más  parecen  llamadas  a  obs 
taculizar  e  impedir  la  actividad  de  la  sociedad  ano 
nima  que  a  auspiciarla  o  regirla. 

A  esto  se  debe  la  supresión  en  el  Código,  de 
ciertas  instituciones  que  la  experiencia  ha  demostra- 
do que  ofrecen  caracteres  que  las  hacen  indeseables 
o  poco  convenientes  para  nuestro  estado  de  desa- 
rrollo económico  y  financiero.  Algunas  de  tales  su- 
presiones deben  ser  someramente*  justificadas. 

Quedó  abolida,  por  ejemplo,  la  llamada  socie- 
dad anónima  de  constitución  sucesiva,  o  sea  aquella 
en  la  cual  los  fundadores  abren  al  público  la  suscrip- 
ción de  acciones  y  hasta  que  se  completa  determi- 
nada suma  se  procede  a  la  verdadera  creación  de  la 
sociedad  (Artículos  393  y  394  Código  de  Comercio 
vigente).  La  suscripción  abierta  al  público  ha  servido 
de  instrumento  para  fraudes  y  todo  intento  de  dis- 
ciplinar esta  actividad  ha  resultado  infructuoso,  al 
extremo  que  muchos  países,  Estados  Unidos  de  Nor- 
teamérica, por  ejemplo,  prohiben  terminantemente 
anunciar  al  público  la  suscripción  y  venta  de  toda  cla- 
se de  valores.  Estimándose  que  son  suficientes  las  fa- 
cilidades que  se  dan  para  crear  sociedades  anónimas 
y  para  aumentar  el  capital  de  cualquier  tipo  de  socie- 
dad, esta  institución  se  hace  superflua  y  al  suprimir- 
la se  evitan  los  peligros  de  la  estafa  al  público,  máxi- 
me que  hoy  día  existen  medios  de  captación  de 
capitales  mucho  más  sofisticados  y  que  sí  ofrecen 
garantías  y  controles. 
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Es  una  novedad  la  supresión  de  la  autorización 
gubernativa,  sustituyéndola  con  las  reglas  relativas 
al  Registro  Mercantil.  Tal  autorización  ha  sido  fuente 
de  toda  clase  de  estropiezos. 

Por  otra  parte,  el  hecho  de  necesitarse  de  un 
Acuerdo  Gubernativo  para  consumar  la  autorización, 
elevaba  a  la  sociedad  anónima  en  trámite  a  la  Presi- 
dencia de  la  República,  ocupando  tiempo  y  ener- 
gías que  deben  emplearse  mejor  en  beneficio  de 
la  colectividad. 

El  nuevo  sistema,  semejante  al  de  muchos 
países,  ofrece  las  suficientes  garantías  de  buen  orden 
y  control,  y  facilitará  realmente  la  constitución 
de  sociedades  anónimas  en  Guatemala. 

Iguales  palabras  pueden  decirse  de  otras  inci- 
dencias normales  en  la  vida  de  la  sociedad  anónima, 
que  cada  día  se  presentan  con  más  frecuencia  confor- 
me aumenta  el  número  de  ellas,  como  lo  son  la  fu- 
sión, la  ampliación  o  disminución  de  capital,  la  mo- 
dificación   de    documento    constitutivo,   etc.,   etc. 

De  otra  parte,  la  Comisión  hace  resaltar  que  no 
figuran  en  el  proyecto  ciertas  instituciones.  Por 
ejemplo,  la  sociedad  anónima  mixta,  aquella  en  que 
el  Estado  participa  en  un  grado  determinado,  es 
susceptible  de  dos  tipos  de  soluciones,  ambas  ensaya- 
das con  éxito  en  nuestro  medio;  en  una,  el  Estado  fi- 
gura y  ejerce  sus  derechos  como  cualquier  otro  ac- 
cionista y  por  lo  tanto,  la  sociedad  se  rige  por  el 
derecho  común;  en  la  otra,  la  sociedad  es  creada  me- 
diante ley  especial  y  el  Estado  actúa  conforme  a  las 
provisiones  de  dicha  ley.  Consecuentemente,  cual- 
quier intento  de  regulación  en  el  Código  resulta  su- 
perfino. Lo  mismo  debe  decirse  de  la  llamada  socie- 
dad paraestatal,  de  las  corporaciones  de  desarrollo  y 
de  otras  formas  de  actividad  económica  que  se  mue- 
ven en  formas  cuasi-administrativas,  máxime  que  el 
artículo  142  de  la  Constitución  de  la  República 
*(Constitucion  de  1965).  ofrece  ciertas  guías  para  la 
actividad  especial  estatal. 

No  se  regulan  los  carteles  y  los  trusts,  conside- 
rando que  se  trata  de  situaciones  muy  especializa- 
das y  de  poca  vigencia  en  nuestro  medio,-  sin  embar- 
go, la  conspiración  de  comerciantes  contra  el  públi- 
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¡co  y  la  competencia  desleal,  son  tratadas  en  capí- 
tulo especial. 

El  consorcio,  o  sea  la  combinación  de  empre- 
sas para  la  consecución  de  un  fin  determinado,  no 
requiere  regulación.  Si  mediante  la  combinación  de- 
saparecen las  sociedades  fundantes  y  emerge  única- 
mente la  resultante,  debe  regirse  por  las  reglas  de  la 
fusión  de  sociedades.  Si  cada  sociedad  conserva  su 
propia  identidad,  se  trata  únicamente  de  un  contrato 
lícito  innominado  entre  comerciantes. 

La  "holding"  queda  permitida,  ya  que  ningún 
obstáculo  encontró  la  Comisión  en  permitir  que  fue- 
se fin  lícito  y  usual  de  una  sociedad  el  de  adquirir 
o  ejercer  la  tenencia  de  acciones  de  otras  sociedades, 
considerándose  también  que  era  conveniente  estimu- 
lar la  capitalización  por  este  instrumento. 

Adicionalmente,  la  Comisión  estimó  que  la 
norma  limitativa  del  artículo  333  del  actual  Código, 
no  sólo  revela  una  evidente  aversión  hacia  la  socie- 
dad anónima,  sino  que  en  la  práctica  ha  resultado  un 
verdadero  engorro,  situación  que  se  hace  cada  día 
más  evidente  conforme  se  internacionaliza  la  econo- 
mía de  Guatemala,  particularmente  en  lo  referente  al 
Mercado  Común  Centroamericano,  pues  se  conocen 
casos  de  sociedades  nacionales  que  son  accionistas, 
propietarias  o  subsidiarias  de  sociedades  consti- 
tuidas en  otras  jurisdicciones  centroamericanas,  y 
es  obvio  que  no  podrá  obligarse  a  la  fusión  de  socie- 
dades constituidas  bajo  el  ámbito  de  distintas  juris- 
dicciones y  por  ende,  sometidas  al  imperio  de  leyes 
distintas  que  deben  tenerse  por  incorporadas  a  sus 
estatutos,  desde  el  momento  de  su  constitución. 
Ello,  sin  entrar  a  disquisiciones  respecto  al  concepto 
anacrónico  de  la  nacionalidad  de  las  personas  jurí- 
dicas que  el  Código  trata  de  abolir  de  una  vez  por  to- 
das. 

A  lo  dicho  anteriormente,  cabe  agregar  que 
el  Código  conserva  el  criterio  de  la  personalidad  ju- 
rídica de  las  sociedades,  pero  lo  hace  exclusiva- 
mente por  razones  de  orden  pragmático.  En  efecto, 
toda  nuestra  legislación  positiva  gira  alrededor  de 
esta  concepción,  por  lo  que  intentar  variarla  implica- 
ba una  transformación  demasiado  radical  de  nuestro 
derecho  y  hacerlo  únicamente  dentro  del  código  de 
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Comercio,  era  crear  instituciones  excesivamente  di* 
símiles  a  las  del  resto  de  la  legislación  patria.  Por 
tal  razón,  se  evitan  todas  las  disquisiciones  sobre  el 
concepto  de  la  persona  jurídica  y  se  dejan  a  un  lado 
doctrinas  tales  como  la  del  patrimonio  afecto  a  un 
fin  o  la  de  la  conjunción  de  voluntades  para  lograr 
la  realización  de  fines  comunes,  estimándose  que 
era  suficiente  con  dar  las  normas  fundamentales  que 
deben  gobernar  a  la  sociedad  anónima  y  dejar  este 
tipo  de  aventura  intelectual  para  la  cátedra,  su  sitial 
propio  y  adecuado,  máxime  que  se  ha  procurado 
mantener,  si  no  uniformidad,  por  lo  menos  congruen- 
cia con  los  otros  Códigos  y  leyes  mercantiles  centro- 
americanos. 

Expresado  lo  anterior,  la  Comisión  entrada- 
comentar  el  articulado,  en  el  que  se  define  en  la  for- 
ma más  sencilla  a  la  sociedad  anónima,  como  mera- 
mente la  que  tiene  el  capital  dividido  en  y  represen- 
tado por  acciones,  declarándose  que  la  responsabi- 
lidad de  cada  socio  está  limitada  al  pago  de  las  accio- 
nes que  hubiere  suscrito.  (Artículo  86). 

Careciendo  la  sociedad  anónima  de  razón  so- 
cial, se  establece  que  gira  en  el  comercio  y  es  cono- 
cida por  medio  de  una  denominación,  la  cual  puede 
formarse  libremente,  pero  con  el  agregado  forzoso 
de  las  palabras  "sociedad  anónima"  o  su  equivalente, 
las  siglas  "S.A.".  Externamente,  estas  son  las  dos  ca- 
racterísticas más  obvias  de  la  sociedad  anónima: 
el  accionista  no  es  responsable  más  que  por  aquella 
cuota  de  capital  a  que  se  ha  obligado  a  aportar  á  la 
sociedad,  y  la  sociedad  se  identifica  en  su  calidad  ju- 
rídica a  través  del  agregado  legal  o  su  abreviatura  de 
iniciales. 

Dicha  primera  característica  debe  conjugarse 
con  la  contenida  en  el  artículo  110,  relativo  a  accio- 
nistas morosos,  en  el  cual  se  establece  el  camino  a 
seguir  cuando  el  accionista  no  ha  pagado  los  llama- 
mientos que  corresponden  a  sus  acciones,  pues  en 
primer  término  se  está  a  lo  que  establece  el  pacto 
social  y  supletoriamente,  a  falta  de  reglas  en  éste,  se 
indica  que  la  sociedad  puede  vender  por  cuenta  y 
riesgo  del  moroso  su  participación  a  la  sociedad  o,  al- 
ternativamente, reducir  sus  acciones  a  lo  que  alcance 
conforme  a  lo  realmente  pagado.  Es  decir,  la  so- 
ciedad, y  en  su  caso,  sus  acreedores,  tendrán  acción 
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para  compeler  al  moroso  al  pago  de  la  totalidad  de  su 
suscripción,  cuando  así  lo  disponga  el  pacto  social, 
de  lo  contrario,  se  estará  a  la  regla  comentada,  la  que 
no  constituye  novedad  en  nuestra  legislación. 

Respecto  a  la  denominación,  debe  decirse  que 
es  clara  intención  del  precepto  de  dar  libertad  en  la 
formación  de  la  denominación  de  las  sociedades 
anónimas. 

Únicamente  en  el  caso  de  que  la  denominación 
contenga  nombres  de  personas,  es  obligado  que  deba 
incluirse  la  identificación  suficiente  del  objeto  prin- 
cipal de  la  sociedad.  (Artículo  87). 

Se  ha  tratado  de  evitar  el  problema  que  surge 
de  nuestra  actual  legislación,  que  constantemente 
confunde  el  capital  autorizado  con  el  pagado,  invo- 
lucrándolos en  la  vaga  descripción  de  capital.  Se  de- 
fine al  autorizado  como  la  cifra  máxima  expresada 
en  dinero  a  que  puede  alcanzar  el  total  de  acciones 
que  le  es  lícito  emitir  a  la  sociedad.  Más  allá  de  tal 
cifra,  debe  formalizarse  un  aumento  de  capital  para 
emitir  más  acciones. 

El  artículo  90  exige  un  capital  pagado  míni- 
mo para  todas  las  sociedades  anónimas;  las  cifras 
menores  deben  usarse  en  la  sociedad  de  responsabi- 
lidad limitada,  ya  que  por  propia  naturaleza,  la  so- 
ciedad anónima  es  medio  de  captación  de  grandes 
capitales.  Se  establece  el  mínimo  del  veinticinco 
por  ciento  de  pago  forzoso  en  el  momento  de  sus- 
cribir las  acciones. 

Se  establece  que  las  aportaciones  en  efecti 
vo  deberán  necesariamente  depositarse  en  un  banco 
y  que  el  Notario  autorizante  de  la  escritura  de  cons- 
titución deberá  dar  fe  de  tal  extremo,  lo  cual,  es  evi- 
dente, podrá  hacerlo  mediante  la  transcripción  de 
los  comprobantes  respectivos  (artículo  92). 

En  protección  a  terceros  se  prohibe  propalar 
la  cifra  de  capital  autorizado  sin  advertir,  a  la  vez, 
la  cifra  del  pagado  (artículo  93). 

Los  siguientes  artículos  rigen  la  conducta  de 
los  llamados  fundadores,  tratándose  de  suprimir 
ciertas  reglas  que  en  la  práctica  han  resultado  incon- 
venientes, o  que  han  desnaturalizado  a  la  sociedad 
anónima,  acercándola  a  las  formas  comanditarias. 
Además,  se  impide  que  los  fundadores,  so  pretexto 
de  ser  tales,  impongan  sobre  la  futura  sociedad  ga- 
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betas  a  perpetuidad  que  invariablemente  han  resul- 
tado injustas  para  los  otros  accionistas  y  onerosas  pa- 
ra el  desarrollo  de  la  sociedad.  Así,  los  privilegios 
del  fundador  se  reducen  a  porcentaje  máximo  deter- 
minado por  cierto  número  de  años,  y  cuyo  derecho 
a  participar  en  utilidades  es  subordinado  al  del  ac- 
cionista que  aportó  capital.  El  bono  de  fundador  no 
es  una  acción,  ni  concede  los  derechos  de  tal,  pero  se 
representa  por  un  título  transmisible  libremente 
como  título  valor.  Se  establecen  los  requisitos  mí- 
nimos que  debe  contener  el  bono  en  su  redacción  y 
su  transmisión  que  siguiendo  las  reglas  de  las  ac- 
ciones, puede  hacerse  por  tradición  o  por  endoso. 

SECCIÓN  SEGUNDA 

De  las  acciones 

En  esta  sección  la  Comisión  empieza  por  in- 
dicar que  las  acciones  en  que  se  divide  el  capital  so- 
cial estarán  representadas  por  títulos  que  servirán 
para  acreditar  y  transmitir  la  calidad  y  los  dere- 
chos del  accionista  (artículo  99).  Se  habla  de  tí- 
tulos que  es  el  término  adecuado  para  el  documen- 
to justificativo  de  la  acción,  dejándose  de  lado  a  la 
palabra  "certificado"  que  no  solo  es  incorrecta,  si- 
no que  la  práctica  la  ha  reducido  a  los  títulos  de 
acciones  no  pagadas  aún  en  su  totalidad.  Natural- 
mente, la  transmisión  de  la  calidad  de  accionistas, 
está  sujeta  a  las  reglas  especiales  que  pueda  conte- 
ner el  contrato  social.  Supletoriamente,  el  derecho 
aplicable  a  los  títulos  de  las  acciones,  concebidas 
como  tales  títulos,  es  el  de  los  títulos  de  crédito. 

El  principio  general  es  el  de  la  igualdad  de  va- 
lor, derechos  y  obligaciones  entre  todas  las  accio- 
nes. Sin  embargo,  la  práctica  moderna  y  las  necesi- 
dades, financieras  de  las  sociedades  anónimas  han 
ido  transformando!  este  principio  como  uno  mera- 
mente supletorio,  ya  que  cada  día  es  más  frecuente 
la  división  del  capital  en  diversas  series  y  clases  de 
acciones  con  derechos  especiales  para  cada  clase, 
siendo  el  límite  a  esta  libertad,  la  no  existencia  de 
todo  aquello  que  pueda  calificarse  de  pacto  leonino. 

Igualmente,  el  principio  general  y  regla  suple- 
toria es  que  a  cada  acción  corresponde  el  derecho  a 
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emitir  un  voto,  pero  este  derecho  puede  restringirse 
a  cambio  de  la  preferencia  de  determinadas  clases 
de  acciones  en  el  pago  de  los  dividendos  y  al  patri- 
monio yacente  en  el  caso  de  liquidación  de  la  so- 
ciedad. 

Tales  acciones  preferentes,  es  decir,  aquellas 
respecto  a  las  cuales  las  acciones  comunes  se  subor- 
dinan en  su  derecho  a  percibir  dividendos  y  a  recibir 
la  distribución  del  patrimonio  yacente,  gozan  ple- 
namente de  derecho  de  voto  en  todo  aquello  que  las 
afecta  directamente  o  que  implique  modificación  a 
sus  condiciones  y  características  anteriores. 

La  sociedad  anónima  no  puede  liberar  accio- 
nes por  una  suma  menor  a  su  valor  nominal,  prohi- 
bición que  se  estimó  necesaria  en  aras  del  buen  or- 
den económico  de  la  sociedad;  tampoco  pueden  emi- 
tirse los  títulos  definitivos  llamados  a  circular  o  no, 
si  la  acción  no  está  totalmente  pagada.  Es  decir,  to- 
do documento  representativo  de  acción  sujeta  a  lla- 
mamientos, debe  claramente  llevar  la  denominación 
de  provisionalidad. 

La  acción  parcialmente  pagada,  confiere  a  su 
tenedor  el  derecho  de  voto,  principio  que  puede 
restringirse  o  suprimirse  en  el  pacto  social,  aunque 
lo  corriente  es  que  en  sociedades  que  solo  tienen 
una  clase  de  acciones,  todas  mantienen  una  uni- 
formidad en  los  llamamientos,  razón  que  hace  ne 
cesaría  que  gocen  del  derecho  de  voto,  pues  de  lo 
contrario  no  podría  funcionar  el  órgano  supremo  de 
la  sociedad  que  es  la  Asamblea  General  de  Accio- 
nistas; la  restricción  del  derecho  de  voto  es  usual 
en  sociedades  en  las  que  coexisten  acciones  total- 
mente liberadas  con  acciones  parcialmente  pagadas, 
caso  en  el  cual  es  frecuente  que  solamente  las  prime- 
ras puedan  votar.  Se  regula  también  la  copropiedad 
de  alguna  acción,  reiterándose  el  principio  implíci- 
to en  todo  lo  que  se  refiere  a  acciones  de  ser  éstas 
indivisibles.  Consecuentemente,  los  derechos  y  obli- 
gaciones de  los  copropietarios  son  solidarios. 

Como  la  sociedad  anónima,  se  conoce  como 
instrumento  de  desarrollo  económico,  la  Comisión 
estimó  necesario  estimular  la  emisión  y  circula- 
ción de  títulos  y  certificados  provisionales  de  accio- 
nes, exonerándolas  de  los  impuestos  de  papel  sella- 
do y  timbres,  en  el  Artículo  102,  tomando  en  cuenta 
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además  que  representando  los  documentos  partes 
alícuotas  del  capital,  los  impuestos  se  pagan  al  consti- 
tuirse la  sociedad. 

Se  definen  los  derechos  mínimos  del  accionis- 
ta, en  sus  relaciones  con  la  sociedad,  los  cuales  son 
el  de  participar  en  el  reparto  de  utilidades  (dividen- 
dos) y  en  el  patrimonio  yacente,  el  derecho  prefe- 
rente de  suscripción  a  nuevas  acciones  a  fin  de  que  el 
accionista  pueda  siempre  conservar  su  misma  pro- 
porcionalidad en  el  capital  social,  y  el  derecho  de  vo- 
to. 

Se  indica  que,  supletoriamente  a  cualquier  pac- 
to entre  las  partes,  el  derecho  de  voto  de  la  acción 
pignorada,  embargada  o  sometida  a  usufructo,  per- 
tenece al  acreedor  o  al  usufructuario.  El  derecho  de 
suscripción  de  nuevas  acciones  corresponderá  al 
nudo  propietario  o  al  deudor,  en  su  caso. 

Los  requisitos  mínimos  que  se  establecen  para 
la  redacción  de  los  títulos  de  acciones  se  uniforman 
con  la  práctica  más  generalizada  en  muchísimos 
países,  variándose  el  contenido  de  la  norma  del 
Código  vigente,  (artículo  107). 

Basta  con  un  solo  número  de  registro,  pues  la 
exigencia  actual  de  número  de  orden  y  de  registro, 
ha  servido  para  generar  confusiones,  siendo  el  núme- 
ro único  lo  usual  hoy  día  en  billetes  de  banco  y  en 
otros  títulos  de  este  tipo.  Algunos  de  los  requisi- 
tos pueden  cumplirse  mediante  la  impresión  en  $1 
mismo  título  de  las  cláusulas  de  la  escritura  constituí 
ira  que  definen  los  derechos  u  obligaciones  especia- 
les para  la  acción;  no  hay  obligación  legal  de  que  la 
acción  sea  impresa,  aunque  esto  es  lo  frecuente  y  lo 
deseable  en  sociedades  que  tienen  buen  número  de 
accionistas  o  cuyas  acciones  están  llamadas  a  la  cir- 
culación frecuente.  Las  disposiciones  relativas  a  los 
títulos  de  acciones  lo  son  también  a  los  certificados 
provisionales  y  a  los  certificados  sujetos  a  llama- 
mientos (dividendos  pasivos).  Puesto  que  las  reglas 
indicadas  son  mínimas,  ningún  obstáculo  hay  para 
que  además  se  incluyan  formatos  para  endosos, 
cuando  los  títulos  son  nominativos  y  para  toma  de 
razón  de  traspasos  por  la  sociedad,  y  en  los  certifi- 
cados provisionales,  espacios,  para  que  se  razonen  los 
paqos  de  llamamientos  a  que  está  sujeto  el  certifi- 
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cado.  También  pueden  adherirse  pliegos  de  cupones 
para  acreditar  el  pago  de  dividendos  o  para  el  ejer 
cicio  de  cualquier  otro  derecho  inherente  a  la  acción, 
pudiendo  los  cupones  circular  con  independencia  del 
título.  Obviamente,  al  haber  cupones  deberá  así 
indicarse  claramente  en  el  título. 

La  distinción  entre  títulos  nominativos  y  al 
portador  se  concibió  como  un  derecho  de  elección 
optativo  del  accionista,  salvo  que  el  pacto  social 
obligue  a  la  acción  nominativa. 

El  transfirente  de  certificados  provisionales,  es 
decir,  de  acciones  sujetas  a  llamamientos  de  parte  de 
la  sociedad  y  que  en  la  práctica  comercial  se  denomi- 
nan dividendos  pasivos,  no  sólo  está  obligado  al  re- 
gistro del  traspaso,  sino  también  solidariamente  con 
el  adquirente,  por  el  monto  de  tal  llamamiento  y  du- 
rante el  término  de  tres  años.  La  solidaridad  la  genera 
el  requerimiento  baldío  hecho  al  poseedor  de  la  ac- 
ción. En  general,  respecto  a  la  disciplina  de  los  ac 
cionistas  morosos,  se  siguen  las  reglas  del  actual  Có- 
digo, aunque  sujetas  a  lo  que  establezca  el  pacto  so 
cial,  el  cual  como  ya  se  dijo,  puede  indicar  la  obliga- 
toriedad del  pago  del  llamamiento  y  generar  un  tí- 
tulo de  ejecución  de  la  sociedad  en  contra  del  accio 
nista  moroso. 

Para  evitar  toda  posibilidad  de  que  la  sociedad 
especule  con  sus  propias  acciones  en  maniobras 
puramente  bursátiles,  se  preceptúa  que  puede  adquirir 
acciones  propias  únicamente  por  el  monto  de  supe- 
rávit y  reservas  de  capital,  únicamente  acciones  libe- 
radas totalmente,  y  previa  autorización  de  la  asamblea 
general.  Es  decir,  la  sociedad  no  puede  destinar  a  es- 
te objeto  fondos  que  no  provengan  de  los  rubros  in- 
dicados. Tampoco  puede  disponerse  de  las  acciones 
propias  a  un  precio  menor  que  el  de  su  valor  en  li- 
bros, concepto  contable  de  uso  común  y  que  no  es 
más  que  la  suma  de  capital  y  sus  reservas  dividido  en- 
tre el  número  de  acciones.  No  puede  ejercitarse  el  de- 
recho de  voto  de  las  acciones  de  propiedad  de  la  mis- 
ma sociedad,  o  sea  que  tales  acciones  sufren  una  res 
fricción  en  sus  derechos.  Se  deja  a  salvo  el  caso  del 
retiro  de  circulación  de  acciones  en  virtud  de  reduc- 
ción del  capital  mediante  amortización  de  las  mis- 
mas, estableciéndose  detalladamente  las  reglas  bajo 
las  cuales  puede  efectuarse  dicha  amortización. 
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Debe  aclararse  que  estas  reglas  no  son  de  aplicar  en 
los  casos  de  redención  de  acciones,  pues  esta  situa- 
ción más  bien  se  asemeja  a  la  de  un  préstamo  que 
durante  su  vigencia  adquiere  la  característica  de  re- 
presentarse por  una  masa  de  acciones  que  se  redimen 
de  conformidad  con  las  normas  de  su  emisión.  Puede 
disponerse  que  el  poseedor  de  una  acción  amortiza- 
da reciba  también  un  certificado  de  goce,  pero  éste 
no  confiere  más  derechos  que  a  participar 
en  las  utilidades  después  de  haber  recibido  las  ac- 
ciones vigentes,  un  dividendo  del  seis  por  ciento 
(6  o/qjy  en  el  caso  de  liquidación  quedan  también 
subordinadas  a  las  acciones  no  amortizadas. 

Siguiendo  la  tesis  de  impedir  que  las  socie- 
dades especulen  con  sus  propias  acciones  o  que  sus 
administradores  aprovechen  su  situación,  se  prohibe 
hacer  préstamos  sobre  sus  acciones  o  anticipos  so- 
bre las  mismas. 

Esto  no  es  novedad  en  nuestra  legislación,  pues 
ya  se  encuentra  esta  prohibición  en  la  Ley  de  Bancos, 
pero  se  estimó  socialmente  conveniente  hacerla  ex- 
tensiva a  todo  tipo  de  sociedades  anónimas.  (Ar- 
tículo 114). 

El  problema  de  encontrar  una  fórmula  que 
garantice  adecuadamente  la  participación  y  la  re- 
presentación de  las  minorías  en  la  sociedad  anónima, 
no  ha  sido  hasta  ahora  resuelto  de  manera  satisfac 
toria  en  Guatemala.  Algunas  sociedades  han  incorpo- 
rado en  sus  documentos  constitutivos,  fórmulas  de 
voto  reducido  a  partir  de  la  tenencia  de  cierto  nú 
mero  de  acciones,  pero  es  evidente  que  tales  fórmulas, 
van  contra  el  principio  de  igualdad  de  voto  de  cada 
acción  e  implican  un  despojo  del  derecho  de  voto  a 
cierto  número  de  acciones.  Se  adoptó  la  regla  cate 
górica  del  voto  acumulado  que  es  el  que  mejor  re- 
sultados ha  dado  en  la  práctica  de  muchos  otros 
países,  siguiendo  de  cerca  la  redacción  del  Código 
panameño,  debiéndose  decir  que  en  los  Estados  Uni- 
dos de  Norteamérica,  por  ejemplo,  el  voto  acumu- 
lativo no  se  encuentra  en  las  legislaciones,  pero  que 
los  Tribunales  han  considerado  que  por  equidad  es 
derecho  del  accionista. 

Se  aceptan  los  pactos  para  votos  de  acciones 
(acciones  amanadas,  voting  trusts),  pero  se  obliga  a 
su  inscripción  en  el  Registro  Mercantil  a  fin  de  que 
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sean  públicos.  Este  pacto  no  constituye  jurídica- 
mente, un  poder  irrevocable  como  han  sostenido 
equivocadamente  algunos  tratadistas,  sino  un  mero 
medio  de  conveniencia  para  los  accionistas  a  fin  de 
asegurarse  determinada  y  cierta  participación  en  las 
deliberaciones  sociales. 

Se  acepta  que  el  pacto  social  puede  imponer 
limitaciones  singulares  a  la  transmisión  de  acciones 
nominativas,  respetando  así  la  existencia  de  las  lla- 
madas "closed  corporations"  o  de  las  sociedades  fa- 
miliares. Sin  embargo,  se  dan  las  reglas  a  que  deben 
someterse  este  tipo  de  restricciones. 

Se  prohibe  que  las  acciones  en  manos  de  agen- 
tes de  comercio,  corredores,  bolsistas,  comisionistas, 
.voten  para  impedir  así  abusos  de  parte  de  dichos 
auxiliares  con  desvirtuamiento  de  sus  funciones  pro- 
pias. 

La  sociedad  considerará  accionista  al  inscrito  en 
el  Libro  de  Registro  de  Acciones  y  si  las  acciones  son 
al  portador,  a  su  poseedor,  pero  a  éste  se  le  exime  de 
la  obligación  de  la  presentación  física,  pudiendo  susti- 
tuirla con  el  depósito  bancario,  judicial,  notarial  o 
cualquier  otro  depósito  público. 

Se  impone  a  la  sociedad  la  obligación  de  emitir 
los  títulos  de  las  acciones  en  un  plazo  máximo  de 
un  año.  Si  no  lo  hace,  podrá  ser  compelida  por  los 
medios  que  otorga  el  Código.  Como  quedó  dicho 
anteriormente,  podrán  emitirse  cupones  con  los  tí- 
tulos y  éstos  podrán  representar  una  acción  o  cual- 
quier número  de  ellas.  En  el  caso  que  varíen  las  cir- 
cunstancias indicadas  en  el  título  de  una  acción,  por 
ejemplo,  aumento  de  capital  autorizado  o  su  dismi- 
nución, el  título  deberá  ser  canjeado  o  presentado 
para  ser  sellado  con  la  indicación  de  la  variación. 

Correlativamente  a  las  normas  mínimas  que  de- 
ben contener  los  títulos,  se  establecen  las  reglas  a  que 
deben  someterse  los  registros  de  acciones  nominati- 
vas. Las  acciones  al  portador  son  controladas  en  su 
emisión,  generalmente,  por  medio  del  codo  de  la  ac- 
ción. Se  garantiza  el  derecho  del  accionista  para  com- 
peler a  la  sociedad  a  efectuar  el  registro  a  su  nom- 
bre. 

Se  ofrecen  las  normas  mínimas  que  rigen  el 
derecho  de  suscripción  de  nuevas  acciones,  siendo 
obvio  que  el  pacto  social  o  la  decisión  de  los  admi- 
19 


lustradores  pueden  ampliar  el  plazo  de  quince  días, 
pero  nunca  restringirlo.  La  publicación  deberá  hacer- 
se, por  lo  menos  en  el  Diario  Oficial. 

En  consonancia  con  las  reglas  anteriores,  se 
indica  que  la  circulación  de  la  acción  nominativa 
se  hará  por  endoso  y  la  acción  al  portador,  mediante 
tradición. 

Los  medios  de  reposición  de  títulos  extravia- 
dos, siguen  los  lincamientos  de  la  legislación  actual, 
ya  que  ha  dado  buenos  resultados  en  la  práctica. 

El  conflicto  de  intereses  del  accionista  con  la 
sociedad,  quedó  regulado  mediante  la  limitación  en 
tal  caso  de  su  derecho  de  voto.  Si  transgrediere  la 
prohibición,  será  responsable  de  daños  y  perjuicios  a 
favor  de  la  sociedad  si  su  voto  hubiere  sido  deter- 
minante para  tomar  la  decisión  que  causó  daños  a 
la  sociedad. 

Las  acciones  de  voto  limitado  gozan  de  pre- 
ferencia en  el  pago  de  dividendos  sobre  las  comu- 
nes y  no  puede  ser  menor  del  seis  por  ciento,  pu- 
diendo  ser  acumulativo  o  sujeto  a  otras  modalida- 
des. Tales  acciones  gozan  de  los  derechos  de  mino- 
rías respecto  a  oposición  a  operaciones  sociales,  tie- 
nen acceso  al  balance  de  la  sociedad  y  serán  reembol- 
sadas con  prioridad  a  las  comunes. 

SECCIÓN  TERCERA 
De  las  Asambleas  Generales 

Se  define  a  la  asamblea  general,  es  decir,  a 
la  reunión  de  accionistas  o  de  sus  representantes, 
como  el  órgano  supremo  de  la  voluntad  social,  ha- 
ciéndose las  necesarias  distinciones  entre  las  faculta- 
des de  la  asamblea  ordinaria  y  de  la  extraordinaria, 
debiéndose  reunir  la  ordinaria,  por  lo  menos,  una 
vez  por  año,  ya  que  se  ha  comprobado  que  la  regla 
actual  de  nuestro  Código  que  impone  dos  asam- 
bleas ordinarias  anuales  es,  en  la  gran  mayoría  de  los 
casos,  totalmente  ociosa.  Entre  otras,  las  faculta- 
des básicas  de  la  asamblea  ordinaria  son  la  del  cono- 
cimiento de  los  resultados  del  ejercicio,  el  nombra- 
miento o  remoción  de  administradores  y  la  distri- 
bución de  utilidades.  Algunas  legislaciones,  la  de  los 
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Estados  Unidos  de  Morteamérica,  por  ejemplo,  con- 
sideran la  distribución  de  beneficios  como  un  mero 
acto  de  administración,  pero  se  consideró  que  daba 
mejor  garantía  dejar  este  poder  en  manos  de  los  ac 
cionistas,  ya  que  ellos  son  los  verdaderos  dueños  de 
los  beneficios  sociales. 

Las  asambleas  extraordinarias  conocen  de 
cualquier  asunto  para  el  que  hayan  sido  especialmen 
te  convocadas,  pero  obligadamente  son  de  su  cono 
cimiento  ciertos  asuntos  tales  como  la  reforma  del 
pacto,  el  aumento  o  disminución  del  capital,  la  crea 
ción  de  acciones  preferentes,  la  emisión  de  bonos  u 
obligaciones  no  previstas  en  el  pacto  (debentures), 
la  adquisición  de  acciones  propias  y  el  aumento  o 
disminución  del  valor  nominal  de  las  acciones.  Las 
asambleas  podrán  nombrar  ejecutores  de  sus  deci 
siones,  encargándoselas  a  las  personas  que  designen. 
De  no  hacerlo,  se  entenderá  que  la  ejecución  corre  a 
cargo  de  la  administración  de  la  sociedad.  Las  de- 
cisiones de  las  asambleas  no  afectan  los  derechos 
de  terceros  o  de  las  minorías. 

Se  indica  la  forma  cómo  debe  convocarse  a 
asamblea  general,  estableciendo  los  requisitos  a  que 
debe  ajustarse  el  aviso  de  convocatoria  y  confiriéndo- 
se a  los  tenedores  de  acciones  nominativas  el  dere- 
cho adicional  del  aviso  por  correspondencia.  La 
convocatoria  puede  hacerse  por  la  administración  o 
por  el  órgano  de  fiscalización  cuando  hay.  Cualquier 
accionista  puede  pedir  a  la  asamblea  ocuparse  de  la 
distribución  de  utilidades. 

Como  regla  supletoria  al  pacto  social  se  esta- 
blece que  el  veinticinco  por  ciento  de  los  accionis- 
tas puede  obligar  a  la  convocatoria  de  asamblea,  dan- 
do lugar,  la  negativa  de  la  administracio'n,  como  en 
otros  casos,  a  la  convocatoria  judicial,  la  asamblea  se 
reunirá  en  el  lugar  que  establezca  el  pacto  social  y  a 
falta  de  estipulación  en  el  domicilio  de  la  sociedad. 
Las  deliberaciones  de  la  asamblea  se '  efectuarán 
conforme  una  agenda  que  debe  ser  conocida  de  ante- 
mano. 

Comentario  especial  merece  el  artículo  145 
del  proyecto  que  indica  cuáles  documentos  y  actua- 
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ciones  deben  hacerse  del  conocimiento  de  los  ac- 
cionistas, previamente  a  la  asamblea  ordinaria  anual. 
El  Código  vigente  habla  de  libros  y  comprobantes  de 
contabilidad,  disposición  que  se  ha  prestado  a  muchos 
abusos,  puesto  que  el  accionista  podía,  sin  limitación, 
hurgar  en  la  documentación  de  la  sociedad,  no  que- 
dando a  salvo  ni  siquiera  secretos  de  fabricación  o 
documentos  relativos  a  negociaciones  con  terceros. 
Por  ello  fue  necesario  darle  los  contornos  adecuados 
a  este  derecho,  estableciendo  el  límite  a  la  profundi- 
dad de  las  investigaciones  que  puede  hacer  el  accio- 
nista. 

La  regla  de  reconocimiento  de  accionistas  a 
aquellos  que  estén  registrados  con  cinco  días  de  an- 
ticipación o  hayan  depositado  acciones  al  portador 
con  igual  antelación,  equivale  a  la  de  limitación  de 
traspasos  durante  el  período  previo  a  la  asamblea  y 
es  necesaria  para  tener  certeza  en  el  cómputo  y  esta- 
blecimiento del  quorum. 

Se  indica  quienes  presidirán  la  asamblea,  de- 
biendo levantar  el  acta  de  las  deliberaciones  el  secre- 
tario del  consejo  de  administración  o  un  Notario. 
Supletoriamente  a  lo  que  disponga  el  pacto  social, 
constituye  quorum  mínimo  la  mitad  de  las  accio- 
nes con  derecho  a  voto  y  las  decisiones  se  adopta 
rán  con  el  voto  favorable  de  la  mayoría.  En  las  asam- 
bleas extraordinarias  este  mínimo  se  eleva  al  sesenta 
por  ciento  para  el  quorum  y  a  más  del  cincuenta  por 
ciento  para  la  votación.  Se  permite  la  asamblea  de  se- 
gunda convocatoria,  es  decir,  aquella  que  se  celebra 
sin  necesidad  de  nueva  convocación,  si  el  día  señala- 
do no  se  celebró  asamblea  por  falta  de  quorum,  sin 
embargo,  para  evitar  abusos,  se  pusieron  límites  a 
fin  de  evitar  que  con  asistencia  exigua,  se  adoptaran 
determinaciones  trascendentales  para  la  sociedad  (ar- 
tículo 150). 

Las  actas  de  las  asambleas  se  enviarán  al  Regis- 
tro Mercantil  en  los  casos  que  dispone  el  arrículo 
135  y  se  indican  las  formalidades  que  deben  llenar. 

Las  decisiones  de  las  asambleas  son  obligato- 
rias para  la  sociedad  y  para  sus  accionistas,  salvo  los 
derechos  de  impugnación  que  regula  el  proyecto. 

Se  garantiza  el  derecho  de  los  accionistas  tene- 
dores de  acciones  de  diversas  clases  que  sus  derechos 
no  pueden  ser  afectados  más  que  en  asamblea  espe- 
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cial  de  la  clase  en  cuestión. 

Siguiendo  el  uso  y  como  cuestión  práctica  se 
acepta  la  Asamblea  Totalitaria,  por  la  que  cualquier 
asamblea  se  puede  constituir  y  adoptar  decisiones  vá- 
lidas, sin  necesidad  de  convocatoria  previa,  con  la 
concurrencia  de  la  totalidad  de  los  accionistas. 

Las  decisiones  de  las  asambleas  son  impugna- 
bles cuando  infringen  la  ley  o  el  pacto  social.  Estas 
acciones  caducan  en  el  término  de  seis  meses  y 
siendo  acciones  del  derecho  común,  del  tipo  declarati- 
vo, se  ventilan  por  los  procedimientos  ordinarios  y 
no  por  el  juicio  oral  que  se  ha  estipulado  para  las  ac- 
ciones mercantiles.  Se  establece  el  procedimiento  pa- 
ra la  suspensión  judicial  de  las  resoluciones  impugna- 
das y  se  obliga  a  los  actores  al  depósito  de  sus  accio 
nes.  Finalmente,  se  dejan  a  salvo  las  decisiones  de 
las  asambleas,  de  cualquier  defecto  de  la  sociedad. 
SECCIÓN  CUARTA 

Administración 

Manteniendo  el  principio  de  la  revocabilidad  del 
nombramiento  de  los  administradores,  se  establece  que 
el  órgano  de  administración  puede  ser  un  consejo  o 
un  administrador  único  (artículo  162).  La  práctica 
mercantil  denomina  junta  directiva  al  consejo  de  ad- 
ministración. Supletoriamente  a  lo  que  disponga  el 
pacto  social,  las  facultades  de  los  administradores  se 
i  ¡gen  por  lo  que  disponga  el  Código.  A  los  adminis- 
tradores corresponde  la  representación  legal  de  la 
sociedad,  y  en  el  caso  de  administrador  único  la  de- 
legación de  sus  facultades  mediante  poder,  lo  podrá 
hacer  solamente  con  autorización  expresa.  De  per- 
mitirlo el  pacto  social,  los  administradores  podrán 
hacerse  representar  entre  sí,  con  voz  y  voto,  median- 
te carta  poder,  regla  que  permite  mayores  facilidades 
a  las  reuniones  del  consejo  de  administración.  Nor- 
malmente será  el  presidente  del  consejo  de  admi- 
nistración quien  represente  a  la  sociedad,  dejándose 
amplitud  al  pacto  social  para  variar  y  distribuir  fun- 
ciones. El  quorum  del  consejo  lo  integra  la  mayoría 

como  mínimo  y  se  necesita  de  la  concurrencia  de  la 

i  i     ■  ■  ■ 

mayoría   del   quorum    paraadoptarlas  resoluciones. 
Sólo  cuando  el  pacto  social  lo  indique,  podrá  tener 
doble  voto  el  presidente.  Se  prevé  lo  relativo  a  la  de- 
signación de  administradores  suplentes. 
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Como  necesaria  garantía  para  la  protección 
de  los  intereses  de  la  sociedad  y  sus  accionistas,  se 
obliga  a  los  administradores  a  revelar  cualquier  con- 
flicto o  concurrencia  de  intereses  en  los  negocios 
sociales.  La  violación  de  esta  regla  generaren  su  caso, 
responsabilidad  por  daños  y  perjuicios  o  la  entrega  al 
patrimonio  social  del  beneficio  lateral  o  concurrente 
del  administrador.  Los  administradores  son  responsa- 
bles en  forma  solidaria  por  todos  los  actos  en  que 
tuvieren  culpa,  salvo  cuando  hayan  consignado  expre- 
samente su  voto  en  contra. 

Además  de  los  casos  generales  anteriores  se 
indican  los  de  responsabilidad  específica  y  los  medios 
de  extinción  de  la  responsabilidad,  dándose  las  re- 
glas a  que  queda  sujeta  la  acción  de  responsabilidad, 
bien  sea  ejercitada  por  accionistas  o  por  acreedo- 
res. 

Siendo  esencialmente  revocable  el  nombra- 
miento de  administrador,  cuando  tal  remoción  afec- 
te al  administrador  designado  conforme  a  las  reglas 
que  garantizan  la  representación  minoritaria,  la  acu- 
mulación de  votos  es  aplicable  a  la  sustitución.  El 
administrador  removido,  podrá  ser  nuevamente  nom- 
brado, en  caso  de  absolución. 

Es  muy  usual  que  la  gestión  cotidiana  de  los 
negocios  de  la  sociedad  anónima  se  ponga  en  ma- 
nos de  uno  o  más  gerentes  designados,  ya  sea  por 
la  asamblea  o  por  el  órgano  de  administración.  En 
general  las  facultades  de  los  gerentes  son  las  que  se 
les  confiera  en  el  acto  de  su  nombramiento  y  podrán 
ejercer  total  o  parcialmente  la  representación  legal 
de  la  sociedad.  A  falta  de  reglas  en  el  pacto  social 
se  entiende  que  el  gerente  es  un  factor.  Los  gerentes 
son  solidariamente  responsables  con  los  integrantes 
del  órgano  de  administración,  ya  que  a  éste  le  corres- 
ponde la  vigilancia  de  su  actuación. 

Para  terminar,  debe  llamarse  la  atención  al  he- 
cho de  que  se  ha  considerado  conveniente  suprimir 
los  estatutos  de  las  sociedades  anónimas,  pues  conce- 
bidos como  reglamento  interno  de  la  sociedad,  sus 
provisiones  deben  formar  parte  del  pacto  social  y 
garantizarse  con  las  mismas  formalidades  que  éste. 
Históricamente,  los  estatutos  no  representan  sino  re- 
glas que  se  daban  los  accionistas  para  suplir  y  comple- 
tar las  contenidas  en  el  acto  de  incorporación  cuando 
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las  sociedades  anónimas  dependían  en  su  creación 
del  otorgamiento  de  carta  de  gracia  del  soberano,  sin 
embargo,  no  hay  objeción  a  que  una  sociedad  haga  la 
distinción  entre  las  reglas  propiamente  contractua 
les  que  rigen  su  constitución  y  las  que  gobiernan  su 
funcionamiento  interno,  pero  estas  últimas  también 
deberán  ser  elevadas  a  escritura  pública  y  formarán 
parte  del  pacto  social. 

Por  tales  razones  resulta  dispendiosa  la  dis- 
tinción y  superfluo  el  deslinde  entre  contrato  y  es- 
tatutos, ya  que  ambos  rigen  al  mismo  ente  y  se 
completan  entre  sí. 


SECCIÓN  QUINTA 
Fiscalización 

Este  apartado  mereció  detenida  consideración 
de  la  Comisión,  porque  es  evidente  que  una  adecua- 
da vigilancia  de  orden  externo  de  las  empresas,  pro- 
pende a  su  mejor  desarrollo  y  rendimiento. 

El  proyecto  contiene,  como  es  natural,  al 
legislar  sobre  sociedades,  varias  formas  de  auto  con- 
trol y  vigilancia,  tales  como  los  derechos  de: 

a)  'La  minoría  de  pedir  convocatoria  a  sesiones  ge- 

nerales de  accionistas  en  cuestión  de  distribu- 
ción de  utilidades; 

b)  Promover  judicialmente  la  convocatoria  a  Jun- 
ta General  o  Asamblea  General  de  Accionis- 
tas, en  los  casos  que  se  determinan; 

c)  La  Asamblea  General  de  Accionistas,  los  Con- 
sejos de  Administración  o  los  Administrado- 
res únicos  que  tienen  atribuciones  claras  de 
control  y  vigilancia,  y 

d)  Los  socios  o  accionistas  para  examinar  por  sí 
mismos  o  por  medio  de  delegados  que  desig- 
nen la  contabilidad  y  documentos  de  la  so- 
ciedad, asi  como  enterarse- de  la  política  eco- 
nómica-financiera  de  la  misma. 

Este  derecho  se  ejercerá  en  las  sociedades  anó- 
nimas a  través  de  la  exhibición  de  libros  y  estados  con 
antelación  a  la  Asamblea  General  de  Accionistas. 
25 


En  esta  forma  se  mejora  el  Código  de  Comer- 
cio de  1877  que  nos  rige,  con  ligeras  variantes  que  le 
fueron  introducidas  en  1942,  pues  éste  no  contiene 
disposiciones  relativas  a  una  vigilancia  especializada. 
Sin  embargo,  en  nuestro  país  desde  un  tiempo  a  esta 
parte,  de  acuerdo  con  la  doctrina  y  el  derecho  compa- 
rado, en  las  escrituras  de  constitución  de  sociedades, 
no  obstante  que  el  Código  de  Comercio  no  lo  contem- 
plaba, se  han  estado  incluyendo  cláusulas  de  fiscali- 
zación externa  por  personas  ajenas  a  la  empresa. 

Se  establece  la  incompatibilidad  de  quienes  no 
pueden  desempeñar  los  cargos  de  comisarios  o  audito- 
res. La  designación  de  acuerdo  con  el  artículo  185 
deberá  ser  hecha  en  Asamblea  General  anual,  v  de 
acuerdo  con  sus  atribuciones  regladas  rendirán  in- 
forme anual.  Se  establece  la  responsabilidad  del  Audi- 
tor o  comisarios,  al  mismo  nivel  de  los  administra- 
dores y  se  dan  normas  para  la  designación  interina 
por  cualquier  causa. 

Es  terminante  la  prohibición  de  que  los  comi- 
sarios o  auditores  intervengan  cuando  tuvieren  in 
teres  directo  o  indirecto  en  determinadas  operacio- 
nes, (artículo  193). 

Capítulo  Vil 
De  la  Sociedad  en  Comandita  por  Acciones 

Por  tratarse  de  otra  forma  de  sociedad  casi  en 
desuso  en  nuestro  medio  y  que  no  ha  evolucionado, 
la  regulación  del  proyecto  sigue  la  del  Código  actual, 
aunque  en  forma  más  ordenada. 

Se  priva  a  los  socios  comanditarios  de  partici- 
pación en  lo  relativo  a  elección  del  órgano  de  fisca- 
lización, al  ejercicio  de  la  acción  de  responsabili- 
dad y  a  la  aprobación  de  los  actos  de  la  adminis 
tración  (artículo  202). 

Capítulo  VIII 
Aumento  y  Reducción  de  Capital 

A  diferencia  del  Código  actual  que  sólo  regula 
lo  relativo  al  aumento  y  disminución  del  capital  de  las 
sociedades  anónimas,  la  Comisión  incluyó  en  el  pro- 
yecto disposiciones  aplicables  a  toda  forma  de  socie 
dad. 

El  procedimiento  de  aumento  o  reducción  del 
capital  se  inicia  con  la  resolución  del  órgano  social 
que  corresponda  (Arto.  203),  la  que  debe  formali 
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zarse  en  escritura  pública  e  inscribirse  en  el  Registro 
Mercantil.  Queda  eliminado  el  requisito  de  la  apro- 
bación gubernativa  al  aumento  del  capital  autoriza- 
do de  las  sociedades  anónimas. 

En  las  sociedades  anónimas,  el  aumento  puede 
hacerse  por  la  emisión  de  nuevas  acciones  o  por  el 
aumento  del  valor  nominal  de  ellas.  Todo  lo  relati- 
vo a  la  emisión,  suscripción  y  pago  de  las  acciones 
dentro  del  límite  del  capital  autorizado,  se  rige  por 
las  disposiciones  de  la  escritura  social. 

El  artículo  205  requiere  que  la  ampliación  del 
capital  de  las  sociedades  de  responsabilidad  limita- 
da esté  íntegramente  pagado  antes  de  otorgarse  la  es 
critura  de  aumento. 

Se  regulan  en  el  artículo  207  las  formas  de  pago 
del  aumento  del  capital  en  todas  las  sociedades  y  en 
el  artículo  208  se  sientan  normas  para  la  capitaliza- 
ción de  reservas  o  utilidades. 

Para  la  reducción  del  capital  se  establece  un 
procedimiento  sencillo  que  otorga  la  debida  partí 
cipacion  a  los  acreedores  de  la  sociedad,  para  evitar 
lesionar  sus  derechos. 


Resuelta  la  reducción  por  el  órgano  corres 
pondiente  de  la  sociedad,  los  administradores  de  la 
misma  y  el  órgano  de  fiscalización,  bajo  su  responsa- 
bilidad personal,  deben  comunicarla  a  todos  los  acre- 
edores sociales  por  correo  con  aviso  de  recepción 
se  da  la  debida  publicidad  a  la  íesolución  de  reduc- 
ción mediante  su  inscripción  en  el  Registro  Mercan 
til,  para  lo  cual  es  suficiente  presentar  acta  notarial 
de  la  misma,  en  la  que  el  Notario  debe  certificar  que 
se  enviaron  los  avisos  requeridos.  De  conformidad 
con  lo  que  dispone  el  artículo  341  del  Proyecto,  el 
Registrador  ordena  las  publicaciones  correspondien- 
tes y  al  vencer  un  plazo  de  30  días  siguientes  a  la 
última  publicación  sin  que  se  presente  oposición, 
puede  formalizarse  la  reducción  (artículo  212).  Es- 
te mismo  artículo  establece  la  forma  como  los  acree- 
dores inconformes  con  la  reducción  pueden  ejercer 
sus  derechos  y  oponerse  a  la  reducción.  En  caso 
de  oposición,  la  escritura  de  reducción  no  puede  for- 
malizarse sino  hasta  que  las  acreedurías  de  los  recla- 
mantes sean  pagadas  o  garantizadas  adecuadamente 
a  juicio  del  Tribunal  que  conozca  de  la  oposición. 

El  testimonio  de  la  escritura  de  reducción  del 
capital  debe  inscribirse  en  el  Registro  Mercantil  (Arto. 
212.) 
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Capítulo  IX 
De  las  Sociedades  Constituidas  en  el  Extranjero 

El  Código  no  reconoce  nacionalidad  a  las  so- 
ciedades, aunque  sí  las  sujeta  a  las  leyes  del  lugar  de 
su  constitución.  En  caso  de  sociedades  constituidas 
en  el  extranjero  que  tengan  la  sede  de  su  administra- 
ción o  el  objeto  principia!  de  la  empresa  en  Guatema- 
la, las  remite  a  todos  los  requisitos  que  el  propio  pro- 
yecto establece  para  las  sociedades  constituidas  en 
el  país  (Arto.  213). 

Se  obliga  a  las  sociedades  constituidas  en  el 
extranjero  que  deseen  establecer  en  el  país  agencias 
o  sucursales,  a  mantener  permanentemente  en  Gua- 
temala por  lo  menos  un  mandatario. 

Se  definen  los  documentos  que  deben  acompa- 
ñar la  solicitud  para  que  la  sociedad  constituida  en 
el  extranjero  pueda  establecerse  en  Guatemala  o  tener 
agencias  o  sucursales  en  el  país.  En  este  sentido  se 
sigue,  con  mejoras,  lo  dispuesto  actualmente  por  el 
artículo  75  del  Decreto  Ley  No.  229.  El  procedi- 
miento para  obtener  la  autorización  gubernativa  se 
inicia  en  el  Registro  Mercantil  y  no  en  la  Dirección 
General  del  Impuesto  sobre  la  Renta  como  ahora  se 
hace. 


Se  obliga  a  todas  las  sociedades  constituidas  en 
el  extranjero  que  operen  en  el  país  a  publicar  su  ba- 
lance anual  en  la  forma  exigida  a  las  sociedades  anó- 
nimas constituidas  en  el  país. 

Aparte  de  regular  lo  relativo  a  responsabili 
dad  personal  de  los  mandatarios  de  las  sociedades 
constituidas  en  el  extranjero  que  no  hayan  cumpli- 
do con  obtener  su  autorización,  al  retiro  de  las  so- 
ciedades autorizadas  y  a  la  quiebra  de  las  casas  ma- 
trices (Artos,  del  217  al  219),  el  proyecto  define  en  el 
artículo  220  las  operaciones  que  una  sociedad  cons- 
tituida en  el  extranjero  puede  realizar  en  el  país 
en  caso  de  operaciones  temporales,  sin  necesidad  de 
obtener  autorización  gubernativa  y  sujeta  tales  ope- 
raciones a  las  leyes  de  Guatemala. 

Finaliza  este  capítulo  con  una  disposición 
que  faculta  al  Organismo  Ejecutivo,  para  dar  autori 
zaciones  especiales  por  un  período  no  mayor  de  dos 
años,  para  que  sociedades  constituidas  en  el  ex 
tranjero  puedan  operar  en  el  país. 
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Capitulo  X 

De  las  Sociedades  Irregulares  y  de  Hecho 

Se  regulan  en  este  capítulo  las  sociedades 
nulas,  las  sociedades  irregulares  y  las  sociedades  de 
hecho.  En  este  punto  se  siguen  muy  de  cerca  las 
disposiciones  del  Código  vigente. 

Capítulo  XI 

De  la  Disolución  y  Liquidación  de  las  Sociedades 

Sección  Primera 

Disolución  Parcial 

De  la  exclusión  y  Separación  de  los  socios: 
Esta  materia  es  tratada  en  forma  aislada  e  in 
completa  en  el  Código  actual,  pero  por  su  importan 
cia  se  regula  ordenada  y  completamente  en  el  Proyec- 
to. Baste  señalar  que  el  derecho  de  separación  es  uno 
de  los  recursos  más  sencillos  de  que  goza  el  socio  mi 
noritario,  para  la  defensa  de  sus  derechos. 

El  artículo  226  regula  las  causas  que  facultan  a 
la  sociedad  para  excluir  a  uno  o  varios  de  sus  socios, 
causas  que  se  dividen  en  dos  grupos: 

a)  Las  que  dan  lugar  a  la  exclusión  en  cualquier 
forma  de  sociedad; 

b)  causas  que,  además,  permiten  la  exclusión  de 
socios  de  sociedades  no  accionadas. 

Se  establece  en  el  artículo  227  el  procedimien- 
to de  exclusión,  el  que  se  diseñó  en  tal  forma  que  ase- 
gura al  socio  excluido  de  la  posibilidad  de  una  defen- 
sa adecuada  y  de  que  la  resolución  de  la  exclusión 
sea  revisada  judicialmente. 

La  exclusión  de  un  socio  no  le  exime  de  res- 
ponder a  la  sociedad  por  los  daños  y  perjuicios  cau- 
sados por  los  actos  que  motivaron  la  exclusión. 

En  lo  relativo  al  derecho  de  separación,  el  pro- 
yecto también  separa  las  causales  aplicables  a  las  so- 
ciedades no  accionadas  y  a  las  sociedades  accionadas 
(Artos.  229  y  231),  mereciendo  especial  atención 
la  que  permite  al  socio  separarse  si  la  sociedad  no  re- 
parte utilidades  o  dividendos  equivalentes  por  lo  me- 
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nos  al  8  o/o  del  capital,  durante  dos  ejercicios  conse- 
cutivos, no  obstante  haber  tenido  en  ellos  ganancias 
netas  suficientes. 

Se  define  en  el  artículo  230  qué  socios  pueden 
ejercer  el  derecho  de  separación  y  se  establece,  ade- 
más, un  plazo  para  ejercer  ese  derecho,  así  como  pa- 
ra que  la  sociedad  pueda  ejercer  el  derecho  de  exclu- 
sión. 

Se  permite  a  la  sociedad,  en  los  casos  de  exclu- 
sión de  un  socio,  retener  una  parte  del  capital  y  uti- 
lidades del  excluido  hasta  que  se  liquiden  definitiva- 
mente los  resultados  de  las  operaciones  pendientes, 
sefialándose  además  que  tal  plazo  no  puede  exceder 
de  tres  años. 

Se  fijan  normas  para  liquidar  la  parte  que  co- 
rresponde al  socio  excluido  y  se  regulan  las  ac- 
ciones que  pueden  interponerse  por  éste  para  la  de- 
fensa de  sus  derechos. 

Se  establece,  además,  que  en  los  casos  de  sepa- 
ración de  un  socio,  la  liquidación  de  su  parte  debe  ha- 
cerse inmediatamente. 


Sección  Segunda 
Disolución  Total 

Además  de  detallar  las  causas  de  disolución  to- 
tal de  las  sociedades  (Arto.  237),  el  proyecto  esta- 
blece el  procedimiento  a  seguir  para  que  se  declare  la 
disolución  por  los  socios,  ordenando  a  los  adminis- 
tradores convocar  de  inmediato  a  una  Junta  Gene- 
ral o  Asamblea  General  en  cuanto  conozcan  la  exis- 
tencia de  una  causa  de  disolución. 

Si  bien  se  reconoce  que  el  vencimiento  del 
plazo  es  causa  automática  pero  remediable  de  diso- 
lución (Véase  el  artículo  25  del  Proyecto),  al  ocurrir 
otra  de  las  causas,  se  da  a  los  socios  la  oportunidad 
de  subsanar  la  causa  de  disolución  y  de  modificar  la 
escritura  social,  si  fuere  necesario,  para  la  reactiva- 
ción de  la  sociedad.  En  esta  forma  se  podrían  conti- 
nuar las  operaciones  sociales,  pero  en  ese  caso,  los 
acreedores  sociales  y  los  acreedores  de  los  socios  pue- 
den objetar  la  modificación  a  fin  de  cobrar  sus  acree- 
durías.  Si  no  se  emitiere  resolución  que  permita  a 
la  sociedad  continuar,  cualquier  interesado  puede  de- 
mandar en  juicio  oral  la  declaratoria  judicial  de  diso- 
lución y  el  nombramiento  de  liquidador. 
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La  resolución  que  declare  la  disolución  de- 
be comunicarse  al  Registro  Mercantil  y  publicarse 
adecuadamente  para  que  llegue  a  conocimiento  de 
los  interesados,  los  que  a  su  vez  pueden  demandar 
la  cancelación  de  la  resolución  de  disolución,  si  ésta 
fuere  tomada  sin  causa  legal. 

Se  mantiene  la  responsabilidad  personal  de  los 
administradores  por  las  operaciones  sociales  que 
efectúen  después  del  vencimiento  del  plazo,  de  la  de- 
claración de  disolución  total  o  de  la  comprobación 
de  una  causa  de  disolución  total. 


Sección  Tercera 
Liquidación 

Las  sociedades  que  entren  en  liquidación  con- 
servan su  personalidad  jurídica,  hasta  que  la  liquida- 
ción se  concluya  y  en  tanto  ésta  se  termina  deben 
añadirse  a  su  denominación,  las  palabras  "En  liqui- 
dación" (Arto.  241). 

Se  establecen  normas  a  seguir  en  el  nombra- 
miento de  liquidador  o  liquidadores  dándoles  a  los 
socios  la  oportunidad  de  nacerlo,  sea  en  la  escritu- 
ra social  o  en  la  resolución  que  declare  la  disolu- 
ción. Sólo  a  falta  de  acuerdo  entre  los  socios,  se 
procede  al  nombramiento  judicial  de  liquidador. 

La  liquidación  debe  gozar  de  la  debida  pu- 
blicidad y  por  ello  se  ordena  que  el  Registro  Mer- 
cantil haga  del  conocimiento  del  público  que  la 
sociedad  ha  entrado  en  liquidación  y  el  nombre  de  los 
liquidadores. 

El  proyecto  regula  con  detenimiento  en  los 
artículos  del  244  al  248  las  reglas  que  deben  seguir 
los  liquidadores  en  su  cometido,  su  responsabilidad 
ante  terceros  y  ante  los  socios  por  su  gestión,  su 
obligación  de  caucionar  sus  responsabilidades,  sus 
atribuciones  y  el  orden  de  los  pagos,  así  como  lo 
relativo  a  su  remoción  por  los  socios  o  por  un  juez. 

Terminada  la  liquidación  y  pagados  los  acree- 
dores, se  procede  por  los  liquidadores  a  la  división 
del  haber  restante  entre  los  socios. 

En  el  artículo  251  se  fijan  normas  especiales 
para  la  división  del  haber  remanente  entre  los  accio- 
nistas, las  que  tienen  por  objeto  que  todos  los  accio- 
nistas se  enteren  de  las  cuentas  de  la  liquidación  y 
puedan  participar  en  la  discusión  de  las  mismas  en 
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una  Asamblea  convocada  por  los  liquidadores.  La  en- 
trega de  la  cuota  de  liquidación  a  los  accionistas  se 
hará  contra  entrega  de  los  títulos  de  las  acciones 
debidamente  cancelados. 

Se  establece  en  el  artículo  253  un  plazo  de 
prescripción  especial  para  el  cobro  de  la  cuota  de  li- 
quidación por  parte  de  los  accionistas  y  se  estable- 
ce que  las  sumas  no  cobradas  dentro  del  mismo,  se 
adjudicarán  gratuitamente  a  la  Universidad  de  San 
Carlos  de  Guatemala. 

Capítulo  XII 
De  la  Fusión  y  Transformación  de  las  Sociedades 

Se  establecen  las  formas  de  fusión,  pero  se  deja 
muy  claro  que  cualquiera  que  sea  la  forma  de  fusión, 
la  nueva  sociedad  o  la  absorbente  asume  la  totali- 
dad del  activo  y  pasivo  de  las  fusionadas;  (Arto. 
256). 

En  el  caso  de  la  fusión  pura,  la  organización 
de  la  nueva  sociedad  resultante  de  la  fusión  debe  ha- 
cerse siguiendo  los  principios  que  rijan  la  constitu- 
ción de  una  nueva  sociedad  de  esa  forma  (Arto  257), 
y  en  todo  caso  los  socios  colectivos  y  comanditados 
continúan  responsables  personal  y  solidariamente  por 
las  operaciones  anteriores  a  la  fusión. 

Los  artículos  259  y  260  establecen  el  procedi- 
miento a  seguirse  para  la  fusión,  principiando  con  la 
resolución  que  debe  tomarse  por  el  órgano  correspon- 
diente de  cada  una  de  las  sociedades,  resoluciones  que 
deben  inscribirse  en  el  Registro  Mercantil  y  publicar- 
se juntamente  con  el  último  balance  general  de  cada 
sociedad.  Cumplidas  esas  condiciones  y  transcurridos 
dos  meses  contados  desde  la  última  publicación,  se 
otorgará  la  escritura  de  fusión,  la  que  también  debe 
inscribirse  en  el  Registro  Mercantil.  La  espera  de  dos 
meses  puede  evitarse  si  se  obtiene  el  consentimiento 
unánime  de  los  acreedores  de  las  sociedades  interesa- 
das, si  se  pagan  las  acreedurías délos acreedores'incon 
formes  o  se  deposita  el  monto  de  sus  acreedurías  en  un 
banco.Durante  ese  plazo  de  dos  meses,  los  acreedores 
¡nconformes  pueden  oponerse  a  la  fusión,  oposición 
que  suspende  la  fusión,  a  menos  que  las  sociedades 
presten  garantía  adecuada  a  juicio  del  juez. 

Se  otorga  a  los  socios  que  se  opongan  a  la  fu- 
sión, el  derecho  de  separación  (artículos  229  y  261). 

La   transformación   de  sociedades  que  actual- 
mente es  tan  usual,  no  se  encuentra  regulada  en  el  Có- 
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digo  de  Comercio.  Esa  laguna  se  llena  en  el  proyec 
to,  el  que  en  su  artículo  262  reconoce  legalmente  la 
transformación  como  un  medio  para  que  una  socie 
dad  pueda  cambiar  su  forma,  conservando  su  perso 
nalidad  jurídica.  Ese  mismo  artículo  señala  que  en  el 
caso  de  transformación  de  sociedades  deben  llenarse 
los  mismos  trámites  y  procedimientos  que  en  el  caso 
de  la  fusión,  a  fin  de  otorgar  a  los  acreedores  y  a  los 
socios  de  la  entidad  a  transformarse,  la  posibilidad 
de  cobrar  sus  créditos  o  de  separarse  de  la  sociedad, 
respectivamente 

Título  II 

Auxiliares  de  los  Comerciantes 

Capítulo  I 
Factores  y  Dependientes 

Para  legislar  sobre  esta  materia,  la  Comisión  de 
Economía  tomó  en  cuenta  que  el  factor  no  es  un  co 
merciante  strictu  sensu,  pero  tiene  la  dirección  o  ges 
tión  de  una  empresa  o  establecimiento  mercantil  y 
necesariamente  debe  ser  capaz,  conforme  al  derecho 
común,  para  ejercer  la  representación  que  le  ha  sido 
concedida  (artículos  262  y  264).  Puede  constituirse 
el  factor  mediante  el  mandato  con  representación, 
mediante  nombramiento  o  por  contrato  de  trabajo. 
En  todo  caso  la  constitución  del  factor  debe  inscri- 
birse en  el  Registro  Mercantil.  Se  definen  los  poderes 
y  facultades  del  factor,  pues  aunque  careciere  de  man 
dato  con  representación,  puede  realizar  cuanta  ope 
ración  sea  del  giro  normal  de  la  empresa  y  obliga  al 
principal  ante  terceros  de  buena  fe,  aun  cuando  haya 
habido  exceso  o  abuso  de  confianza.  La  enajenación 
o  gravamen  de  bienes  inmuebles,  la  contratación  de 
préstamos,  la  representación  judicial  y  los  actos  ex 
traños  al  giro  normal  de  la  empresa  requerirán  facul 
tad  especial  que  pueda  extenderse  en  cualquiera  de  las 
formas  en  que  se  constituya  el  factor. 

El  factor  negocia  a  nombre  y  por  cuenta  del 
principal,  debiendo  expresarlo  así  y  si  contratare  en 
nombre  propio,  el  principal  será  solidario  como  fac- 
tor en  los  casos  que  se  indican  en  los  artículos  267  y 
268.  Se  presume  que  al  haber  más  de  un  factor,  cada 
uno  podrá  actuar  separadamente,  a  no  ser  que  del 
acto  de  constitución  se  establezca  que  deben  actuar 
conjuntamente.  Les  es  prohibido  a  los  factores  tra- 
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ficar  en  el  mismo  giro  que  el  principal,  salvo  autoriza- 
ción expresa.  La  violación  a  esta  prohibición  hace 
que  las  utilidades  obtenidas  acrecenten  el  patrimonio 
del  principal,  sin  que  asuma  riesgo  por  pérdidas.  Es- 
ta prohibición  alcanza  a  los  dependientes  de  comer 
cío. 

A  diferencia  del  mandatario  civil,  las  funciones 
del  factor,  no  se  interrumpen  poi  la  muerte  del  ptin 
cipal.  La  actividad  del  factor  obligará  al  principal,  en 
tanto  no  se  le  notifique  su  cesarión  y  obliga  a  terceros 
hasta  que  ésta  haya  sido  inscrita  en  el  Registro  Mer 
cantil. 

Los  dependientes  efectúan  constantemente  la 
bores  o  gestiones  de  la  empresa  y  lo  hacen  poi  uien 
ta  y  en  nombre  del  propietario.  Cuando  entre  sus  fun 
cíones  estuviere  la  de  atender  al  público,  están  facul 
fados  para  realizar  las  operaciones  que  aparentemente 
estuvieren  a  su  cargo  y  paia  percibii  los  ingresos  poi 
ventas  o  servicios,  salvo  anuncio  del  principal,  hai  ien 
do  saber  que  los  pagos  deben  haceise  en  forn 
gai  distinto. 

Se  entiende  que  el  dependientf  viaje  i 
iguales  facultades  y  para  poderlas  limitar,  será  menes 
ter  hacerlo  con  los  formularios  de  suscripción  de  pe 
didos  o  en  cualesquiera  otros  que  le  suministre  el 
principal. 

Cuando  el  dependiente  exhiba  meicadei    ■ 
documentos,  se  tendrá  la  recepc  ón  como  hecha  poi 
el  principal. 

Los  factores  y  los  dependientes  no  pueden  de 
legai  sus  funciones  sin  consentimiento  del  principal  y 
si  lo  lucieren,  son  directamente  responsables  de  las 
consecuencias  de  tal  delegación  (  s  prohibido  a  los 
dependientes  vai  iai  1 1  i  ond  i  i  ne  le  contratai  ion 
determinada  principal  la  n 

ponsabilidad  del  principal  líente  i  terceros,  los  tac 
loies  y  dependientes  responden  ante  el  principal 
poi  cualquier  infracción  cometida  en  el  ejeicicio  le 
sus  funciones 

Capítulo  II 

Agentes  de  Comen  io 

Los  agentes  de  comercio  son  auxiliares  pinte 
sionales  que  actúan  en  la  promoción  de  ios  negocios 
mercantiles,  pudiendo  sei  dependiente:  cuando  están 
vinculados  al  principal  poi  una  relación  laboral  e  in 
lependientes,  si  son  empresaiios  en  propio  dereí  ho  \ 
su  vinculación  con  el  principal  es  i  través  del  contra 
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to  mercantil  de  agencia  (Artículo  280).  El  agente  de 
comercio,  por  lo  general,  puede  dedicarse  a  otras  ac 
tividades  mercantiles  o  servir  a  otros  principales, 
siempre  que  dichos  principales  no  compitan  entre  sí. 
Es  evidente  que  además  del  pacto,  esta  libertad  se 
suprime  en  el  caso  del  agente  dependiente.  El  princi 
pal  puede  utilizar  los  servicios  de  varios  agentes  salvo 
que  por  contrato  les  confiera  exclusividad  para  te- 
rritorio determinado. 

El  comerciante  tiene  libertad  de  variar  las  con- 
diciones del  contrato  o  de  la  propuesta  y  estas  varia- 
ciones son  obligatorias  para  el  agente  desde  el  mo 
mentó  en  que  se  le  haga  saber.  El  agente  necesita  au- 
torización expresa  para  contratar  a  nombre  del  prin 
cipal,  para  cobrar  y  en  general  para  variar  las  condi 
ciones  establecidas  por  el  principal.  Cuando  reciba 
quejas  o  reclamos  deberá  transmitirlas  inmediata 
mente  al  principal.  Asimismo  deberá  transmitir  la  in 
formación  relativa  a  pedidos  y  ofertas  que  tendrán  el 
carácter  de  simples  propuestas  hasta  que  el  principal 
las  acepte,  salvo  que  esté  autorizado  para  asegurar 
contrato.  El  principal  no  tiene  obligación  de  explicar 
las  causas  de  no  aceptación  de  una  propuesta.  En  ge- 
neral, el  agente  debe  cumplir  con  su  encargo  confor- 
me a  las  instrucciones  recibidas  y  mantener  informa- 
do al  principal  respecto  al  curso  de  las  negociaciones. 

El  contrato  entre  agente  y  principal,  deberá  de- 
terminar la  forma  de  remuneración  del  agente,  sien- 
do lo  usual  que  el  agente  independiente  sea  remunera- 
do mediante  comisión  y  el  dependiente  mediante  sa- 
lario. Cuando  el  agente  sea  exclusivo,  tendrá  derecho 
a  ser  remunerado  por  cualquier  negocio  que  el  princi- 
pal efectúe  en  su  territorio.  Sólo  cuando  así  se  haya 
pactado,  podrá  exigir  el  agente  reembolso  de  gastos. 
Cuando  el  negocio  no  se  realice  por  dolo  o  culpa  del 
principal,  el  agente  tiene  el  derecho  a  percibir  su  co- 
misión. 

El  contrato  de  agencia  independiente,  cuando 
sea  de  plazo  indefinido,  podrá  darse  por  terminado 
por  cualquiera  de  las  partes  mediante  aviso  escrito. 

Se  hacen  extensivas  las  reglas  anteriores,  salvo 
lo  indicado  en  leyes  especiales,  a  agentes  de  coloca- 
ción de  seguros,  pólizas  y  otros  semejantes. 
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Capítulo  III 
Corredores 

El  corredor  es  auxiliar  independiente  que  en 
forma  habitual  media  en  los  contratos  mercantiles  sin 
estar  ligado  a  principal  alguno  por  vínculo  de  colabo- 
ración, de  dependencia  o  de  representación  (artícu- 
lo 292).  Esta  profesión  está  sujeta  al  otorgamiento  de 
licencia  administrativa  y  sólo  cuando  se  haya  obte- 
nido la  debida  autorización  se  podrán  cobrar  hono- 
rarios por  razón  de  corretaje. 

Se  define  minuciosamente  las  obligaciones  de 
los  corredores,  así  como  las  prohibiciones  a  que  están 
sujetos,  tratando  de  darle  a  este  oficio  la  mayor  ga- 
rantía posible  de  seriedad  y  de  idoneidad. 

El  contrato  celebrado  con  intervención  de  un 
corredor  se  formalizará  en  una  póliza  en  la  que  se 
pormenorizarán  todos  los  detalles  del  mismo,  debien- 
do ser  firmada  por  los  contratantes  y  por  el  mismo 
corredor,  quien  extenderá  copia  certificada  a  cada 
parte.  Los  corredores  deberán  llevar  un  libro  de  regis- 
tro y  conservar  y  encuadernar  las  pólizas  originales. 

El  corredor  podrá  designar  al  otro  contratante 
después  de  celebrado  el  contrato,  pero  si  el  pago  no  es 
al  contado  el  primer  contratante  podrá,  por  motivos 
fundados,  desistir  del  negocio.  También  podrá  el  co- 
rredor reservarse  el  nombre  de  algunos  de  los  contra- 
tantes, pero  en  este  caso  responde  personalmente  de 
las  resultas  del  contrato.  Una  vez  revelado  el  nombre 
del  contratante,  el  otro  contratante  puede  indistin 
tamente  cumpeler  a  dicho  contratante  o  al  corredor. 


Se  establecen  las  reglas  relativas  al  pago  de  los 
honorarios  de  los  corredores. 


Capítulo  IV. 
Bolsa  de  Valores 

Previendo  la  creación  de  una  Bolsa  de  valores 
en  Guatemala  y  su  posterior  relación  con  una  Bolsa 
Centroamericana  de  Valores,  el  proyecto  se  limita  a 
indicar  que  deberá  constituirse,  dejando  su  futura 
organización  a  una  ley  especial  (artículo  302). 
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Capítulo  V 
Comisionistas 

El  comisionista  es  aquel  que  por  cuenta  ajena 
realiza  actividades  mercantiles  y  su  profesión  tam- 
bién está  sujeta  a  regulación  administrativa,  debiendo 
obtener  la  patente  correspondiente  (artículos  303  y 
304). 

No  es  necesario  el  mandato  en  forma  para  el 
desempeño  de  la  comisión,  pero  cuando  el  encargo 
haya  sido  verbal,  deberá  preceder  la  ratificación  escri- 
ta del  comitente  antes  de  la  realización  del  negocio. 
El  comisionista  puede  actuar  en  su  propio  nombre, 
pero  en  tal  caso  queda  directamente  obligado  como  si 
el  negocio  fuere  propio. 

Al  actuar  en  nombre  propio  el  comisionista,  el 
comitente  carece  de  acción  en  contra  de  las  personas 
con  quien  trató  el  comisionista  salvo  cesión  de  dere 
chos. 

De  acuerdo  con  el  artículo  308  el  comisionista 
tiene  libertad  de  aceptar  o  no  la  comisión,  pero  de- 
bido al  carácter  público  de  su  función  se  entiende 
que  la  ha  aceptado  si  no  comunica  la  negativa  al  día 
siguiente  y  aún  en  este  caso,  deberá  hacer  lo  necesario 
para  proteger  los  efectos.  El  comisionista  es  responsa- 
ble de  daños  y  perjuicios  conforme  al  artículo  309  y 
podrá  vender  los  efectos  consignados  por  corredor  o 
en  remate,  en  los  casos  que  establece  el  artículo 
310. 

Sin  autorización  po  podrá  el  comisionista  de- 
legar su  función,  aunque  puede  utilizar  dependientes 
de  acuerdo  con  las  costumbres  del  comercio.  Es 
obligación  terminante  que  cumpla  las  instrucciones 
del  comitente  y  en  lo  no  previsto  deberá  consultar. 

De  acuerdo  con  el  artículo  312  se  podrá  pactar 
o  no  que  el  comisionista  supla  fondos,  regulándose  ca- 
da situación  y  la  obligación  de  dar  aviso  al  comitente 
de  los  hechos  que  puedan  hacer  variar  las  circunstan- 
cias originalmente  previstas  para  el  negocio.  Si  el  co- 
misionista no  objeta  el  aviso  de  remesa,  se  le  tendrá 
por  responsable  de  los  efectos  que  recibiere,  respon- 
diéndole süconservación.  El  artículo  318  regula  el 
transporte  y  elaseguro'de  los  efectos  y  el  319  protege 
las  marcas. 

La  venta  a  plazos  se  regula  en  los  artículos  320. 
y  321,  estableciendo  los  casos  en  los  que  el  comisio- 
nista resulte  responsable.  También  lo  es  cuando  no 
cobre  créditos  con  la  debida  diligencia. 
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El  comitente  tiene  el  derecho  de  revocar  la  co 
misión,  sujetándose  a  las  consecuencias  que  estable 
ce  el  artículo  323. 

Sin  el  consentimiento  expreso  del  comitente, 
el  comisionista  no  podrá  adquirir  interés  personal  en 
la  negociación.  Se  deberá  llevar  la  cuenta  de  créditos 
en  la  forma  que  establece  el  artículo  325  y  se  debe 
rá  rendir  cuentas  de  la  gestión  Toda  ventaja  obte 
nida  en  la  negociación  beneficia  al  comitente,  y  el 
comisionista  no  podrá  cobrar  suma  alguna  de  quien 
no  le  haya  dado  el  encargo.  Salvo  pacto,  la  retribu 
ción  del  comisionista  se  fijará  por  el  uso  del  comer 
cío.  El  comitente  está  obligado  a  satifacer  los  gas 
tos  efectuados,  y  los  efectos  responden  preferente- 
mente por  los  honorarios  de  la  comisión  y  por  los 
gastos.  A  semejanza  del  mandato,  aunque  la  comi 
sión  termina  por  la  inhabilidad  del  comisionista,  la 
del  comitente  no  la  interrumpe 
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Libro  II 

De    las    Obligaciones    Profesionales   de   los   Co 
merciantes 

Titulo  I 

Del  Registro  Mercantil 

Capítulo  I 

Registradores.    Forma   y  Materia  de  la  Inscnp 


La  Comisión  de  Economía  presto  especial  m 
teres  a  este  apartado,  porque  crea  una  nueva  mstitu 
ción  acorde  con  las  necesidades  del  Comercio  Por 
eso  en  el  artículo  332.  se  crea  el  Registro  Mercantil 
que  funcionará  en  la  Capital  de  la  República  y  en  los 
Departamentos  o  zonas  que  determine  el  Ejecutivo, 
permitiéndose  así  que  el  área  que  cubre  cada  Regis 
tro  pueda  o  no  coincidir  con  la  división  política  de 
los  Departamentos. 

El  cargo  de  Registrador  de  la  capital  será  ejer 
cido  por  un  Abogado. 

El  Registro  será  público.  Oueda  sujeto  a  los  Re 
glamentos  que  emita  el  Organismo  Ejecutivo  por  me 
dio  del  Ministerio  de  Economía  (artículo  332).  Se 
rán  aplicables  al  Registro  Mercantil  supletoriamente 
las  disposiciones  del  Registro  de  la  Propiedad,  como 
lo  establece  el  artículo  360. 

Se  estimó  que  para  un  mayor  control,  los  li- 
bros del  Registro  Mercantil  deben  ser  sellados  y  ru 
bricados,  en  todas  sus  hojas,  por  un  Juez  de  Primera 
Instancia  de  lo  Civil,  expresando  en  el  primero  y 
ultimo  folio,  la  materia  a  que  se  refieran  los  libros  que 
se  detallan  en  el  artículo  333. 

Conforme  al  artículo  334,  es  obligatoria  la  ins 
cnpción  en  el  Registro  Mercantil  Jurisdiccional: 

a)       De   los  Comerciantes  Individuales  que  tengan 
un  capital  de  Q. 2,000.00,  o  más; 

bi       De  las  Sociedades  Mercantiles 

c|       De  las  empresas  y  establecimientos  Mercanti 
les  comprendidos  dentro   de  estos  extremos, 
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d)  De  los  hechos  y  relaciones  .jurídicas  que  espe 
cifican  las  leyes,  y 

e)  De  los  auxiliares  de  Comercio 


La  falta  de  inscripción  se  sancionará  con  una 
multa  de  veinticinco  a  mil  quetzales,  de  conformí 
dad  con  el  artículo  456.  Además,  ninguna  Cámara  o 
Asociación  Gremial  podrá  inscribir  a  comerciante  al 
guno  en  tanto  no  acredite  su  inscripción  en  el  Regís 
tro  Mercantil. 

Ningún  Tribunal  ni  oficina  pública  admitirá 
escrituras  ni  documentos  sujetos  a  inscripción,  que 
no  hubieren  sido  razonados  por  el  Registro.  (Arto. 
1129  del  Código  Civil,  reformado  por  Arto  81 
del  Decreto  Ley  No.  218) 

Se  estimó  que  dentro  de  la  inscripción  del  co 
merciante  individual  era  fundamental  conocer  el  ié 
gimen  económico  de  su  matrimonio,  si  fuere  casado 
o  unido  de  hecho. 

En  el  Registro  de  empresa  o  establecimiento  es 
imperioso)  hacer  un  resumen  del  Registro  del  comer 
ciante  individual  y  dar  los  nombres  de  los  Adminis 
tradores  o  Factores. 

La  inscripción  del  comerciante  social  está  am 
pijamente  regulada.  Se  buscó  hacer  un  resumen  de 
los  datos  más  importantes. 

Es  obligatorio  el  registro  de  todos  los  hechos  o 
relaciones  jurídicas  que  consigna  el  Arto.  338. 

En  cuanto  a  las  facultades  otorgadas  al  Factor 
poi  Mandato,  es  prudente  tener  en  cuenta  lo  dispues 
to  en  el  artículo  266  párrafo  segundo,  que  establece 
que  las  limitaciones  a  las  facultades  del  Factor,  aun 
que  estén  inscritas  en  el  Registro  Mercantil,  no  pro 
ducirán  efectos  contra  terceros  de  buena  fe. 

Con  excepción  del  Registro  de  Mandatos  que 
ya  existía  adscrito  al  Archivo  General  de  Protocolos, 
todos  los  demás  hechos  y  relaciones  jurídicas  cuyo  re 
gistro  es  obligatorio  conforme  artículo  338,  constitu 
yen  una  novedad  y  se  estima  que  su  inscripción  y 
control  serán  altamente  beneficiosos. 

Como  efecto  primario  de  la  publicidad  del  Re 
gistro,  las  actas  y  documentos  que  conforme  a  la  ley 
deben  registrarse,  sólo  surtirán  efectos  contra  terce 
ros  desde  la  fecha  de  su  inscripción 
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La  inscripción  o  modificación  de  Sociedad,  se 
encuentra  sujeta  en  primer  término  a  un  control  de  le- 
galidad que  ejerce  el  Registrador.  Si  se  han  llenado  los 
requisitos  legales,  hará  una  inscripción  provisional  y  la 
pondrá  en  conocimiento  del  público  por  aviso  en  los 
periódicos 

Quince  días  después  de  la  última  publicación, 
si  no  hay  objeciones  de  parte  interesada  o  del  Minis- 
terio Público,  el  Registrador  hará  la  inscripción  defi- 
nitiva, cuyos  efectos  se  retrotraerán  a  la  fecha  de  su 
inscripción  provisional. 

Contra  los  actos  y  resoluciones  del  Registrador 
Mercantil  podrá  reclamarse  ante  un  Juez  de  Primera 
Instancia  de  lo  Civil  Jurisdiccional,  tramitándose  la 
reclamación  por  incidente. 

Los  procedimientos  judiciales  para  reclamo  u 
oposiciones.sebuscóque  fueran  breves,  por  lo  cual  se 
ventilarán  por  procedimiento  oral. 

En  las  sociedades  extranjeras,  sujetas  a  Regis- 
tro, no  hay  inscripción  provisional.  La  inscripción 
definitiva  sólo  se  hará  cuando  hubiere  sido  concedida 
la  autorización  Gubernativa  para  operar  en  el  país, 
llenando  los  otros  requisitos  del  artículo  354. 

El  Registrador  extenderá  gratuitamente  Patente 
de  Comercio  a  toda  Sociedad,  comerciante  individual. 
Auxiliar  de  Comercio,  empresa  o  establecimiento  que 
haya  sido  inscrito;  y  en  la  sociedad  extranjera  autori- 
zada para  hacer  negocios  en  el  país  sólo  le  extenderá 
patente  previa  comprobación  de  la  efectividad  del  ca- 
pital asignado  a  sus  operaciones  según  el  artículo  353. 
Título  II 

De  la  Protección  a  la  Libre  Competencia 

La  libre  competencia  es  uno  de  los  pilares  fun 
damentales  de  la  estructura  económica  de  países  que, 
como  Guatemala,  reconocen  la  libre  empresa  y  la  es- 
timulan como  factor  importante  del  desarrollo  na- 
cional. Siendo  la  libre  competencia  un  asunto  de 
tanta  importancia,  es  de  extrañarse  que  hasta  ahora 
no  haya  sido  objeto  de  una  protección  legal  concreta 
y  específica  y  que,  por  el  contrario,  aparte  de  disposi- 
ciones reglamentarias  disperas  y  de  ámbito  muy  limi- 
tado (Reglamento  contra  las  Prácticas  Desleales  de 
Comercio,  normas  en  cuanto  a  la  identificación  del 
origen  de  los  productos,  etc.),  ese  valor  jurídico  y 
económico  no  hubiera  merecido  antes  la  atención 
del  legislador 


La  libre  competencia  se  manifiesta  en  la  facul 
tad  del  consumidor  de  escoger  al  proveedor  de  pro 
ductos  que  necesita,  libre  de  presiones  y  engaños  y 
requiere  que  los  suministradores  de  productos  o  ser 
vicios  concurran  en  un  mercado  abierto  que  les  permí 
ta  acreditarse  y  establecer,  conservar  e  incrementar  su 
clientela  utilizando  medios  honestos. 

Dicho  en  otras  palabras,  la  libre  competencia 
protege  al  consumidor  que  es  el  alma  del  movimiento 
comercial  y  también  protege  a  la  clientela  como  va 
lor  inseparable  de  la  empresa  privada. 

Con  el  fin  de  evitar  abusos  de  empresas  que  ten 
gan  la  calidad  de  monopolios  de  hecho  o  de  dere 
cho,  estatales  o  privadas,  se  regulan  los  derechos  de 
todos  los  consumidores  de  los  productos  o  servicios 
que  proveen  o  puedan  proveer  tales  empresas,  obli 
gándolas  a  suministrarlos  a  quienes  los  soliciten,  en 
igualdad  de  condiciones  para  las  diferentes  catego 
rías  de  clientes  (Arto.  361).  La  existencia  de  un  úm 
co  proveedor  acarrea  la  indefensión  del  consumidor,  a 
menos  que  la  Ley  obligue  al  empresario  a  suministrar 
sus  bienes  o  servicios  a  todo  aquel  que  los  solicite, 
sin  discriminación.  Si  el  consumidor  no  tiene  la  facul 
tad  de  elegir  proveedor,  éste  tampoco  debe  poder  ele 
gir  su  clientela. 

Saliendo  ya  de  la  situación  extraordinaria  de 
las  empresas  que  por  cualquier  circunstancia  se  ven 
colocadas  en  la  posición  de  únicas  proveedoras  de  de 
terminados  bienes  o  servicios,  el  Código  da  un  con 
cepto  amplio  y  flexible  de  la  competencia  desleal 
(Arto.  362),  tipificándola  como  todo  pacto  o  hecho 
contrario  a  la  buena  fe  comercial  o  al  normal  y  hon 
rado  desenvolvimiento  de  las  actividades  mercantiles 
Se  reconoce  así  que  la  competencia  desleal,  como 
práctica  contraria  al  normal  desarrollo  de  la  libre 
competencia,  atenta  contra  la  estabilidad  del  merca 
do  y,  más  particularmente,  infringe  los  deberes  bási 
eos  del  comerciante  ante  sus  competidores. 

El  artículo  363  define  algunos  de  los  casos  ti 
picos  de  competencia  desleal,  aunque  deja  abierta  la 
definición  para  que  puedan  incluirse  otros  actos  si- 
milares a  los  detallados,  encaminados  directa  o  indi 
rectamente  a  desviar  la  clientela  de  otro  comercian 
te.  Tal  amplitud  y  flexibilidad  se  hace  necesaria,  poi 
que  es  prácticamente  imposible  clasificar  en  forma  ce 
rrada  los  actos  de  competencia  desleal,  ya  que  su  úm 
co  límite  es  la  imaginación  de  los  comerciantes  para 
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inventar  o  desarrollar  sistemas  para  el  desvio  de  la 
clientela  de  sus  competidores.  La  lectura    délos 
casos  detallados  nos  señala  que  los  mismos  tienen  al 
gunos  caracteres  comunes,  que  podrían  servir  de  base 
para  calificar  aquellos  actos  no  específicamente  def< 
nidos  y  que  son 


a)  los  actos  de  competencia  desleal  existen  cuando 
hay  por  lo  menos  cierta  afinidad  en  la  clientela 
(p  e  un  panadero  que  denigra  la  calidad  de 
los  productos  de  un  zapatero,  no  comete  un 
acto  de  competencia  desleal,  por  no  existir  esa 
comunidad  de  clientes). 

b)  Conducta  incorrecta  del  actor,  mediante  el  ein 
pleo  de  medios  que  no  son  corrientes  entre  peí 
sonas  honorables,  y 

c)  Susceptibilidad  del  actoi  para  causar  perjuicios 
a  los  competidores  (no  se  requiere  que  el  acto 
efectivamente  haya  ocasionado  una  pérdida 
económica,  sino  únicamente  que  sea  capa/  de 
producirla) 

La  acción  de  competencia  desleal  debe  enta 
blarse  ante  los  Tribunales  ordinarios  por  el  per|iidi 
cado,  por  la  asociación  gremial  a  que  pertenezca  o  el 
Ministerio  Público  y  el  Juez  a  quien  se  acuda  puerir 
dictar  las  providencias  cautelares  que  estime  adema 
das  para  proteger  al  público  consumidor  o  a  los  rom 
petidores,  siempre  que  el  actor  preste  garantía  su*' 
cíente  (artículo  367) 

Tales  medidas  pueden  llegar  hasta  la  incauín 
ción  de  mercaderías,  la  orden  al  infractor  de  suspen 
der  los  actos  de  competencia  desleal  o  el  retorno  de 
las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  la  realización 
de  los  hechos  indebidos. 

La  resolución  que  declare  la  existencia  de  actos 
de  competencia  desleal  deberá  contener  además  medí 
das  para  suspenderlos,  impedir  sus  consecuencias,  evi 
tar  su  repetición  y  resarcir  los  daños  y  perjuicios  que 
se  hayan  causado  por  el  comerciante  desleal  ademas 
de  que,  si  se  estima  que  hubo  culpa  o  dolo  por  paite 
del  demandado,  la  sentencia  puede  publicarse  pm  su 
cuenta,  como  sanción  moral  adicional 
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La  repetición  de  los  actos  por  el  infractor, 
después  de  que  se  ha  declarado  que  los  mismos  cons- 
tituyen competencia  desleal,  se  presume  dolosa  según 
el  artículo  366. 

Título  III 
De  la  Contabilidad  y  Correspondencia  Mercantiles 

Capítulos  I   y   II 
Contabilidad,  Correspondencia  y  Documentación 

Consciente  la  Comisión  de  la  necesidad  de  fle- 
xibilizar  los  sistemas  contables  y  abrir  la  puerta  para 
que  todos  los  procedimientos  modernos  puedan  te- 
ner cabida  sin  mayores  obstáculos,  orientó  el  Capí 
tulo  de  contabilidad  para  lograr  este  propósito. 

Los  libros  de  contabilidad  se  fijan  en  cuatro 
importantes,  dejando  a  salvo  aquellos  que  exijan 
las  leyes  especiales  de  orden  tributario  o  de  otra 
índole  según  el  artículo  368. 

Se  mantiene  la  exigencia  de  que  los  libros  sean 
operados  en  idioma  español  y  moneda  nacional,  pe- 
ro se  permite  para  las  sucursales  y  agencias  de  empre- 
sas extranjeras  radicadas  en  el  país,  llevar  un  duplica- 
do en  la  moneda  y  en  el  idioma  que  deseen,  previo 
aviso  al  Registro  Mercantil. 

Tanto  las  empresas  cuyo  activo  total  exceda 
de  cinco  mil  quetzales  y  en  general  toda  sociedad 
mercantil,  estarán  obligadas  a  llevar  su  contabili 
dad  por  medio  de  las  personas  legalmente  autoriza- 
das para  ello.  En  cuanto  a  los  libros  o  registros  en 
sí,  se  permite  cualquier  procedimiento  mecaniza- 
do, dejando  a  salvo  nuevamente  las  exigencias  de  ca- 
rácter fiscal,  (artículo  372). 

Se  mantiene  la  exigencia  de  cerrar  el  ciclo  fi- 
nanciero anualmente  y  con  ese  motivo  formular  su 
balance  general  y  el  estado  de  pérdidas  y  ganan- 
cias. Se  prohibe  llevar  más  de  una  contabilidad  para 
una  misma  empresa  ,  prohibición  que  abarca  todas 
las  actividades  empresariales,  sin  excepción.  Los  li- 
bros y  registros  de  una  empresa  deberán  ser  con- 
servados durante  todo  el  tiempo  que  ésta  dure  y  hasta 
la  liquidación  de  todos  sus  negocios. 

Se  creyó  necesario,  siguiendo  la  tónica  de  otros 
Códigos  modernos,  el  dar  una  norma  mínima  del  con 
tenido  de  los  llamados  estados  financieros  básicos, 
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como  son  el  balance  general  y  el  estado  de  pérdidas  y 
ganancias  (artículo  377). 

Se  incluye  la  obligación  de  que  los  balances  de 
toda  sociedad  mercantil  nacional  o  extranjera  autori 
zada  para  operar  en  el  país  deben  publicarse,  sin  ex 
cepción,  en  el  Diario  Oficial. 

La  conservación  de  la  correspondencia  y  justi 
ficantes  de  contabilidad,  deberán  mantenerse  duran 
te  un  período  no  menor  de  5  años,  se  deja  a  salvo 
la  disposición  de  leyes  especiales.  Se  permite  la  des 
trucción  de  documentos  que  correspondan  a  actos  o 
negocios  determinados,  pasado  el  tiempo  de  pres 
cripción  de  las  acciones  que  de  ellos  se  deriven  Se 
deja  totalmente  libre  el  sistema  de  archivo. 
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Libro  III 
De  las  Cosas  Mercantiles 

Título  Primero 
De  los  Títulos  de  Crédito 

Capítulo  Primero 
Disposiciones  Generales 

En  los  Títulos  de  Crédito  la  Comisión  se  fun- 
dó en  el  Proyecto  de  ley  Uniforme  Centroamericana 
elaborado  por  el  Dr.  Raúl  Cervantes  Ahumada,  en  el 
que  se  superan  las  convenciones  de  Ginebra  y  de  La 
Haya. 

Se  mantiene  el  nombre  de  Títulos  de  Crédito 
(artículo  385),  originados  en  la  doctrina  italiana,  pues 
la  crítica  que  hacen  las  doctrinas  germánicas  a  tal  de- 
nominación, no  se  estimaron  suficientes  para  cam- 
biarlo. 

El  concepto  de  Títulos  de  Crédito  repite  los 
lineamientos  clásicos  de  Vivante,  con  las  modifica- 
ciones, que  el  mismo  expresa. 

Las  características  y  efectos  de  la  literalidad  y 
autonomía  del  derecho  que  incorporan,  así  como  su 
ejercicio  o  transferencia  se  encuentran  reguladas  en 
el  Código. 

Todo  título  debe  contener  el  nombre  de  que 
se  trata.  No  hay  títulos  innominados. 

Los  títulos  deben  tener  la  firma  de  quien  los 
crea  y  si  no  sabe  o  no  puede  firmar  podrá  sucribirlo 
a  su  ruego  otra  persona,  cuya  firma  será  legalizada 
por  Notario  o  por  el  Secretario  Municipal  respecti- 
vo. En  los  títulos  en  serie  podrán  estamparse  firmas 
por  cualquier  sistema  controlado  y  deberán  llevar 
por  lo  menos  una  firma  autógrafa. 

Es  importante  la  disposición  por  la  cual,  la  omi- 
sión de  requisitos  esenciales  en  todo  título  de  crédi- 
to, no  afecta  el  negocio  que  origina  la  emisión  del 
documento. 

La  ley  de  circulación  la  impone  el  emisor.  El 
tenedor  no  lo  podrá  cambiar  sin  consentimiento  del 
emisor,  salvo  disposición  legal  en  contrario. 

La  incapacidad  de  alguno  de  los  signatarios,  o 
firmas  falsas,  no  invalidará  las  obligaciones  de  las 
demás  personas  que  suscriban  un  título  de  crédito. 
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val  es  par;;  el  pago  de  tíf u 

crédito  i|ue  contenga  la  ol  ie  pagar  dii 

La  emisión  o  transmisión  de  un  título  d 
dito,  saivo  pacto  expreso,  no  producirá  la  ex¡> 
de  la  t>;lación  causal  que  dio  lugar  a  tal  em¡ 
transmisión. 

Los  títulos  de  crédito  dados  en  pago  se 
men  recibidos  bajo  la  condición  "salvo  buen ' 
(articulo  410). 

También  se  crean  ios  títulos  representativos  de 
mercadeiías,  que  atribuyen  a  su  legítimo  tened 
derecho  a  la  entrega  de  la  derías  en  ello: 

adas,  su  posesión  y  el  podei  de  dispone 
mismas  mediante  la  transferencia  del  titulo. 

Mo  se  consideraron  títulos  de  crédito  los  bo 
letos,  Celias,  contraseñas,  billetes  de  lotería  y 
documentos  que  no  están  desuñados  a  circulai 
títulos  de  la  deuda  publica,  los  billei 

y  otios  títulos  equivalentes  se  rigen  uní  sus  le 
:  ¡les. 

Capítulos  II     III    y    IV 

■  loptó  la  división  tripartita  de  los  títulos  de 
crédito,  en  nominativos,  a  la  orden  y  al  portadi 

Son  títulos  nominativos  aquellos  que  se  crean  .1 
lavoi  de  una  persona  determinada  cuyo  nombre  se 
consigna  en  el  propio  texto  del  documento  y  en  el 
tegistio  del  creador.  Se  transmiten  mediante  endoso  e 
inscripción  en  el  Registio  (artículo  415). 

Los  títulos  a  la  orden  se  crean  a  favor  de  pe: 
sona  determinada  y  se  transmiten  mediante  endoso 
y  entrega  del  título  (artículo  418) 

Se  establecieron  las  diferentes  clases  de  e\\<\ 
sos  y  sus  requisitos. 

En  el  endoso  en  procuración  es  digno  de  nutai 
que  el  Mandato  que  confiere  tal  endoso,  no  termina 
con  la  muerte  o  incapacidad  del  endosante. 

Para  el  endoso  entre  bancos  bastarán  sus  sim 
pies  sellos 

Los   títulos   al   portadoi    no  están  emitirlos  ., 
favor  de  persona  determinada  y  se  transmiten 
simple  tradición  (artículo  436). 

Para  evitar  la  creación  indiscriminada  de  cuasi 
dineros  no  pueden  emitirse  títulos  de  crédito  al  poi 
ladoi ,  que  contengan  la  obligación  de  pagar  una  suma 
de  dinero,  salvo  en  los  casos  permitidos  exprésame*' 
te  pin  la  ley. 
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Capítulo  V 
De  la  Letra  de  Cambio 

Además  de  los  requisitos  generales  a  cumplir, 
como  título  de  crédito,  la  Letra  de  Cambio  debe  con- 
tener los  propios  de  ella  que  consigna  el  artículo 
número  441. 

Se  mantienen  como  formas  de  vencimiento,  las 
cuatro  que  se  han  venido  repitiendo,  pero  cualquiier 
otra  forma  de  vencimiento,  ya  no  trae  como  conse- 
cuencia la  nulidad  sino  por  el  contrario,  el  documen- 
to es  válido  y  se  considerará  pagadero  a  la  vista. 

Se  introduce  la  Letra  de  Cambio  documenta- 
da, que  la  práctica  ha  venido  imponiendo.  La  letra 
documentada  es  aquella  que  tiene  inserta,  como 
cláusula  "Documentos  contra  aceptación  o  docu- 
mentos contra  pago",  o  sus  abreviaturas  D/a.  y  D/p., 
en  el  propio  texto  de  la  letra  de  cambio  a  la  que  se 
acompañan  documentos.  El  Tenedor  queda  obligado 
a  no  entregar  los  documentos  sino  mediante  la  acep- 
tación o  pago  de  la  Letra  de  Cambio. 

La  aceptación  se  hará  constar  en  la  misma  Le- 
tra de  Cambio  ya  fuere  estampando  la  firma  en  la 
primera  o  segunda  cara  (artículo  451). 

La  aceptación  es  incondicional,  pero  podría 
limitarse  a  cantidad  menor.  La  aceptación  convier- 
te al  aceptante  en  principal  obligado.  El  aceptante 
queda  obligado  cambiariamente  aún  con  el  librador. 

Se  mantiene  el  concepto  de  que  la  Letra  de 
Cambio  deberá  presentarse  para  su  pago  el  día  de  su 
vencimiento  o  dentro  de  los  dos  días  hábiles  siguien- 
tes. El  presentarla»  a  una  cámara  de  compensación 
equivale  a  presentarla  al  pago  (artículo  463). 

El  protesto  sólo  será  necesario  cuando  el  crea 
dor  inserte  la  clausularon  protesto    artículo  469) 

Si  se  desconoce  el  domicilio  de  la  persona  con 
tra  la  cual  se  debe  efectuar  el  Protesto,  éste  se  prac 
ticará,  en  el  lugar  que  elija  el  notario  que  autorice 

No  será  necesario  el  Protesto  por  falta  de  pago 
si  la  Letra  de  Cambio  fue  protestada  por  falta  de 
aceptación. 
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Se  resuelve  el  problema  de  las  letras  de  cambio  a  la  vis- 
ta que  sólo  se  protestarán  por  falta  de  pago. 

El  protesto  se  hará  constar  en  el  propio  cuerpo 
de  la  Letra  de  Cambio  o  en  una  hoja  adherida  a  ella. 

Los  requisitos  del  protesto  están  en  el  ar- 
tículo 480. 

Se  mantiene  la  pluralidad  de  ejemplares  y  co- 
pias de  las  Letras  de  Cambio,  que  en  la  práctica  ha 
dado  buenos  resultados,  especialmente  en  opera- 
ciones internacionales. 

Capítulo  VI 

Del  Pagaré 

La  novedad  del  pagaré,  siguiendo  en  ello  la 
corriente  de  Norteamérica,  es  que  podrán  establecer 
se  intereses  convencionales  y  pagos  mediante  amor- 
tizaciones; según  se  establece  en  el  artículo  491. 

Capítulo  Vil 
Del  Cheque 

El  cheque  cada  día  tiene  mayor  auge  y  nuevas 
modalidades,  razones  por  las  cuales  la  Comisión  de 
Economía  trató  con  especial  interés  esta  materia.  El 
cheque  sólo  puede  ser  librado  en  formulario  impreso 
suministrado  o  aprobado  por  el  Banco.  El  título  en 
forma  de  cheque  que  se  lleve  en  contravención  a  es 
tas  reglas  no  produce  los  efectos  de  título  de  eré 
dito.que  es  un  efecto  diferente  a  la  nulidad  que  se 
consignaba  anteriormente  (artículo  494). 

Con  los  avances  tecnológicos,  sin  mengua  de 
la  seguridad,  las  firmas  autógrafas  que  en  todos  los 
demás  títulos  de  crédito  deben  ser  puestas  por  el 
girador  o  emisor,  en  los  cheques  pueden  ser  omití 
das  y  sustituidas  por  su  impresión  o  reproducción. 
La  legitimidad  de  la  emisión  podrá  ser  controla 
da  por  cualquier  sistema  que  se  convenga  con  el 
Banco. 

La  necesidad  de  dar  protección  a  la  circulación 
del  cheque  ha  impuesto  en  casi  todas  las  legislaciones, 
la  inclusión  de  la  norma  que  hace  responsable  del 
delito  de  estafa  al  que  defraudare  a  otrolibrandoun 
cheque  sin  fondos;  con  las  otras  disposiciones  que 
incluye  el  artículo  496. 

El  cheque  puede  ser  a  la  orden  o  al  portador. 
Si  no  se  expresa  el  nombre  del  beneficiario  se  reputa 
rá  al  portador. 
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El  cheque  por  esencia  es  negociable  mediante 
•'•ihIiiso,  pero  su  circulación  puede  limitarla  cualquier 
tenedor  estampando  en  el  documento  la  cláusula 
"no  negociable'.'. 

Se  aclaró,  sin  lugar  a  dudas,  que  todo  cheque 
es  pagadero  a  la  vista,  superando  la  situación  de  los 
cheques  artificiosamente  postdatados.  (artículo  501). 


Se  mantuvo  como  plazo  legal  para  presentación 
al  cobro  el  de  quince  días  calendario  a  partir  de  la 
fecha  de  creación,  plazo  que  trae  consecuencias  pa- 
ra la  revocación  y  protesto.  El  banco  librado  debe 
nfrecer  pago  parcial,  si  no  hay  fondos  suficientes  pa- 
ra cubrir  el  importe  total  del  cheque,  siendo  éste  un 
cambio  sustancial  de  postura  con  respecto  al  Código 
anterior. 

La  vida  del  cheque  se  limitó  a  seis  meses.  Este 
título  de  crédito  aún  cuando  esté  destinado  a  circu- 
lar no  debe  ser  de  duración  indefinida,  pues  su  fin 
primordial  es  ser  presentado  al  banco  para  su  pago. 

Como  cheques  especiales  se  estatuyeron  los  si- 
guientes: 

a)  Cheque  cruzado:  En  sus  variantes  de  cruzado, 
y  cruzado  especial,  que  sólo  pueden  ser  cobra- 
dos, el  primero  por  un  banco  y  el  segundo  por 
el  banco  designado  en  el  cruzamiento. 

h)  Cheque  para  abono  en  cuenta:  en  el  que  se 
prohibe  el  pago  en  efectivo. 

c)  Cheque  certificado:  En  el  que  el  librado  garan- 
tiza, mediante  certificación  la  existencia  de  fon- 
dos disponibles  para  el  pago  del  mismo.  Este 
cheque  por  esencia  es  irrevocable. 

el)  Cheque  con  provisión  garantizada:  En  ellos 
consta  la  fecha  de  entrega  y  el  vencimiento 
de  la  garantía  y  la  cuantía  máxima  por  las  cua- 
les cada  cheque  puede  ser  librado; 

e)  Cheques  de  caja:  Que  los  bancos  expiden  a  car- 
go de  sus  propias  dependencias; 

f)  Cheques  de  Viajero:  de  gran  uso  en  la  actuali- 
dad; y 
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g)  Cheques  con  talón  para  recibo  y  los  cheques 
causales,  que  servirán  de  comprobantes  de  pago 
para  todos  los  efectos  legales. 

Capitulo  Vil  I 

De  las  obligaciones  de  las  Sociedades 
(Debentures) 

(Créditos  Colectivos  Seriados) 

Las  obligaciones  de  sociedades  (debentures), 
las  Cédulas  Hipotecarias,  los  Bonos  Bancarios  y  los 
Certificados  Fiduciarios,  tienen  como  rasgo  común 
el  ser  modalidades  de  créditos  colectivos,  represen- 
tados por  títulos  de  crédito,  en  serie  (artículo  544  y 
siguientes). 

En  las  obligaciones  (debentures)  el  obligado  por 
el  crédito  es  una  sociedad  anónima;  en  las  Cédulas  Hi 
potecarias  lo  es  cualquier  persona,  en  los  Bonos  Ban 
carios  el  Banco  es  el  Deudor,  y  en  los  Certificados 
Fiduciarios,  el  fiduciario  de  un  fideicomiso  es  el  obli- 
gado. 

Se  fijaron  las  normas  para  la  emisión  de  obliga 
ciones,  requisitos  que  deben  contener  los  títulos, 
el  mecanismo  interno  que  debe  cumplir  la  sociedad 
para  la  emisión  y  las  reglas  de  la  escritura  de  crea- 
ción. 

Como  garantía  se  previo  que  la  sociedad  crea- 
dora no  pueda  reducir  su  capital  sino  en  proporción 
al  reembolso  que  haga  de  los  títulos  en  circulación. 
También  le  quedó  prohibido  a  la  sociedad  cambiar  su 
finalidad,  su  domicilio,  su  denominación  y  su  nació 
nalidad,  sin  el  consentimiento  de  la  Asamblea  General 
de  los  tenedores  de  obligaciones.  Además  de  las  ga 
rantías  específicas,  hipoteca  o  prenda,  la  sociedad 
emisora  responde  ilimitadamente  con  todos  sus  ac 
tivos  por  el  valor  de  la  emisión,  rompiéndose  así  el 
valladar  romano  de  la  no  existencia  de  saldo  insolu- 
to hipotecario,  en  bien  y  en  garantía  del  público  y  de 
la  solidez  del  título  (artículo  557). 

Se  previo  y  resolvió  la  representación  de  todos 
los  titulares  de  obligaciones,  por  medio  de  represen 
tante  común,  y  se  dieron  las  normas  que  rigen  las 
asambleas  de  los  obligacionistas. 

Las  Cédulas  Hipotecarias  se  encuentran  amplia 
mente  reguladas  en  el  Código  Civil.    La  Cédula  Hi 
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potecaria  ha  conquistado  por  derecho  propio  el  ran 
go  de  título  de  crédito,  y  el  Código  de  Comercio  se  lo 
reconoce.  Los  Bonos  Bancarios  se  rigen  por  leyes 
especiales.  Los  Certificados  Fiduciarios  deben  emitir 
se  siguiendo  el  procedimiento  de  los  bonos  banca 
rios.  Se  previeron  los  requisitos  que  deben  cumplir  los 
certificados  fiduciarios  y  el  derecho  que  atribuyen 
a  sus  titulares.  La  Comisión  estima  que  las  obliga 
dones  convertibles  en  acciones  llenarán  una  necesi 
dad  ampliamente  sentida.  Se  encuentran  regulados  en 
los  artículos  579  y  siguientes. 

Capítulo   IX 

Del  Certificado  de   Depósito  y   del 
Bono  de   Prenda 

El  Certificado  de  Depósito  es  un  título  repre 
sentativo  de  las  mercancías  (artículo  585).  El  bono  de 
prenda  incorpora  crédito  prendario  sobre  las  merca 
derías  amparadas  por  el  certificado  de  que  se  trate. 
Sólo  los  Almacenes  Generales  de  Depósito  podrán 
expedir  los  certificados  de  depósito  y  los  bonos  de 
prenda.  En  el  Código  de  Comercio  se  regula  el  alean 
ce  como  título  de  crédito  de  los  certificados  y  bonos 
de  prenda,  y  todo  lo  demás  referente  a  ellos  se  en 
cuentra  previsto  en  la  Ley  de  Almacenes  Generales 
de  Depósito,  Decreto  1746  del  Congreso  de  la  Repú 
blica. 

Capítulo  X 
De  la  Carta  de  Porte  o  Conocimiento  de  Embarque 

Los  porteadores  o  fletantes  que  exploten  ru 
tas  de  transporte,  bajo  concesión,  autorización  o  per 
miso  estatal,  podrán  expedir  cartas  de  porte  o  cono 
cimientos  de  embarque  que  tendrán  el  carácter  de 
títulos  representativos  de  las  mercancías  (artículo 
588).  Los  requisitos  de  la  Carta  de  Porte  o  Conocí 
miento  de  Embarque,  se  consignan  en  el  Código, 
pero  para  el  tráfico  internacional  se  aplicarán  los 
convenios  internacionales  y  leyes  aduaneras. 

Capítulo  XI 
De  la  Factura  Cambiaría 

Este  es  un  documento  de  reciente  creación  y 
que  la  Comisión  creyó  oportuno  incorporarlo  para 


facilitar  el  tráfico  mercantil  y  la  seguridad  dejas  ope- 
raciones. 

La  factura  cambiaría  es  un  título  de  crédito 
que  en  la  compraventa  de  mercaderías  el  vendedor 
puede  librar  y  entregar  o  remitir  al  comprador.  El 
comprador  estará  obligado  a  devolverla  al  vendedor, 
debidamente  aceptada.  La  factura  Cambiaría  debe  co- 
rresponder a  una  venta  efectiva  de  mercancías,  y  sólo 
así  se  puede  librar  (artículo  591).  Los  requisitos  de 
la  Factura  se  prevén  en  el  Código.  La  venta  de  mer- 
caderías amparadas  con  letras  de  cambio,  pagarés, 
cartas  de  crédito  y  otros  títulos  quedan  exceptuadas 
del  régimen  dispuesto  para  las  facturas  cambiarías, 
toda  vez  que  estas  operaciones  están  cubiertas  por 
aquellos  títulos,  y  es  absurdo  duplicarlos. 


Las  causas  por  las  cuales  el  comprador  puede 
negarse  a  aceptar  la  factura  se  enumeran  en  el  Có- 
digo. 

Capítulo  XII 
De  las  Cédulas  Hipotecarias 

Las  cédulas  hipotecarias  no  pierden  su  calidad 
de  muebles  aunque  son  garantizadas  con  hipoteca 
(artículo  605). 

Se  determina  en  el  Código  las  diferencias  que 
tienen  las  cédulas  hipotecarias  creadas  por  un  banco 
o  con  su  intervención  o  garantía. 

Capítulo  XIII 
De   los  Vales 

Los  vales  tienen  uso  muy  grande  en  el  comercio 
y  se  encuentran  previstos  en  el  Código  (artículo  607). 

Capítulo  XIV 
De   los  Bonos  Bancarios 

Los  bonos  bancarios  se  rigen  por  sus  leyes  es- 
peciales y  supletoriamente  por  el  Código  de  Comer- 
cio (artículo  608). 
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Capítulo  XV 
De  los  Certificados   Fiduciarios 

Los  certificados  fiduciarios  sólo  pueden  emi- 
tirse como  consecuencia  de  fideicomisos  constitui- 
dos con  esa  finalidad. 

El  procedimiento  para  la  emisión,  los  derechos 
que  atribuyen  a  los  titulares  y  demás  regulaciones, 
están  en  los  artículos  610  al  614  del  Código. 

Título  II 
De  los  procedimientos. 

Capítulo  I 
De  la  acción  cambiaría 

El  Código  de  Comercio  se  proyectó  como  un 
conjunto  de  normas  sustantivas.  Por  esta  razón  las 
adjetivas  son  materia  del  Código  Procesal  Civil  y  Mer- 
cantil y  de  algunas  leyes  específicas  como  la  Ley  de 
Almacenes  Generales  de  Depósito.  Ello  no  obstante, 
era  indispensable  fijar  el  alcance  de  la  acción  cambia- 
ría de  los  títulos  de  crédito. 

Se  establecieron  los  casos  en  los  cuales  la  ac- 
ción cambiaría  se  puede  ejercitar.  (Artículo  615). 

La  acción  cambiaría  es  directa,  cuando  se  de- 
duce contra  el  principal  obligado  o  sus  avalistas  y  de 
regreso  cuando  se  ejercita  contra  cualquier  obli- 
gado. El  último  tenedor  del  título,  mediante  la  ac- 
ción cambiaría,  puede  reclamar  el  pago  de  los  impor 
tes  y  conceptos  que  consigna  el  artículo  617.  Los  re- 
clamos que  puede  ejercer  por  la  acción  cambiaría,  el 
obligado  en  la  vía  de  regreso  que  pague  el  título, 
están  enumerados  en  el  artículo  618.  Las  excepcio- 
nes y  defensas  propias  de  la  acción  cambiaría,  que  son 
diferentes  a  las  otras  excepciones  y  defensas  procesa- 
les, se  consignaron  en  el  artículo  619. 

El  tenedor  de  título  de  crédito  puede  ejercitar 
la  acción  cambiaría  contra  el  librador,  el  aceptante, 
el  endosante  anterior  a  él  y  los  avalistas,  sea  con- 
junta o  únicamente  contra  alguno  o  algunos  de  ellos, 
como  deudores  principales,  sin  perder  en  este  caso 
la  acción  contra  los  otros  y  sin  obligación  de  seguir 
el  orden  de  las  firmas  que  guardan  el  título.  El  úl- 
timo tenedor  del  título,  debidamente  protestado, 
así  como  el  obligado  en  la  vía  de  regreso  que  lo  haya 
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pagado,  pueden  cobrar  a  los  demás  signatarios  en  cua- 
lesquiera de  estas  formas:  cargándolas  o  pidiéndoles 
que  se  les  abonen  en  cuenta,  o  girando  a  su  cargo  a  la 
vista,  por  el  valor  del  título,  más  gastos  y  costas  le- 
gales, que  es  supervivencia  de  la  letra  de  resaca. 

Se  previo  en  los  artículos  623  al  629  la  caduci- 
dad y  la  prescripción,  haciendo  aplicación  de  las  re- 
glas mercantiles. 

Capítulo  II 
Del  procedimiento  de  cobro 

El  procedimiento  de  cobro  es  la  vía  ejecutiva, 
sin  necesidad  de  reconocimiento  de  firmas  ni  de  otro 
requisito,  salvo  que  el  protesto  fuere  legalmente  ne- 
cesario, y  en  cuanto  a  la  forma5incidencias  y  demás 
se  debe  estar  a  lo  estatuido  en  el  Código  Procesal 
Civil  y  Mercantil. 

El  cobro  del  bono  de  prenda  se  regirá  por  las 
disposiciones  de  la  ley  específica. 

Capítulo  III 

De  la  cancelación,  la  Reposición  y  la 
Reivindicación  de  los  Títulos  de  Crédito 

Para  la  reposición  de  los  títulos  nominativos, 
no  es  necesaria;  la  intervención  judicial,  y  se  puede 
pedir  directamente  a  quien  tenga  a  su  cargo  el  regis- 
tro de  los  títulos;  el  que  podrá  exigir,  si  lo  juzga  ne- 
cesario, el  otorgamiento  previo  de  garantía, (Artícu- 
lo 632). 

Los  títulos  de  Crédito  a  la  orden  o  al  portador 
que  se  deterioraren  o  destruyeren  en  parte,  pero  que 
subsisten  en  ellos  los  datos  necesarios  para  su  ¡den 
tificación,  se  podrán  reponer  siguiendo  procedimien 
tos  judiciales  en  la  vía  voluntaria. 

Está  prevista  la  reposición  de  los  títulos  a  la 
orden  que  se  ventilará  judicialmente,  en  la  vía  volun- 
taria. (Artículo  634). 

Los  títulos  al  portador  no  serán  cancelables  y  se 
prevé  su  reposición  en  la  forma  establecida  en  el  ar- 
tículo 651. 

El  tenedor  de  un  título  al  portador  puede  noti- 
ficar al  emisor  el  extravío  o  el  robo  del  mismo  y  si 
transcurre  el  término  de  prescripción  de  los  derechos 
incorporados  en  el  título  sin  haberse  presentado  a  co 
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brarlo  un  tenedor  de  buena  fe,  el  obligado  deberá 
pagar  el  principal  y  los  accesorios  al  denunciante. 

Esta  regla  no  es  aplicable  a  los  títulos  de  la 
deuda  pública,  los  billetes  de  banco  y  otros  títulos 
equivalentes  que  se  rigen  por  las  leyes  especiales;  y 
tampoco  es  aplicable  a  la  reposición  de  acciones  que 
tienen  un  procedimiento  especial,  (artículo  129). 

Los  títulos  de  Crédito  podrán  ser  reivindica- 
dos en  los  casos  de  extravío  o  robo. 

Título  III 
De  la  Empresa  Mercantil  y  sus  elementos 

Capítulo   I 
De  la  Empresa  Mercantil 

El  presente  Código  enfoca  a  la  empresa  mercan- 
til como  una  cosa,  como  una  universalidad  jurídica 
que  tiene  vida  económica  permanente,  independien- 
temente del  cambio  de  sus  elementos  o  integrantes. 

Ahora  bien,  esa  cosa  universal  se  integra  de  la 
coordinación  de  elementos  personales  (trabajo),  ma- 
teriales (mercadería,  establecimiento,  créditos,  etc.)  e 
inmateriales  (clientela,  aviamiento,  propiedad  indus- 
trial, etc.),  con  el  objeto  de  ofrecer  al  público,  con 
propósito  de  lucro  y  de  manera  sistemática,  bienes  o 
servicios.  (Artículo  655). 

Como  cosa  universal,  la  empresa  puede  nego- 
ciarse y  ser  objeto  de  toda  clase  de  contratos  lícitos, 
incluyendo  la  enajenación  por  cualquier  medio,  gra- 
vamen, arrendamiento,  usufructo,  etc. 

Por  su  característica  de  cosa  mercantil  típica, 
la  empresa  es  reputada  como  un  bien  mueble,  aunque 
entre  sus  elementos  materiales  se  incluyan  inmue- 
bles. En  consecuencia,  los  contratos  que  afecten  la 
empresa  quedan  únicamente  sujetos  a  las  formalida- 
des que  exige  la  ley  para  negocios  jurídicos  relativos 
a  muebles;  pero  ello  no  exime  de  la  obligación  de  lle- 
nar las  solemnidades  legalmente  requeridas  para  la 
transmisión  o  gravamen  de  inmuebles,  cuando  la 
empresa  los  tiene  entre  sus  elementos  materiales. 

La  transmisión  de  la  empresa  requiere,  para  la 
protección  de  los  acreedores  del  empresario  social 
que  sea  titular,  todos  los  pasos  y  la  publicidad  esta- 
blecidos para  la  fusión  de  sociedades.  En  caso  el  em- 
presario sea  persona  individual,  es  necesario  darle  la 

56 


debida  publicidad  previa,  antes  de  que  la  operación 
se  consume. 

A  fin  de  evitar  los  problemas  que  actualmente 
se  confrontan  en  la  preparación  de  contratos  sobre 
empresas,  el  Código  establece,  como  disposición  su- 
pletoria, un  detalle  de  los  elementos  que  deben  en- 
tenderse incluidos  en  un  contrato  de  esa  naturaleza. 
(Artículo  657). 

Para  facilitar  los  contratos  que  tengan  por  ob- 
jeto la  transmisión  de  una  empresa,  el  Código  esta- 
blece que  la  cesión  de  los  créditos  a  favor  de  la  em- 
presa cedida,  surte  efecto  ante  los  deudores  de  la 
misma  desde  la  inscripción  del  negocio  en  el  Regis- 
tro Mercantil,  aunque  los  deudores  no  hayan  sido 
notificados  y  aun  en  caso  de  que  no  acepten  la  ce- 
sión. 

Por  otra  parte,  los  acreedores  de  la  empresa 
cedida  tienen  el  derecho  de  oponerse  dentro  del  año 
siguiente  a  la  publicación  de  la  proyectada  cesión  y 
tal  oposición  o  inconformidad,  hace  que  la  substitu- 
ción de  deudor  no  produzca  efectos  en  cuanto  a  los 
acreedores  ¡nconformes. 

A  fin  de  que  los  embargos  e  intervenciones  ju- 
diciales no  entorpezcan  la  marcha  de  la  empresa,  co- 
mo actividad  económica  y  de  que  tales  medidas  pre- 
cautorias cumplan  exactamente  su  cometido  de  ga- 
rantizar derechos  de  los  acreedores  embargantes,  sin 
los  excesos  a  que  en  la  actualidad  se  presta  la  in- 
tervención, se  sientan  reglas  especiales  para  el  em 
bargo  de  la  empresa  mercantil,  definiendo  que  la  fun- 
ción del  interventor  es  simplemente  asumir  la  caja. 

En  caso  de  enajenación  de  empresa,  se  estable- 
ce como  norma  la  prohibición  del  vendedor  de  com- 
petir con  su  sucesor,  durante  un  plazo  de  5  años,  evi- 
tando así  el  desvío  de  clientela  que  se  deriva  de  tal 
concurrencia  desleal. 

Capítulo  II 

De  algunos  elementos  de  la  empresa  mercantil 

Sección  Primera 
Del  establecimiento 

En  protección  a  los  acreedores  del  estableci- 
miento, se  obliga  al  titular  a  darles  un  preaviso  de 
15  días,  en  caso  de  cambio  de  local  y,  además,  se 
obliga  a  la   inscripción  del  cambio  en  el  Registro 
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Mercantil.  Si  el  cambio  de  local  pudiere  resultar  per- 
judicial al  valor  del  establecimiento,  previa  declara- 
ción judicial,  los  acreedores  podrán  de  inmediato  dar 
por  vencido  el  plazo  de  sus  créditos,  salvo  que  el  pro- 
pietario preste  garantía  suficiente. 

En  igual  forma,  el  cierre  definitivo  de  un  es- 
tablecimiento da  por  vencido  todo  el  pasivo  que  lo 
afecta  y  los  acreedores  pueden  proceder  al  cobro 
-aun  judicial-  de  sus  créditos,  aprobando  la  clau- 
sura. 

Sección  Segunda 

De  los  Nombres  Comerciales,  Marcas,  Avisos, 
Anuncios  y  Patentes   de    Invención. 

Todo  lo  relativo  a  estos  elementos  inmateria- 
les de  la  empresa  se  remite  a  las  leyes  especiales  que 
los  regulan. 

LIBRO  IV 
Obligaciones  y  Contratos  Mercantiles 

Título  I 
Disposiciones  Generales 


Capítulo   Único 
De  las  Obligaciones  en  General. 

En  el  artículo  primero  del  Código  se  dice  que 
en  defecto  de  las  disposiciones  de  este  mismo  Có- 
digo, se  aplicarán  las  del  Derecho  Civil,  interpretadas 
de  conformidad  con  los  principios  que  inspiran  el 
Derecho  Mercantil.  En  este  capítulo  se  patentizan  cla- 
ramente las  notas  que  tipifican  y  caracterizan  al  Dere- 
cho Mercantil  como  una  disciplina  y  un  régimen  de 
relaciones  jurídicas  con  características  propias  que  lo 
diferencian  en  forma  terminante  del  Derecho  co- 
mún. No  es  que  el  Derecho  Mercantil  sea  un  derecho 
característico  de  la  profesión  de  comerciante,  ni  tam- 
poco un  derecho  tutelar  del  acto  de  comercio.  La  im- 
portancia que  en  las  relaciones  económicas  contem- 
poráneas ha  adquirido  el  Derecho  Mercantil,  hace  que 
trascienda  de  su  concepción  clásica  y  que  sea  menes- 


ter  definir  con  cuidado  sus  contornos  y  precisar  aque- 
llas características  que  le  son  peculiares  y  que  lo  dis- 
tinguen de  las  demás  ramas  del  Derecho. 

Partiendo  del  secular  principio  de  que  la  rela- 
ción jurídica  mercantil  se  interpretará,  ejecutará  y 
cumplirá  conforme  a  la  verdad  sabida  y  a  la  buena  fe 
guardada,  se  justifica  este  principio  como  medio  para 
conservar  y  proteger  las  rectas  y  honorables  intencio- 
nes de  los  contratantes,  las  cuales  se  presume  que 
siempre  existen  en  la  relación  mercantil,  (Artículo 
669).  Es  decir  el  comercio  descansa  en  la  buena  fe  y 
en  la  honorabilidad  del  comerciante  y  quien  actúa 
sin  tales  atributos,  desnaturaliza  el  derecho  comercial 
y  es  merecedor  del  desprecio  de  la  sociedad  y  de  los 
castigos  de  la  ley.  Por  ello  la  interpretación  del  con- 
trato mercantil  es  amplia  y  generosa  y  jamás  suscep- 
tible de  interpretación  arbitraria  o  caprichosa  que  en 
cualquier  forma  limite  los  efectos  naturales  del  con- 
trato de  comercio. 

Puesto  que  la  buena  fe  debe  ser  siempre  apa- 
rente, clara  y  diáfana,  no  puede  obligarse  al  contra- 
tante a  inquirir  acerca  de  la  legitimidad  de  los  actos 
de  aquél  que  en  apariencia  está  facultado  para  contra- 
tar, y  por  ello,  quien  consienta  que  alguna  persona 
actúe  como  si  estuviese  facultado  para  contratar, 
queda  obligado  en  forma  perfecta  ante  terceros  que 
obraron  de  buena  fe. 

La  agilidad  y  extremada  movilidad  de  los  con- 
tratos mercantiles  hace  necesario  suprimir  todo  requi 
sito  de  forma  como  condición  de  validez.  Consecuen- 
temente, pueden  perfeccionarse  por  cualquier  medio 
y  comprobarse  también  por  cualquier  medio,  salvo 
aquellos  contratos  sujetos  a  formas  o  solemnida- 
des especiales.  Aquí  desaparecen  los  requisitos  de 
escritura,  de  cuantía  y  otros,  que  trasladados  del  De- 
recho común,  no  hicieron  sino  distorsionar  el  contra- 
to de  comercio. 

El  contrato  mediante  formulario  (Artículo 
672),  tan  frecuente  en  el  comercio,  se  disciplina  en 
forma  cuidadosa,  ya  que  no  es  suficiente  ni  adecuada 
la  concepción  de  mero  contrato  de  adhesión  a  que  se 
refiere  el  artículo  1520  del  Código  Civil.  Aquí  la  in- 
terpretación es  especial,  pero  es  siempre  diferente  de 
la  del  derecho  común,  pues  no  basta  el  principio  del 
artículo  1600  del  Código  Civil,  y  menos  la  del  1602 
de  que  la  duda  debe  decidirse  en  favor  del  obligado, 
sino  que  se  impone  a  quien  prepara  el  formulario  la 
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obligación  de  ser  claro  y  preciso,  ya  que  de  lo  con- 
trario la  interpretación  le  será  desfavorable.  Aquí 
también,  como  en  todo  contrato  mercantil,  lo  primor- 
dial es  asegurar  que  el  contrato  sea  siempre  válido  y 
presumir  siempre  la  honorabilidad  y  la  buena  inten- 
ción de  los  contratantes. 

Cuando  el  contrato  se  formaliza  mediante  pó- 
lizas, facturas,  órdenes,  pedidos  u  otros  documentos 
semejantes  suscritos  por  una  de  las  partes,  se  estable- 
ce el  procedimiento  de  rectificación. 

Nota  característica  del  derecho  mercantil  es 
la  de  que  por  ministerio  de  la  ley  los  codeudores  son 
siempre  solidarios  entre  sí,  salvo  el  pacto  expreso  en 
contrario,  (artículo  674).  Esta  norma  contrasta  con 
la  del  artículo  1353  del  Código  Civil  que  establece 
que  la  solidaridad  no  se  presume  y  obliga  a  ser  tanto 
más  cuidadoso  en  la  determinación  de  si  un  contrato 
es  o  no  mercantil  conforme  a  las  reglas  del  título 
preliminar  del  proyecto.  Igual  sucede  con  el  fiador  de 
la  obligación  mercantil,  quien  no  goza  del  beneficio 
de  excusión  del  artículo  2106  del  Código  Civil. 

La  obligación  mercantil  estipulada  sin  plazo 
es  exigible  inmediatamente  y  se  incurre  en  mora  sin 
necesidad  de  requerimiento  alguno.  La  prórroga  debe 
ser  expresa.  Los  títulos  de  crédito  están  sujetos  a  re- 
glas especiales  que  se  comentan  en  el  lugar  adecuado. 

La  obligación  sobre  cosa  cierta  genera,  en  caso 
de  mora  y  en  defecto  de  pacto,  la  obligación  de  pago 
de  intereses  legales  y  se  dan  las  reglas  para  determinar 
el  valor  de  la  cosa  conforme  principios  mercantiles. 
Si  el  acreedor  estimare  que  los  daños  y  perjuicios  fue- 
ren mayores  que  dichos  intereses,  podrá  exigir  el  pago 
del  excedente. 

El  incumplimiento  de  leyes  y  requisitos  fisca- 
les no  exonera  ni  libera  del  cumplimiento  del  con- 
trato o  de  la  obligación  mercantil. 

El  principio  de  la  libertad  de  contratación  se 
limita  cuando  la  negativa  a  contratar  constituya  ac- 
to ¡lícito  o  abuso  de  derecho. 

El  acreedor  mercantil  puede  ejercer  derecho  de 
retención  sobre  bienes  del  deudor  que  tuviere  en  su 
poder  y  tendrá  las  obligaciones  de  un  depositario,  ce- 
sando la  retención  si  el  deudor  consigna  o  garantiza 
lo  adeudado.  La  retención  por  el  acreedor  no  impide 
ni  la  transmisión  de  los  bienes  ni  su  embargo,  y  deja  al 
acreedor  sujeto  a  responsabilidades  en  los  casos  que 
indica  el  artículo  687. 


Siendo  el  comercio  esencialmente  especulati- 
vo,  no  es  causa  para  eludir  el  cumplimiento  del  con- 
trato el  hecho  de  haber  vuelto  la  prestación  excesi 
vamente  onerosa  por  haber  ocurrido  hechos  extra- 
ordinarios o  imprevisibles,  ya  que  éstos  se  conciben 
como  riesgos  normales  inherentes  al  tráfico  mercantil. 
La  única  excepción  es  la  de  los  contratos  de  tracto 
sucesivo  o  de  ejecución  diferida. 

El  contrato  plurilateral  sobrevive  la  nulidad  que 
afecta  a  una  de  las  partes,  siempre  que  tal  nulidad 
no  haga  imposible  el  contrato. 

Cuando  en  contratos  mercantiles  se  hubiere  ha- 
blado de  determinado  orden  de  mercaderías  en  tér 
minos  generales  sin  determinarse  su  especie  o  cali 
dad  en  forma  precisa,  se  entenderá  que  la  mercade- 
ría objeto  de  contrato  será  de  calidad  media.es  decir 
ni  óptima  ni  ínfima. 

El  interés  compuesto  o  capitalización  de  in 
tereses  es  lícito  en  las  obligaciones  mercantiles, 
siempre  que  la  tasa  de  interés  no  sobrepase  la  tasa 
máxima  permitida  a  los  bancos,  (artículo  691). 

Se  permite  celebrar  contratos  mercantiles  con 
la  cláusula  de  designar  a  la  persona  que  será  el  con- 
tratante definitivo  y  si  no  se  realiza  tal  designación, 
el  contrato  será  perfecto  entre  los  contratantes  origi 
nales. 

Las  obligaciones  de  pago  por  abonos,  amorti 
zaciones  o  tractos  sucesivos,  se  darán  por  vencidas 
y  la  totalidad  de  la  obligación  será  exigible  si  se  falta- 
re a  uno  solo  de  los  pagos  convenidos,  salvo  pacta 
en  contrario. 

Finalmente,  este  capítulo  indica  que  única 
mente  a  falta  de  disposiciones  especiales  mercanti 
les  (artículo  694),  se  podrán  aplicar  las  disposicio 
nes  del  Código  Civil.  Sin  embargo,  debe  insistí rse  a 
este  respecto  que  de  acuerdo  con  el  artículo  1o.  del 
Código  de  Comercio,  las  disposiciones  del  Derecho 
Civil  han  de  ser  cuidadosa  y  certeramente  interpreta 
das  de  acuerdo  con  los  principios  que  inspiran  el  De 
recho  Mercantil.  El  artículo  1o.  y  el  artículo  694  del 
proyecto  guardan  estrecha  e  indisoluble  relación,  de- 
finiendo el  ámbito  que  se  le  reserva  al  derecho  común 
como  supletorio  al  mercantil,  pero  en  forma  total- 
mente subordinada  a  las  necesidades  del  comercio  y 
de  la  economía  moderna. 
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Título  II 

De  los  Contratos  Mercantiles  en  Particular 

Capítulo  I 
De  la  Compraventa  Mercantil 

Se  dan  las  reglas  propias  de  las  compraventas 
mercantiles  y  se  definen  las  expresiones  FOB,  FAS, 
CIF,  CF,  y  sus  consecuencias  legales.  Es  importante 
hacer  notar  que  en  la  promesa  u  opción  a  compra- 
venta de  cosas  mercantiles,  las  partes  son  libres  de 
pactar  el  plazo  sin  límite  alguno,  (artículos  697,  698, 
699,  704). 

Capítulo   II 
Del  Suministro 

El  suministro  es  una  figura  mercantil,  que  no 
tiene  equivalente  en  el  Derecho  Civil.  Por  este  con- 
trato una  parte  se  obliga  mediante  un  precio,  a  rea- 
lizar en  favor  de  la  otra,  prestaciones  periódicas  o 
continuadas  de  cosas  o  servicios  (Artículo  707). 

Capítulo   III 
Del  Depósito  Mercantil 

Como  depósitos  mercantiles  se  consignaron,  el 
Depósito  irregular  y  el  Depósito  de  Almacenes  Ge 
nerales  de  Depósito.  (Artículo  714  y  717). 

Sección  Primera 
Del  Depósito  Irregular 

Desde  hace  mucho  tiempo  ha  sido  controver 
tida  la  nauraleza  jurídica  del  depósito  irregular.  Por 
tradición  se  mantiene  el  nombre  de  Depósito,  pero 
las  normas  que  le  son  aplicables,  en  el  caso  de  depó- 
sito de  cosas  fungibles,  son  las  del  contrato  de  Mutuo. 
En  el  caso  de  dinero  depositado  en  Bancos,  se  trans- 
fiere la  propiedad  al  Banco  depositario,  quien  tiene 
la  obligación  de  restituirlo. 

Los  Depósitos  recibidos  en  nombre  de  dos  o 
más  personas  podrán  ser  devueltos  a  cualesquiera  de 
ellas,  aún  en  caso  de  muerte  de  uno  o  varios  de  los 
62 


codepositantes,  a  menos  que  se  hubiere  pactado  lo 
contrario.  (Artículo  716). 

Sección   II 
Del  Deposito  en  Almacenes  Generales 

El  depósito  en  Almacenes  Generales  es  un  con 
trato  mercantil  que  se  encuentra  regulado  en  exten 
so  por  la  ley  específica.  (Artículo  717). 

Capítulo   IV 
Operaciones  de  Crédito 

Sección  Primera 

De  la  Apertura  de  Crédito. 

En  el  artículo  718  se  fija  el  concepto  de  este 
contrato  y  en  los  restantes  se  dan  unas  cuantas  re 
glas  supletorias,  por  lo  que  es  legalmente  posible  que 
el  acreditante  pueda  poner  a  disposición  del  accedí 
tado  la  suma  de  dinero  en  una  sola  partida,  hacerlo 
por  entregas  graduales,  sujetarla  a  codición  y  término 
o  cualquier  otra  modalidad.  Puede  ser  el  pago  por 
amortizaciones  o  en  conjunto.  Si  se  tratare  del  caso 
de  provisión  de  fondos  para  el  pago  de  obligaciones 
contraídas  por  el  acreditante,  por  cuenta  del  acredi 
tado,  esta  provisión  debe  ser  hecha,  la  que  correspon 
da,  a  más  tardar  el  día  hábil  anterior  al  vencimiento 
Puede  ser  usado  el  crédito  una  sola  vez,  hasta  el 
monto  máximo  fijado,  o  bien,  serlo  en  forma  revol 
vente. 

La  comisión  es  un  cargo  fijo  sobre  la  suma 
total  que  está  obligado  a  pagar  el  acreditado  al 
acreditante,  aunque  no  disponga  del  Crédito.  Los  in 
tereses  corren  únicamente  sobre  saldos. 

Sección  Segunda 
Del  Descuento 

Algunos  tratadistas  estiman  que  el  descuento 
es  una  cesión  de  crédito  no  vencido  cuyo  precio  es  in 
ferior  a  su  monto,  conociéndose  este  diferencial  como 
tasa  de  descuento. 

Siguiendo  reglas  mercantiles,  el  descontata 
rio  debe  responder  del  pago  del  crédito  transferido 
salvo  pacto  expreso  en  contrario,  (Artículo  729)  Si 
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se  tratare  de  letras  documentadas  el  descontador  ten- 
drá además  los  derechos  de  un  endosatario  en  garan- 
tía sobre  los  títulos  representativos  correspondientes, 
mientras  los  conserve  en  su  poder. 

También  se  previo  el  descuento  de  créditos 
abiertos  en  los  libros  de  comerciantes  fijándose  los  re- 
quisitos que  se  deben  satisfacer. 

Sección  Tercera 
Del  Contrato  de  Cuenta  Corriente 

En  virtud  del  mismo,  los  créditos  y  débitos  de- 
rivados de  las  remesas  recíprocas  de  las  partes  se  con- 
sideran, respectivamente,  como  partidas  de  abono  y 
cargo  en  la  cuenta  de  cada  cuentacorrentista,  y  sólo 
el  saldo  que  resulte  al  cierre  de  la  cuenta  constitui- 
rá un  crédito  exigible  en  los  términos  que  se 
hubieren  previamente  convenido.  (Artículo  734). 

Las  circunstancias  de  que  en  la  contabilidad  de 
un  comerciante  se  abra  una  cuenta  corriente  a  otro, 
quien  a  su  vez  lleva  una  cuenta  corriente  al  primero, 
no  prueba,  por  sí  sola,  que  existe  entre  ellos  un  con- 
trato de  cuenta  corriente. 

Por  las  características  de  este  contrato,  un  ter- 
cero acreedor  sólo  puede  embargar  el  saldo  eventual 
de  la  cuenta  corriente. 

Este  contrato  está  perfectamente  diferenciado 
del  de  apertura  de  crédito  en  cuenta  corriente. 

Sección  Cuarta 

Del  Reporto 

La  Comisión  estima  que  el  reporto  puede  lle- 
gar a  ser  el  vehículo  apropiado  para  que  sean  absor 
bidos  por  el  mercado  los  Títulos  en  serie  y  los  Cré- 
ditos Colectivos. 

El  reportador  adquiere  por  una  suma  de  dine- 
ro la  propiedad  de  Títulos  de  crédito,  y  se  obliga  a 
transferir  al  reportado  la  propiedad  de  otros  tantos 
títulos  de  la  misma  especie  en  el  plazo  convenido, 
contra  reembolso  del  mismo  precio  que  podrá  ser 
aumentado  o  disminuido  de  la  manera  convenida. 
El  reporto  se  perfecciona  por  la  entrega  cambiaría 
de  los  títulos.  (Artículo  744).  Si  en  el  primer  día 
hábil  siguiente  al  vencimiento  del  plazo  del  reporto 
no  se  liquida  ni  prorroga  la  operación,  se  tendrá  por 


abandonada  y  la  parte  a  cuyo  ravor  resultare  una  di- 
ferencia podrá  reclamarla. 

Se  estatuyeron  los  requisitos  que  debe  conté 
ner  el  reporto  y  lo  referente  a  los  derechos  de  opción, 
dividendos,  intereses  y  votos,  de  los  títulos  dados  en 
reporto,  así  como  lo  referente  a  los  llamamientos. 

Sección  Quinta 

De  las  Cartas  Ordenes  de  Crédito 

Las  Cartas  Ordenes  de  Crédito,  cuyo  uso  ha- 
bía decaído,  actualmente  tienen  demanda  y  aplica- 
ción como  instrumentos  de  garantía  para  préstamos  u 
obligaciones.  La  Carta  Orden  de  Crédito  se  expide  en 
favor  de  una  persona  determinada  y  no  serán  negó 
dables,  expresarán  una  cantidad  fija  o*un  máximo 
cuyo  límite  se  debe  señalar  con  precisión  (Artícu- 
lo 750).  Las  Cartas  Ordenes  de  Crédito  no  están 
sujetas  a  aceptación  ni  son  protestables.  El  tenedor 
no  tiene  derecho  contra  las  personas  a  quienes  van  di- 
rigidas. 


El  dador  de  una  carta  orden  de  crédito  que- 
dará obligado  hacia  la  persona  a  cuyo  cargo  la  dio, 
por  la  cantidad  que  ésta  pague  en  virtud  de  la  carta, 
dentro  de  los  límites  fijados  en  la  misma.  A  su  vez,  el 
tomador  deberá  reembolsar  al  dador  todas  las  canti- 
dades que  éste  hubiere  pagado  en  virtud  de  la  carta, 
más  los  intereses  legales,  pagos  que  debe  hacer  tan 
pronto  los  haya  hecho  efectivos  el  dador,  salvo  pac 
to  en  contrario. 

Sección  Sexta 

De  las  Tarjetas  de  Crédito 

Las  Tarjetas  de  Crédito  (Artículo  757),  son 
una  derivación  muy  reciente  de  las  Cartas  Ordenes 
de  Crédito. 

Cada  día  tienen  mayor  demanda  y  aplicación. 
Son  una  novedad  en  el  Código  y  la  Comisión  estima 
valiosa  su  incorporación. 
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Sección  Séptima 

Del  Crédito  Documentarlo 

El  Crédito  Documentarlo  es  una  modalidad, 
ya  típica,  del  contrato  de  apertura  de  crédito  y  las 
cartas  de  crédito  son  el  instrumento  clásico  que 
acompaña  a  las  compraventas  internacionales.  Por 
el  contrato  de  crédito  documentado  el  acreditante  se 
obliga,  frente  al  acreditado  a  contratar  por  cuenta  de 
éste,  una  obligación  en  beneficio  de  un  tercero  y  de 
acuerdo  con  las  condiciones  establecidas  por  el  propio 
acreditado.  (Artículo  758).  La  Carta  de  Crédito  (Ar- 
tículo 764)  que  es  completamente  diferente  de  la 
carta  de  orden  de  crédito,  es  el  documento  que  ex- 
pide al  acreditante  y  en  el  cual  consta  la  obligación 
en  beneficio  del  tercero,  así  como  las  condiciones  es- 
tablecidas para  su  pago.  Las  relaciones  entre  el 
acreditante  y  el  acreditado  son  casi  diríamos  la  mate- 
ria interna  del  contrato  y  no  constan  en  la  propia  car- 
ta de  crédito  sino  en  documentos  separados.  La  carta 
de  crédito  es  un  instrumento  bancario  por  esencia  y 
en  el  Código  se  dan  todas  las  reglas  al  respecto. 

Capítulo  V 

Fideicomiso 

La  regulación  por  el  Código  de  Comercio  de  lo 
relativo  al  fideicomiso,  debe  sustituir  y  derogar  lo 
que  al  respecto  establece  el  Código  Civil  en  sus  ar- 
tículos 560  al  578,  pues  siendo  el  fideicomiso  una 
operación  puramente  bancaria,  y  por  ende  comer- 
cial, no  tiene  lugar  en  el  Derecho  Común. 

Además  de  definir  las  obligaciones  y  derechos 
de  las  partes  de  un  contrato  de  fideicomiso  y  de  es- 
tablecer las  reglas  sobre  las  condiciones  necesarias  en 
el  fideicomitente,  fideicomisario  y  fiduciario  se  esta- 
blece que  el  fideicomiso  puede  instituirse  por  con- 
trato o  por  testamento,  (artículo  770),  señalando  que 
en  la  primera  forma,  el  contrato  debe  constar  en  es- 
critura pública  y  que  es  esencial  la  aceptación  del 
fiduciario  en  el  mismo  acto.  Siendo  el  fideicomiso 
una  institución  que  otorga  no  sólo  flexibilidad,  si 
no  seguridad  en  las  operaciones,  se  estimó  que  puede 
substituir  con  ventaja  los  sistemas  tradicionales  de  ad- 
ministración de  bienes  de  menores  e  incapaces  y  mor- 
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tuales,  por  lo  cual  se  da  facultad  a  los  jueces  para 
constituir  fideicomiso  en  esos  casos. 

Así  como  es  requisito  para  la  constitución  del 
contrato  de  fideicomiso  la  estimación  e  identifica- 
ción de  los  bienes  fideicometidos,  también  en  el  caso 
de  fideicomiso  constituidos  por  testamento  se  hace 
necesario  inventariar  y  valuar  el  patrimonio. 

Se  incluyen  disposiciones  para  determinar  des 
de  cuándo  surte  efectos  el  fideicomiso  en  cuanto  a 
terceros,  según  la  clase  de  bienes  aportados  y  se  limi- 
ta la  responsabilidad  del  patrimonio  fideicometido, 
como  un  patrimonio  separado  y  de  afectación. 

El  fiduciario  debe  identificarse  como  tal  en  to- 
dos los  contratos  o  actos  que  ejecute  en  cumpli- 
miento del  fin  del  fideicomiso  y  queda  responsable 
ante  el  fideicomitente  o  el  fideicomisario  en  caso  de 
que  se  exceda  de  las  facultades  que  el  fideicomiso 
le  otorga. 

Siguiendo  las  normas  vigentes  para  el  embargo 
de  derecho  de  usufructo,  se  establece  que  los  acreedo- 
res  del  fideicomisario  únicamente  pueden  embargar 
frutos  que  perciba  del  mismo,  así  como  anotar  sus 
derechos  para  el  caso  de  extinción  del  fideicomiso. 

Los  casos  de  remoción  del  fiduciario  son  defi 
nidos  en  el  Código  así  como  los  casos  de  extinción 
del  fideicomiso,  efectos  de  la  extinción  y  casos  de 
nulidad.  La  constitución  de  un  fideicomiso  por  un 
plazo  mayor  de  25  años,  no  lo  anula,  pero  por  ley  su 
plazo  se  entiende  reducido  al  máximo  legal,  salvo  los 
casos  establecidos  en  la  Constitución  de  la  Repúbli 
ca. 

El  proyecto  igualmente  regula  la  forma  de  li 
quidar  los  fideicomisos  de  garantía,  en  casos  de  ¡n 
cumplimiento  del  deudor,  exigiendo  que  los  bienes 
sean  vendidos  en  subasta  ante  Notario  y  abre  la 
puerta  para  que  los  Bancos  puedan  usar  el  fideico 
miso  como  medio  de  garantizar  obligaciones  consti 
tuidas  a  su  favor. 

Dadas  las  características  especiales  del  contrato 
de  fideicomiso  y  de  que  el  traslado  de  dominio  es  no 
sólo  temporal,  sino  afectado  a  un  fin,  se  estimó  nece 
sario  que  se  exonere  del  impuesto  de  alcabala  y  del 
impuesto  del  papel  sellado  y  timbre  la  constitución 
y  extinción  del  fideicomiso,  siempre  que  en  este  ca 
so,  el  patrimonio  fideicometido  regrese  al  fideicomi 
tente.  En  todas  las  demás  operaciones  se  aplica 
rían  los  impuestos  vigentes,  según  su  tipo. 
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Capítulo  VI 
Del  Transporte 

Sección  I 
Disposiciones  Generales 

Nos  encontramos  en  este  caso  también  con  la 
situación  irregular  de  que  el  transporte  -operación 
comercial  típica  y  tradicional-  se  encuentra  también 
regulado  por  el  Código  Civil  en  sus  artículos  2085  al 
2099.'  En  las  disposiciones  derogatorias  se  dejan  ex- 
presamente sin  efecto  tales  preceptos  a  fin  de  que  el 
transporte,  como  contrato,  quede  sujeto  únicamente 
a  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio. 

La  regulación  del  contrato  de  transporte  es 
bastante  más  breve,  ordenada  y  moderna  que  la  que 
contiene  el  Código  de  Comercio  vigente. 

En  esta  sección,  se  define  el  contrato  de  trans 
porte  en  sus  modalidades  de  tierra,  agua  y  aire.  (Ar- 
tículo 795). 

Se  regulan  las  obligaciones  del  porteador  co- 
mo responsable  directo  del  transporte  ante  el  embar 
cador;  pero  se  considera  la  situación  especial  deriva- 
da del  transporte  combinado,  con  sus  modalidades 
especiales    de    responsabilidad   de   los   porteadores. 

La  prescripción  de  las  acciones  derivadas  del 
transporte  se  fija  en  seis  meses. 


Sección  II 
Del  Transporte  de  Personas 

Se  sostiene  el  criterio  de  la  responsabilidad  ob- 
jetiva del  porteador  que  ya  se  encuentra  plasmado 
en  nuestra  legislación.  (Artículo  800). 

En  cuanto  al  transporte  de  equipaje,  se  esta 
blecen  reglas  para  determinar  su  valor,  en  los  casos  en 
que  el  porteador  no  lo  ha  recibido  con  valor  decla- 
rado. 

La  responsabilidad  del  transportista  por  demo- 
ras y  retrasos  en  el  medio  de  transporte  es  claramente 
establecida,  delimitándose  a  la  vez  la  extensión  de  ta- 
les responsabilidades. 
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Sección  III 
Del  Transporte  de  Cosas 

Se  define  al  cargador,  remitente  o  consignan 
te  en  el  transporte  de  cosas,  estableciéndose  clara- 
mente sus  obligaciones  y  responsabilidades  (Artí- 
culo 805). 

La  entrega  de  la  carta  de  porte  o  conocimiento 
de  embarque  al  cargador  queda  a  elección  de  éste, 
debiendo  el  porteador  entregarle,  en  todo  caso,  un 
comprobante  de  haber  recibido  la  carga. 

El  cargador  puede  designar  un  nuevo  consig- 
natario antes  de  que  el  consignatario  designado 
hubiere  solicitado  la  entrega  del  embarque,  debién- 
dose en  caso  de  haber  carta  de  porte,  anularse  la  an- 
terior y  extenderse  una  nueva  carta  por  cuenta  del 
cargador. 

El  falso  flete  se  fija  en  la  mitad  del  flete. 

Detalladamente  se  regula  lo  relativo  a  la  recep- 
ción de  las  mercaderías  por  el  porteador,  así  como  la 
entrega  de  las  mismas  al  consignatario,  con  disposi- 
ciones que  regulan  el  lugar  de  entrega,  los  reclamos 
por  pérdidas,  averías,  rehuse  de  recibo  por  el  consig- 
natario, pago  de  flete  -si  fuere  a  cobrar-  y  respon 
sabilidad  especial  del  porteador  por  los  daños  y  per- 
juicios que  sufran  los  efectos  transportados. 

Se  señalan  los  casos  en  que  por  presunción  le 
gal  no  existe  responsabilidad  para  el  porteador,  en 
cuenta,  el  uso  de  tarifas  diferidas,  declaraciones 
inexactas  del  cargador  en  cuanto  a  la  calidad  y  va- 
lor de  los  efectos  transportados. 

El  transporte  en  carros  o  compartimientos  com 
pletos  es  también  objeto  de  regulación,  señalándose 
los  derechos  especiales  del  remitente  o  del  porteador. 

Capítulo  Vil 

Contratos  de  Edición,  Reproducción  y 
Ejecución  de  Obras 

Sección  Primera 
Del  Contrato  de  Edición 

Nuevamente   nos  encontramos  con  contratos 
puramente   mercantiles  que  se  han  incorporado  ¡n 
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justificadamente  a  la  legislación  Civil  (Artículos  2037 
al  2065  Código  Civil).  Muchas  de  las  disposiciones 
tradicionales  del  contrato  de  edición,  que  se  encuen- 
tran actualmente  en  el  Código  Civil,  fueron  reprodu- 
cidas en  el  proyecto,  sin  perjuicio  de  que  además  se 
agregaron  otras  nuevas,  que  retinan  el  contrato  y 
sus  efectos. 

Se  mantiene  al  titular  del  derecho  de  autor  de 
la  obra,  el  derecho  a  editar,  a  menos  que  haya  con- 
venio expreso  en  contrario  (Artículo  825)  y  se  deta- 
llan las  cuestiones  que  son  inherentes  al  contrato, 
incluyendo  la  determinación  de  los  honorarios  del 
autor,  plazo  para  publicación,  número  de  ejempla- 
res de  cada  edición,  fijación  del  precio  de  venta, 
nuevos  tirajes  o  ediciones,  etc. 

Protegen  el  derecho  de  autor,  las  disposiciones 
tales  como  la  que  permite  al  autor  hacer  correcciones, 
enmiendas  o  mejoras  y  oponerse  a  deformaciones, 
mutilaciones  o  cambios  en  su  obra,  así  como  la  obli- 
gación legal  de  identificar  al  autor  por  su  nombre  o 
seudónimo  en  la  edición.  Igualmente  tienden  a  dar 
al  autor  la  debida  protección,  los  preceptos  que  limi- 
tan los  efectos  del  contrato  de  edición  a  la  reproduc- 
ción en  la  forma  o  medios  convenidos,  por  lo  que  sal- 
vo pacto  expreso  en  contrario,  el  contrato  no  puede 
impedir  al  autor  publicar  compendios  o  traduccio- 
nes de  su  obra,  ni  contratar  la  difusión  o  reproduc- 
ción de  su  obra  por  medios  diferentes  (radio,  televi- 
sión, cine,  etc.) 

El  derecho  a  publicar  separadamente  diferentes 
obras  de  un  autor,  no  se  extiende  hasta  permitir  una 
publicación  en  conjunto,  y  viceversa,  el  contrato  de 
edición  de  las  obras  completas  de  un  autor,  no  permi- 
te su  reproducción  separada. 

Sección  Segunda 

De  los  Contratos  de  Difusión  y  Reproducción 
Escénica 

Además  de  dar  un  concepto  del  objeto  y  con- 
tenido de  este  Contrato  (Artículo  852),  se  regulan 
cuestiones  tales  como  la  contratación  de  una  obra 
compuesta  por  varios  autores  en  que,  a  falta  de 
acuerdo,  puede  convenirse  por  una  mayoría  de  ellos. 
El  Director  de  un  conjunto  artístico  tiene  la  represen- 
tación de  éste  para  contratar  con  un  empresario  los 
servicios  del  conjunto. 


Se  da  carácter  de  acreedurías  preferentes  a  los 
honorarios  del  autor  y~del  conjunto  artístico,  cuyo 
pago  no  puede  afectarse  por  embargos  que  recaigan 
sobre  bienes  del  empresario. 

Este  contrato,  no  obstante  su  naturaleza  mer- 
cantil, también  se  encuentra  hoy  regulado  por  el 
Código  Civil  (Artículo  2066  al  2076).  Por  las  mismas 
razones  que  antes  se  han  expuesto  en  cuanto  al  con- 
trato de  transporte  o  contrato  de  edición,  se  propo- 
ne derogar  tales  artículos  del  Código  Civil,  a  fin  de 
reunir  lógicamente  en  el  Código  de  Comercio  toda  la 
materia  mercantil. 

Capituló  VIII 

Del  Contrato  de  Participación 

Este  contrato  está  regulado  por  los  artículos 
del  452  al  456  del  Código  de  Comercio,  como  un 
apéndice  del  título  relativo  a  sociedades.  Ello  se  pres- 
ta a  equívocos,  pues  el  contrato  de  sociedad  y  el  de 
participación  son  típicamente  diferentes  y  diferencia- 
bles.  Por  esa  razón  en  el  proyecto,  el  contrato  de  par- 
ticipación se  trasladó  al  título  relativo  a  Contratos 
Mercantiles,  separándolo  tajantemente  de  la  Socie- 
dad. 

El  contrato  de  participación,  (Artículo  861), 
a  diferencia  de  la  sociedad,  no  da  lugar  al  nacimien- 
to de  una  persona  jurídica  y  de  sus  alcances  se  limita 
a  que  un  comerciante  da  una  participación  a  una  o 
varias  personas  en  las  utilidades  que  obtenga  en  de- 
terminadas actividades  mercantjles.  El  comerciante 
qestor  debe  emplear  su  propio  nombre  comercial  espe 
cial  para  la  realización  de  las  actividades  en  par- 
ticipación y,  ante  terceros,  él  es  el  titular  de  la  em- 
presa y  responsable  ante  aquellos,  por  pérdidas  de 
la  empresa,  se  limita  a  los  bienes  o  servicios  que  apor- 
taron, salvo  pacto  en  contrario. 


Muchas  disposiciones  aplicables  a  las  socieda- 
des colectivas  son  supletorias  de  este  contrato,  salvo 
pacto  en  contrario. 


Capítulo  IX 
Del  Contrato  de  Hospedaje 

Este  es  un  contrato  típicamente  mercantil 
que  indebidamente  se  encuentra  regulado  por  los 
artículos  del  2077  al  2083  del  Código  Civil,  cuya  de- 
rogatoria se  establece  en  la  parte  correspondiente 
del  Código. 

El  hecho  de  que  este  contrato  rara  vez  se  cele- 
bra por  escrito,  obliga  a  establecer  con  claridad  y 
precisión  los  derechos  y  obligaciones  recíprocas  del 
huésped  y  del  hotelero,  (Artículo  866), sus  responsa 
bilidades  y  extinción.  Se  establece  a  favor  del  hote- 
lero el  derecho  de  retención  del  equipaje  del  hués 
ped  hasta  que  éste  pague  lo  que  le  adeude. 

La  desocupación  inmediata  de  la  habitación 
ocupada  por  el  huésped  media  vez  termina  el  con- 
trato, es  esencial  y  característica  de  este  contrato,  por 
lo  cual  este  aspecto  es  regulado  con  detalle,  hacién- 
dose innecesaria  la  intervención  de  la  autoridad  judi 
cial  en  este  caso. 

Libro  IV 

Capítulo  X 

Del  Contrato  de  Seguro 

Durante  la  discusión  de  este  capítulo  la  Comi- 
sión redactora  del  proyecto  tuvo  presente  la  opinión 
sustentada  por  algunos  tratadistas  y  profesionales 
del  seguro  que  desean  ver  al  Derecho  de  Seguro  como 
una  rama  autónoma.  Con  esa  base,  se  plantea  la  con- 
veniencia o  inconveniencia  de  legislar  sobre  el  Con- 
trato de  Seguros  en  leyes  especiales  o  dentro  del  De- 
recho Mercantil  codificado.  En  Guatemala  la  discu- 
sión doctrinaria  se  terminó  con  la  emisión  de  la  Ley 
de  Empresas  de  Seguros,  Decreto-Ley  No.  473.  En 
esta  forma,  se  apartan  las  normas  de  Derecho  Públi- 
co relacionadas  con  el  seguro,  que  quedaron  plas- 
madas dentro  de  la  citada  ley  y  en  las  demás  leyes 
específicas  que  designan  a  la  Superintendencia  de 
Bancos  como  institución  supervisora  de  las  activi- 
dades de  las  empresas  aseguradoras  en  Guatemala. 


En  la  redacción  de  este  capitulo,  se  sigue  la 
corriente  del  Código  de  Comercio  en  vigor,  contenido 
en  el  Decreto  gubernativo  2946,  legislando  sobre  el 
contrato  de  seguro  como  actividad  mercantil 

Se  procedió  a  un  nuevo  ordenamiento,  dividí 
do  en  varias  secciones,  a  saber:  Disposiciones  genera 
les,  seguros  contra  daños  y  seguros  de  personas  con 
trato  de  reaseguro  y  fianza  y  reafianzamiento. 

Dentro  del  apartado  de  disposiciones  generales, 
se  establece  la  norma  en  la  cual,  por  el  contrato  de 
seguro,  el  asegurador  se  obliga  a  resarcir  un  daño  o  a 
pagar  una  suma  de  dinero  al  realizarse  una  eventuali 
dad  prevista  en  el  contrato  y  el  asegurado  se  obliga 
a  pagar  la  prima.  Conforme  los  artículos  875  y  877 
sólo  puede  ser  asegurador  la  sociedad  mercantil  auto 
rizada  para  operar  en  el  ramo  de  seguros,  se  estable 
cen  las  demás  definiciones  necesarias  para  la  aplica 
ción  de  la  ley. 

Es  nueva  la  norma  que  le  da  carácter  imperativo 
a  estas  disposiciones,  en  favor  del  asegurado,  a  menos 
que  admitan  pacto  en  contrario 


Sólo  pueden  ser  objeto  de  contrato  de  sequío 
los  hechos  que  constituyen  riesgo 

En  las  disposiciones  generales  se  establece  el 
régimen  para  solicitar  seguros  y  las  condiciones  que 
rigen  para  la  aceptación  de  los  mismos.  Los  solicitan 
tes  están  obligados  a  declarar  todos  los  hechos  que 
tengan  importancia  para  la  apreciación  del  riesgo  en 
cuanto  puedan  influir  en  la  celebración  del  contia 
to 

Conforme  el  artículo  882,  el  contrato  se  peí 
fecciona  desde  el  momento  que  el  asegurado  reciba 
la  aceptación  del  asegurador,  aun  cuando  no  se  haya 
recibido  la  prima  inicial  o  no  se  hubiere  entregado  la 
póliza. 

Es  importante  la  ratificación  que  se  hace  del 
principio  de  que,  los  seguros  de  daño  son  contratos 
de  simple  indemnización  y  de  ninguna  manera  fuentes 
de  enriquecimiento. 

En  el  artículo  887,  se  establecen  los  puntos 
esenciales  que  las  pólizas  deben  contener,  y  en  con 
gruencia  con  la  norma  de  aceptación,  se  establece  que 
el  contrato  de  seguro  se  puede  probar  en  las  formas 
establecidas  por  el  artículo  888. 
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También  se  regulan  las  clases  de  seguros  y  el 
procedimiento  en  caso  de  extravío  o  destrucción  de 
las  pólizas.  Dentro  de  este  mismo  apartado  se  dictan 
las  disposiciones  sobre  las  obligaciones  de  las  partes, 
que  incluyen  el  pago  de  la  prima,  el  deber  del  asegu 
rado  de  comunicar  al  asegurador  las  agravaciones 
esenciales  y  lo  relacionado  con  los  siniestros  y  otras 
disposiciones  que  son  necesarias  para  un  normal  de- 
sarrollo de  negociaciones  de  esta  clase. 

También  se  estimó  necesario  lo  que  ocurre 
cuando  desaparece  el  riesgo,  los  casos  de  termina- 
ción anticipada  del  seguro  y  cuándo  puede  darse 
por  terminado  el  seguro  por  declaración  inexacta. 
En  consonancia  con  la  moderna  aplicación  del 
seguro  se  establecen  las  normas  a  favor  del  asegurado 
que  proporciona  de  buena  fe,  declaraciones  que  pu 
dieran  interpretarse  como  inexactas;  se  dicta  también 
el  procedimiento  para  proceder  en  los  casos  de  agrá 
vación  de  riesgo. 

Se  establece  la  prescripción  de  dos  años  para  las 
acciones  que  deriven  de  un  contrato  de  seguro,  di- 
cho plazo  se  extiende  a  cinco  años  si  el  beneficiario 
no  tiene  conocimiento  de  su  derecho. 

En  la  sección  relativa  al  seguro  contra  da- 
nos se  toman  en  cuenta  las  disposiciones  generales, 
la  nulidad,  rescisión  y  reducción,  el  seguro  contra 
incendio,  el  seguro  de  transporte,  el  seguro  agríco 
la  y  ganadero,  el  seguro  contra  responsabilidad  civil  y 
el  seguro  de  automóviles. 

El  artículo  919  establece  que  una  persona  que 
tengaun  interéseconómicoen  que  no  se  produzca  un 
siniestro,  podrá  tomar  un  seguro  contra  daños. 

El  artículo  920  establece  que  es  lícito  el  seguro 
de  provechos  esperados,  dentro  de  los  límites  de  un 
interés  legítimo.  Esta  norma  mejora  la  contenida  en 
el  artículo  492  del  Código  de  Comercio  actual,  que 
disponía  que  no  podían  ser  materia  de  seguro  las  ga- 
nancias o  beneficios  esperados. 

Es  importante  el  establecimiento  de  los  lími- 
tes de  responsabilidad  del  asegurador,  del  caso  de  con 
tratación  de  seguros  con  varios  aseguradores,  lo  rela- 
tivo a  la  enajenación  del  objeto  asegurado,  y  las  ñor 
mas  que  obligan  al  asegurado  a  colaborar  con  el 
asegurador. 

El  coaseguro,  que  consiste  en  la  participación 
del  asegurado  en  el  riesgo,  cuando  la  suma  asegurada 
es  inferior  al  interés  asegurado,  se  regula  en  el  artí 
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culo  933.  Al  hablar  de  la  subrogación  de  los  derechos 
en  el  artículo  937,  se  establece  una  excepción  en  el 
caso  de  que,  sin  haber  sido  intencional  el  siniestro,  el 
obligado  al  resarcimiento  fuese  el  cónyuge,  un  ascen- 
diente o  un  descendiente  del  asegurado. 

Como  el  campo  de  los  seguros  es  tan  vasto, 
el  artículo  938  prescribe  que  son  aplicables  las  dis- 
posiciones de  este  apartado,  a  todos  los  seguros  de 
daños,  aún  cuando  no  estén  regulados  en  el  mismo. 

Lo  relacionado  con  el  aumento  del  valor  real 
de  las  cosas  aseguradas,  con  otros  seguros  existen- 
tes simultáneamente,  con  la  desaparición  del  riesgo 
y  otras  disposiciones  aplicables  en  caso  de  siniestro 
parcial,  reducción  de  indemnización  o  disminución 
del  objeto  asegurado  está  contemplado  en  los  artícu- 
los 939  y  946. 

Al  hablar  del  seguro  contra  incendio  se  esta- 
blece que  el  asegurador  responderá,  no  solo  de  los 
daños  ocasionados  por  un  incendio,  sino  también 
por  las  medidas  de  salvamento.  Como  el  seguro  de 
incendio  se  tipifica  por  la  combustión,  es  decir  por 
la  existencia  de  llamas,  en  el  artículo  948  se  esta- 
blece que  el  asegurador  no  responderá  por  los  daños 
causados  por  la  acción  del  calor.  Se  norma  además,  lo 
que  debe  entenderse  como  valores  indemnizables  en 
caso  de  siniestro. 

En  el  seguro  de  transporte  se  presentan  una  se- 
rie de  problemas  derivados  precisamente  del  hecho 
mismo  del  transporte,  que  obliga  al  legislador  a  por- 
menorizar una  serie  de  situaciones  que  pueden  ser 
campo  de  conflicto,  por  ello  se  habla  de  los  vicios 
propios  de  las  cosas  aseguradas,  de  la  vigencia  del 
seguro  que  se  inicia  desde  el  momento  que  se  entre- 
gan las  mercaderías  al  portador  y  cesa  en  el  momen 
to  que  se  ponen  a  disposición  del  consignatario. 

Por  razones  obvias,  en  el  seguro  de  transporte 
el  asegurador  no  tiene  el  deber  de  comunicar  las  agra- 
vaciones del  riesgo;  así  se  establece  en  el  artículo  953. 

En  los  siguientes  artículos  de  esta  sección,  se 
regulan  la  de  separación  del  riesgo,  los  accidentes  de 
navegación,  la  importante  materia  de  la  póliza  de  de- 
claraciones periódicas,  lo  relativo  a  los  vicios  ocul- 
tos de  las  cosas  aseguradas,  los  cambios  de  ruta  o 
medios  de  transporte,  la  avería  gruesa  y  lo  relativo  al 
abandono. 
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Se  actualizó  el  seguro  agrícola  y  ganadero,  que 
todavía  no  se  ha  generalizado  en  nuestro  medio,  pe 
mi  que  en  los  últimos  años  ha  comenzado  a  tener  im 
portancia  al  diversificarse  los  productos  agrícolas  y 
al  desarrollarse  la  crianza  de  ganadería  de  raza.  Las 
normas  están  contenidas  de  los  artículos  979  al 
985 

El  seguro  de  responsabilidad  no  se  encontra 
ba  legislado  en  el  Código  de  Comercio  actual,  por  lo 
cual  se  han  incluido  las  normas  correspondientes  en 
los  artículos  del  986  al  989. 

En  forma  similar,  nuestro  Código  de  Comercio 
actual  tampoco  regulaba  específicamente  la  materia 
del  seguro  de  automóviles,  contrato  que  en  la  actua- 
lidad se  utiliza  con  mucha  frecuencia  Por  este  contra 
to  el  asegurador  indemniza  los  daños  ocasionados 
al  vehículo  o  su  pérdida;  los  daños  causados  a  pro 
piedad  ajena  y  la  responsabilidad  civil  en  relación 
con  terceras  personas,  con  motivo  del  uso  del  auto 
móvil  o  cualquier  otro  riesgo  cubierto  por  la  poli 
za  Se  incluyen  los  daños  de  vuelcos  accidentales,  co 
listones,  incendio,  autoignición,  rayo  o  robo  total 
del  vehículo;  y  la  responsabilidad  civil  del  asegurado 
por  daños  a  propiedad  ajena  o  atropello  a  personas 
Se  excluye  como  riesgo  cubierto,  los  daños  en  pro 
piedad  del  asegurado,  de  sus  familiares  o  personas  ba 
|o  su  custodia.  En  el  artículo  995  se  enumeran  tam 
bien  los  riesgos  que  normalmente  quedan  excluidos 
salvo  pacto  en  contrario 

En  la  sección  relacionada  con  el  seguro  de  peí 
sonas  se  han  dictado  varias  normas  que  mejoran  y 
modernizan  las  disposiciones  del  Código  actual  que 
eran  realmente  diminutas,  si  tomamos  en  cuenta  la 
importancia  económica  que  este  seguro  tiene.  Algunas 
de  estas  normas  provienen  de  la  jurisprudencia  sur 
gida  de  la  aplicación  de  los  seguros  y  otras  forman 
parte  ya  dealgunaspólizas  de  seguros 

Por  eso  nos  encontramos  con  disposiciones  es 
peciales  para  el  seguro  sobre  la  vida  de  menores  de 
edad,  sobre  el  seguro  para  el  caso  de  muerte  de  un 
tercero,  disposiciones  para  la  rehabilitación  de  segu 
ros.  para  la  designación  de  beneficiarios  y  lo  relacio 
nado  con  el  beneficiario  irrevocable  o  la  muerte  de 
beneficiarios  ocurrida  antes  de  la  muerte  del  asegu 
•ado 


Es  importante  el  artículo  1005,  que  priva  de 
derechos  al  beneficiario  que  atente  contra  la  persona 
del  asegurado,  perdiendo  inclusive  los  que  hubiera 
adquirido  por  designación  irrevocable. 

Para  la  institución  del  seguro  es  muy  impor- 
tante el  artículo  1006,  al  establecer  que  los  derechos 
derivados  de  un  contrato  de  seguro  celebrado  de  bue- 
na fe  no  podrán  ser  embargados  ni  sujetos  a  ejecución 
en  caso  de  concurso,  moratoria  judicial  o  quiebra  del 
asegurado. 

En  caso  de  suicidio  del  asegurado,  se  dispone 
que  se  pague  el  seguro  si  ocurre  después  de  dos  años 
de  celebrado  el  contrato  y  se  prevé  la  devolución  de 
primas  percibidas  si  ocurriere  antes. 

Partiendo  del  principio  de  que  los  contratos  de 
seguro  son  prácticamente  contratos  de  adhesión  y 
que  el  asegurador  tiene  el  derecho  de  seguir  todas  las 
investigaciones  que  estime  necesarias  para  probar 
la  inexactitud  de  las  declaraciones  del  solicitante  de 
un  seguro,  y,  de  otra  parte  la  necesidad  de  darle  so- 
lidez y  estabilidad  a  las  negociaciones,  se  incorporó 
en  el  artículo  1010  lo  relacionado  con  la  indisputa- 
bilidad de  la  póliza  que  haya  estado  en  vigor  durante 
dos  años. 

Una  de  las  declaraciones  inexactas  que  se  pro- 
ducen en  las  pólizas  de  seguro  de  vida,  sin  malicia 
por  parte  del  asegurado  en  la  mayoría  de  las  veces, 
es  la  relacionada  con  la  edad  inexacta.  Por  eso  en  el 
artículo  1011,  se  regulan  varios  casos  para  que  este 
asunto  se  maneje  con  ecuanimidad  y  justicia. 

Son  importantes  también  las  normas  conteni- 
das en  los  artículos  1014  y  1015  que  contienen  de- 
rechos a  favor  de  los  asegurados  como  son  el  valor 
de  rescate  y  préstamos  con  garantía  de  la  póliza. 

También  se  han  dictado  normas  relacionadas 
con  la  caducidad,  valores  de  rescate,  seguros  tempo 
rales  y  de  grupo. 

Es  importante  la  norma  contenida  en  el  artí- 
culo  1018  al  establecer  que  el  seguro  contra  acci 
dentes  concede  al   beneficiario   un  derecho  propio 
contra  el  asegurador  desde  que  ocurra  el  accidente. 
Capítulo  XI 

Del  Contrato  de  Reaseguro 

Este  asunto  se  trata  en  el  actual  Código  de  Co 
mercio  en  forma  referencial,  a  pesar  de  que  en  el 
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campo  de  los  seguros  es  una  materia  de  la  mayor  im- 
portancia. Por  ello  se  ha  legislado  en  los  artículos 
1020  al  1023  sobre  esta  importante  materia. 


Capítulo  XII 
Del  Contrato  de  Fianza  y  del  Reafianzamiento 

Para  diferenciar  las  fianzas  mercantiles  de  las 
fianzas  civiles  se  establece  en  el  artículo  1024  que  las 
disposiciones  de  este  capítulo  se  aplicarán  a  las  fian- 
zas que  otorguen  las  afianzadoras  de  conformidad  con 
la  ley.  Al  emitirse  el  Decreto-Ley  473,  Ley  de  Empre- 
sas de  Seguros,  de  conformidad  con  su  artículo  2o. 
al  separar  las  ramas  de  seguros  y  fianzas,  en  lo  sucesi- 
vo, las  empresas  que  emitan  pólizas  de  fianza  ten- 
drán que  dedicarse  exclusivamente  a  esta  materia. 
Por  ello  se  llaman  afianzadoras  y  sus  actividades, 
mientras  no  se  regulen  por  ley  especial,  se  regirán 
por  el  Decreto  470  del  Presidente  de  la  República,  el 
Decreto  1405  del  Congreso  de  la  República  y  las  dis- 
posiciones de  este  Código. 

Al  igual  que  en  el  contrato  de  seguros,  se  fijan 
los  requisitos  esenciales  de  la  póliza  y  la  prueba  del 
contrato  a  falta  de  póliza. 

El  artículo  1027  estipula  que  la  afianzadora 
se  obligará  solidariamente  y  no  gozará  de  los  benefi- 
cios de  orden  y  excusión.  Se  regula  también  cuando 
puede  la  afianzadora  exigir  que  el  fiador  o  contra- 
fiador, le  aseguren  el  pago  que  efectúe  a  nombre  de 
ellos,  lo  relacionado  con  la  mora  y  las  prórrogas  o 
esperas. 

También  se  establecen  regulaciones  para  el 
contrato  de  reafianzamiento,  por  medio  del  cual 
una  afianzadora  se  obliga  a  pagar  a  otra,  en  la  pro- 
porción que  se  estipule,  las  cantidades  que  ésta  de- 
be cubrir  al  beneficiario  de  una  fianza  (Artículo 
1033). 

Cuando  se  trate  de  coafianzamiento,  las  coa 
fianzadoras  no  gozarán  de  beneficios  de  división  sal- 
vo pacto  en  contrario,  como  lo  establece  el  artí- 
culo 1036. 


Título  Único 

Procedimientos  Mercantiles 

Con  el  objeto  de  hacer  más  expedita  la  solución 
de  las  cuestiones  mercantiles,  se  establece  la  vía  pro- 
cesal en  el  artículo  1039,  para  que  a  menos  que  se 
haya  estipulado  lo  contrario  todas  las  acciones  a  que 
de  lugar  el  presente  Código  se  ventilen  en  juicio  su- 
mario, salvo  que  las  partes  hayan  convenido  en  some- 
ter sus  diferencias  a  arbitraje,  todo  en  consonancia 
con  el  artículo  199  del  Código  Procesal  Civil  y  Mer- 
cantil. 

Se  establece  el  recurso  de  casación  en  los  jui- 
cios de  valor  indeterminado  y  en  aquellos  cuya  cuan- 
tía exceda  de  dos  mil  quetzales. 

También  se  dispone  que  son  títulos  ejecutivos 
las  copias  legalizadas  del  acta  de  protocolación  de 
protestos  de  documentos  mercantiles  y  bancarios  o 
los  propios  documentos  si  no  fuere  legalmente  nece- 
sario el  protesto. 

Del  Comercio  Marítimo 

La  Comisión  redactora  del  Código  de  Comer- 
cio estimó  que  debe  quedar  vigente  el  libro  III,  del 
actual  Código  de  Comercio,  Dto.  Gubernativo  No. 
2946,  que  trata  del  Comercio  Marítimo,  en  virtud  de 
que  esta  materia  ha  sido  ya  objeto  de  valiosos  estu- 
dios y  las  nuevas  regulaciones  se  encuentran  conteni- 
das en  el  proyecto  formulado  por  el  Dr.  Raúl  Cervan- 
tes Ahumada,  conocido  como  Código  Marítimo  Cen- 
troamericano. 

El  proyecto  mencionado  vendría  a  resolver  los 
problemas  del  derecho  marítimo  a  nivel  centroameri- 
cano, máxime  si  se  toma  en  cuenta  que  en  esta  mate- 
ria se  hace  sentir  más  la  necesidad  de  una  ley  unifor- 
me, para  que  rija  las  operaciones  marítimas  dentro 
del  mercado  común  centroamericano. 

El  proyecto  de  Código  Marítimo  Centroameri- 
cano que  la  Comisión  tuvo  a  la  vista,  surgió  como 
consecuencia  de  la  investigación  efectuada  por  una 
misión  de  funcionarios  de  las  Naciones  Unidas,  y  pre- 
parado dentro  del  programa  de  Integración  Econó 
mica  de  Centro  América,  según  lo  acordado  en  la 
resolución  19  (CCE),  parte  A,  sobre  la  legislación 
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marítima,  aprobada  por  el  Comité  de  Cooperación 
Económica  del  Istmo  Centroamericano  el  26  de  enero 
de  1956. 

Por  las  razones  apuntadas,  la  Comisión  de  Eco- 
nomía recomienda  que  la  legislación  actual  sobre  el 
Comercio  Marítimo,  se  mantenga  en  vigencia  hasta 
que  se  apruebe  a  nivel  centroamericano  el  Código 
Marítimo  Centroamericano. 

***** 

En  cuanto  a  las  normas  sobre  aspectos  pura 
mente  transitorios  que  se  han  incluido  en  el  proyec- 
to, resulta  obvio  el  haberlas  contemplado  puesto  que 
se  necesita  adecuar  ciertas  circunstancias  espaciales 
para  que  el  Código  entre  en  vigor  al  convertirse  en 
ley  de  la  República.  Igual  declaración  habría  que  ha- 
cer en  cuanto  a  la  parte  puramente  derogatoria,  ya 
que  el  presente  es  un  código  que  norma  todas  las  im- 
plicaciones de  una  materia  amplia  y  variada.  En  estas 
secciones  finales,  se  han  previsto  todos  los  aspectos 
posibles  a  efecto  de  que  al  entrar  en  vigor  esta  nueva 
ley,  se  facilite  su  aplicación. 


La  Comisión  de  Economía  desea  reiterar  el 
invaluable  trabajo  que  en  generosa  y  franca  colabo- 
ración le  prestó  el  grupo  de  destacados  profesionales 
que  desde  hace  algún  tiempo  trabajaron  en  la  integra 
ción  del  cuerpo  total  del  proyecto,  y  recientemente 
en  la  redacción  de  estas  explicaciones  que  constituyen 
la  exposición  de  motivos  y  el  dictamen  mismo,  ilus- 
trando a  detalle  y  en  forma  amplia  todas  y  cada  una 
de  las  instituciones  que  están  llamadas  a  regir  el  de- 
recho positivo  en  materia  mercantil  en  nuestro  país, 
al  aprobarse  el  proyecto  que  a  continuación  propone- 
mos al  Honorable  Congreso. 

Queda  finalmente  a  los  señores  Diputados  aqui- 
latar el  trabajo  realizado  en  aras  del  progreso  eco- 
nómico y  social  de  Guatemala,  y  aportar  mediante  los 
debates  que  al  respecto  se  presenten,  sus  proposi- 
ciones, en  lo  que  juzguen  conveniente,  para  que  esta 
ley  sea  lo  más  certera  posible  en  el  campo  de  las 
realidades. 
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